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Lizama Abogados, con el objeto de efectuar un aporte a la discusión 
jurídica, a contar del año 2019 realiza anualmente una publicación con 
temáticas relevantes dentro de su quehacer profesional.  

La primera obra fue el libro “Recopilación de fallos judiciales en materia 
laboral del año 2018” que tuvo por objeto analizar diferentes sentencias 
relevantes que se dictaron durante ese año, exponiéndose no solo los 
antecedentes del caso, sino particularmente la forma en que los tribunales 
superiores de justicia y el Tribunal Constitucional decidieron distintos 
asuntos controvertidos. 

La presente obra, sin embargo, se diferencia del anterior por dos cuestiones 
fundamentales. En primer lugar, por el hecho de que no solamente se 
analizan sentencias judiciales, sino que también proyectos de ley que 
hubieren ingresado a trámite legislativo durante el 2019. Y, en segundo 
término, porque tiene un objetivo más ambicioso que la anterior versión 
y, por ello, se analizan críticamente las sentencias y proyectos de leyes, 
complementando su contenido con doctrina y jurisprudencia. 

Lizama Abogados es un estudio jurídico dedicado al Derecho del Trabajo 
que fue fundado por Luis Lizama Portal el año 2006. Desde dicho año 
hasta la fecha se ha dedicado a temas laborales y previsionales, prestando 
servicios de asesoría jurídica, capacitación, litigios laborales y negociación 
colectiva a empresas. Las publicaciones especializadas Chambers & 
Partners, Who’s Who Legal, Latin Lawyer, The Legal 500, Best Lawyers 
y Leadings Lawyers han reconocido a Lizama Abogados y a Luis Lizama 
Portal como líderes en la prestación de servicios jurídicos de Derecho del 
Trabajo y la Seguridad Social en Chile.
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PrÓlogo

Lizama Abogados, con el objeto de entregar un pequeño aporte a la discusión 
doctrinaria inició durante 2019 publicaciones de carácter anual que contuviere 
temáticas relevantes dentro de nuestro quehacer profesional.  

Nuestra primera obra de difusión fue el libro “Recopilación de fallos judiciales 
en materia laboral del año 2018” que tuvo por objeto analizar diferentes 
sentencias relevantes que se dictaron durante ese año, exponiéndose no solo 
los antecedentes del caso, sino particularmente la forma en que los tribunales 
-de grado o Cortes- decidieron los distintos asuntos controvertidos. En concreto, 
se analizaron diferentes temáticas como el fallo de la Corte Suprema recaído en 
la causa rol Nº43.470-2017 que concluyó que la gratificación contemplada en el 
artículo 50 del Código del Trabajo exigía como requisito esencial que la empresa 
hubiere obtenido utilidades líquidas en el año comercial respectivo; la sentencia 
del Tribunal Constitucional dictada en la causa rol Nº37.905-2017 que declaró 
que el procedimiento de tutela de derechos fundamentales era inaplicable a 
los funcionarios públicos; la sentencia del Tribunal Constitucional en la causa 
rol Nº3.570-2017 que determinó que la sanción contenida en el artículo 4º de 
la ley N°19.886 sobre compras públicas era inaplicable por inconstitucional en 
determinados casos; entre otras. 

La presente obra, sin embargo, se diferencia del anterior por dos cuestiones 
del todo fundamentales. 

En primer lugar, por el hecho de que no solamente se analizaron sentencias 
judiciales firmes y/o ejecutoriadas, sino que también proyectos de ley (y leyes) 
que hubieren ingresado al Congreso durante 2019. Así, se presentan artículos 
que revisan, por ejemplo, proyectos tan interesantes como contingentes como 
aquél que derivó en el ingreso mínimo garantizado (hoy ley) o el proyecto de 
ley de que reduciría la jornada de trabajo ordinaria a 40 horas semanales. La 
decisión de integrar ciertos proyectos de ley fue porque pretendemos aportar 
en la discusión jurídico-laboral no solamente desde la óptica jurisprudencial, 
sino que también, desde la óptica de política-pública a partir de regulaciones del 
Derecho del Trabajo. 

En segundo lugar, la presente obra también marca una gran diferencia a 
aquélla publicada durante 2019, pues tiene un objetivo más ambicioso que la 



[8]

anterior en la medida que intentamos realizar un análisis más técnico, profundo y 
crítico de las sentencias y de los proyectos de ley, complementando su contenido 
con doctrina y jurisprudencia relacionada. 

Respecto de la obra colectiva y su objetivo analítico y/o crítico, cabe prevenir, 
que se les entregó libertad a los autores para comentar las sentencias o los 
proyectos, por lo que, el contenido de las mismas no refleja, necesariamente, la 
opinión de nuestro estudio jurídico. Con todo, y sin perjuicio de las eventuales 
diferencias que pudiera tener con éstos, valoro la forma en que abordaron las 
temáticas jurídicas pues se nota que hicieron un esfuerzo importante para fundar 
sus puntos de vista. 

A propósito del contenido del libro, los ensayos y/o artículos que se encuentran 
en la presente obra se pueden sistematizar en lo siguiente. 

En primer lugar, Andrea Serrano comentó el Boletín N°11.179-13 que 
pretende reducir la jornada laboral semanal de 45 horas a 40 horas. La autora 
realiza un comentario histórico y sistemático del proyecto de ley que pretende 
reducir la jorna de trabajo evaluando el avance de la normativa tanto en la 
Cámara de Diputados como en el Senado. 

En segundo lugar, Diego Lizama analizó la Ley N°21.218 que establece el 
ingreso mínimo garantizado. El autor, después de explicar la normativa referida, 
sostiene que se erige como una política pública adecuada pues se aproxima 
a otras experiencias comparadas (como el earned income tax de los Estados 
Unidos) y no tiene repercusiones, en principio, en el nivel de empleabilidad del 
mercado laboral chileno. 

En tercer lugar, Esteban Palma analiza el Boletín N°12.322-13 sobre el ámbito 
de aplicación del procedimiento de Tutela Laboral que pretende hacer extensible 
el procedimiento de tutela de derechos fundamentales a funcionarios públicos a 
raíz de ciertos fallos del Tribunal Constitucional que declararon la improcedencia 
de dicho procedimiento para los personeros que se desempeñaban en la 
administración pública1. En concreto, el autor, después de analizar el boletín, 
concluye que el proyecto no aborda adecuadamente el problema pues no se 
hace cargo de las particularidades de los personeros públicos en relación a los 
trabajadores que se desempeñan en el sector privado. 

En cuarto lugar, Camila Gallardo analiza la causa rol 6879-19 del Tribunal 
Constitucional que concluyó que la sanción de nulidad del despido contenida en 
el artículo 168 del Código del Trabajo y la prohibición de declarar el abandono 
de procedimiento en materia laboral contenido en el artículo 429 del Código 
del Trabajo son inconstitucionales, en un caso concreto, porque se vulneraba el 
artículo 19 N°3 (debido proceso), 19 N°24 (derecho de propiedad), y 19 N°26 de 
la Constitución (seguridad jurídica). La autora determina que el razonamiento 

1	  Para mayor detalle ver causa rol Nº37.905-2017 del Tribunal Constitucional.
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del Tribunal Constitucional es correcto en el entendido que la prohibición de 
reclamar el abandono del procedimiento, como incidente en materia laboral, en 
determinados casos sí puede implicar la vulneración de determinadas garantías 
constitucionales.

En quinto lugar, José Zúñiga analiza la sentencia recaída en la causa RIT 
I-311-2018 del 1ºJuzgado de Letras del Trabajo de Santiago que estableció 
que la Fundación COANIL se encontraba exenta de negociar colectivamente 
de conformidad a lo dispuesto en el inciso 3º del artículo 304 del Código del 
Trabajo. En particular, el artículo citado dispone que no podrá existir negociación 
colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, 
en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiados en más 
de un 50% por el Estado, directamente, o a través de derechos o impuestos. 
Respecto del caso, el abogado enuncia que el fallo consolida la interpretación 
jurídica que señala que es irrelevante si las donaciones hechas por el Estado para 
encontrarse en el supuesto del artículo 304 del Código del Trabajo son a título 
gratuito o a título oneroso. 

En sexto lugar, Diego Lizama y José Zúñiga analizan el primer precedente 
jurisprudencial que se pronuncia sobre el mecanismo de adecuaciones 
necesarias, esto es, la sentencia recaída en la causa RIT T-11-2018 del 1er 
Juzgado de Letras del Trabajo de Los Andes. Ambos abogados, después de hacer 
un análisis exhaustivo del conflicto en comento, determinan que el precedente 
jurisprudencial es relevante por dos motivos. En primer lugar, porque se 
concluye que el cambio de funciones de un trabajador multi-operativo no 
constituye un reemplazo ilegal de trabajadores huelguistas. Y, en segundo lugar, 
porque el precedente establece un factor a tener en consideración para efectos 
de dilucidar si se produce un reemplazo ilegal de trabajadores o una adecuación 
necesaria, esto es, la proporción entre trabajadores huelguistas y trabajadores no 
huelguistas.

En séptimo lugar, Héctor Garrido analiza la sentencia recaída en la causa 
Rol N°2.652-2018 de la Corte de Apelaciones de Santiago que estableció, en el 
marco de la negociación colectiva entre Latam y el respectivo sindicato, que los 
trabajadores huelguistas podían deponer la huelga aceptando la última oferta 
hecha por el empleador. El autor estima que el fallo agregaría una nueva forma 
de terminar con el proceso de negociación colectiva reglada, en el marco de una 
huelga de trabajadores, esto es, el allanamiento colectivo a la última oferta hecha 
por la empresa. 

En octavo lugar, Felipe Correa analiza la sentencia recaída en la causa RIT 
O-7412-2018 del 2º Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago que estableció 
que no existía una cláusula tácita en los contratos individuales de trabajo de 
determinados empleados con la empresa Atton. El comentarista previene que 
el fallo es relevante pues se establece que no procederá dicha construcción 
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dogmática en la medida que no exista un acuerdo de las partes en el marco 
de un consentimiento libre y espontáneo. En tal sentido, el juez de la causa, 
según el autor, concluye acertadamente el caso en especie pues establece 
que, un comportamiento de la empresa que se produce por una interpretación 
administrativa de la Dirección del Trabajo, no puede configurar una cláusula 
tácita al no existir consentimiento voluntario de ésta última.

En noveno lugar, Palmira Valdivia detalla la sentencia causa rol N°1681-
2019 de la Corte de Apelaciones de San Miguel que crea una nueva doctrina 
en materia de derecho administrativo sancionador al consignar que el plazo de 
presunción contenido en el artículo 508 del Código del Trabajo es un plazo de 
días hábiles administrativos. 

Por último, José Zúñiga comenta la sentencia causa rol N°29.423-2018 de 
la Corte Suprema de fecha 21 de marzo de 2019 referente a la posibilidad de 
iniciar una negociación colectiva sin existir una resolución previa de servicios 
mínimos. El autor sostiene que la sentencia no resuelve el problema, toda vez 
que, la Corte Suprema, finalmente, falla señalando que el recurso presentado 
escapa de los márgenes de un recurso de protección por la inexistencia de un 
derecho indubitado. Asimismo, José resalta la dificultad del actual fenómeno 
constitucional que se vive en Chile de la “hipertrofia del recurso de protección” 
donde se pretende que todos los conflictos jurídicos sean conocidos en 
sede constitucional cuando, en estricto rigor, debiesen ser resueltos en un 
procedimiento de lato conocimiento.

Asimismo, y como ya tradición de nuestro estudio jurídico, el presente libro 
será de acceso público y estará disponible en nuestra página corporativa. Con 
ello, pues, queremos ser un pequeño aporte en las discusiones jurídico-laborales 
(tanto a nivel doctrinario-jurisprudencial como a nivel de política pública) y 
motivar a las próximas generaciones de estudiantes de Derecho en el Derecho 
del Trabajo. 

Este libro se los dedicamos a todos nuestros clientes que, día a día, nos 
desafían a ser los mejores en nuestro ámbito. 

Finalmente, solamente resta agradecer a todos los abogados del estudio que 
aportaron en la presente obra colectiva: Gonzalo Riquelme González, Esteban 
Palma Lohse, Camila Gallardo Urrutia, Héctor Garrido Charme, Andrea Serrano 
España, José Zúñiga Soto, Palmira Valdivia Baeza, Diego Lizama Castro y Felipe 
Correa Bravo. 

Luis Lizama Portal

Santiago, mayo de 2020
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Comentario sobre el Boletín N°11.179-13: el 
proyecto de ley pretende reducir la jornada 

laboral a 40 horas semanales

Andrea Serrano España

Resumen: La reducción de la jornada de trabajo es una discusión de 
larga data en la esfera nacional, con incidencias de entes internacionales 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT). En 1924 la 
jornada semanal se fijó en 48 horas para luego reducirse a 45 horas 
en el año 2005. Sin embargo, esta última formula ha sido materia de 
debate legislativo en los últimos años. La satisfacción de estándares 
internacionales mínimos, el ánimo de velar por la productividad, el 
considerar el tamaño y capacidad económica de la empresa obligada a 
la rebaja, y el anhelo de asegurar tiempo de libre disposición para los 
trabajares son puntos centrales a la hora de discutir cualquier cambio. 
El proyecto de ley que busca modificar el actual máximo de la jornada 
ordinaria laboral -ingresado al Congreso el 8 de marzo de 2017- 
sufrió modificaciones en la Cámara de Diputados pero conservando lo 
elemental, la reducción a 40 horas de la jornada semanal. Restará así 
esperar el curso que siga el Proyecto en el Senado.
Palabras Clave: Jornada de trabajo, jornada ordinaria, jornada pasiva, 
jornada parcial, pequeños y medianos empresarios, gradualidad 
diferenciada, iniciativa exclusiva del Presidente.
Sumario: I. Introducción. II. Contexto histórico de la rebaja de la jornada 
en Chile. III. La jornada de trabajo hoy en el derecho del trabajo. IV. 
Discusiones y trámites del Proyecto de Ley. V. Omisión en la discusión 
parlamentaria.
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I. Introducción

La moción parlamentaria que inició la tramitación de este proyecto y cuyo 
título es “Modifica el Código del Trabajo con el objeto de reducir la jornada 
laboral”, presentada por algunos diputados el 08 de marzo de 2017, reabrió 
el debate acerca de la extensión de la jornada de trabajo y permitió visibilizar 
distintos tipos de jornadas ordinarias ajenas a la regulación habitual que brinda 
el artículo 21 y 22 del Código del Trabajo.

El presente documento tiene como fin contextualizar la regulación de la 
jornada de trabajo en nuestro país, dando aproximaciones históricas para 
luego, desde la normativa actual, contrastar los pilares contenidos en el Boletín 
N°11.179-13 con la regulación vigente. Luego de lo anterior, serán expuestas 
las principales discusiones desarrolladas en la Comisión del Trabajo y Previsión 
Social de la Cámara de Diputados, para posteriormente replicar el texto del 
Proyecto que terminó siendo ingresando al Senado en el mes de enero de 2020. 
Para cerrar la exposición, se indicarán algunos aspectos omitidos o no tratados en 
profundidad en el debate.

II. Contexto histórico de la rebaja de la jornada en Chile

La reducción de la jornada de trabajo ha sido el imperativo de diversos 
movimientos sociales y hasta cierto punto, es parte del debate central entre 
ideologías políticas y pensamientos filosóficos modernos. Bajo este prisma, 
cobra especial relevancia para el derecho laboral chileno las regulaciones 
internacionales y las experiencias comparadas, las opiniones de expertos en 
ámbitos económicos, psicosociales y salud. 

En el marco internacional recién anotado, la Organización Internacional del 
Trabajo emitió en el año 1919 su primer documento de este tipo denominado 
“Convenio sobre las horas de trabajo (industria)”, abogando ya por la reducción 
de la jornada diaria a 8 horas y la semanal a 48 horas (artículo 2°). Chile no estaba 
al margen de este anhelo pues ya en 1901 el entonces Diputado, don Malaquías 
Concha Ortiz, había ingresado al Congreso un Proyecto de Ley que buscaba 
establecer el descanso dominical y regularizar la jornada de trabajo en 10 horas 
diarias1. El primer punto encontró consenso, pero el segundo fue prescindido 
pues como aspiración común 2 era innecesaria una regulación que forzara a ello.

1	 Yañez, 2008: 246
2	 Boletín de la Sofofa, N°1, Santiago, 1 de enero de 1903.
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Pese a lo anterior, no sería hasta el 8 de septiembre de 1924 que mediante 
la Ley N°4.053, conocida como “Contrato de Trabajo”, la instancia en la que 
se establecería la jornada diaria de 8 horas y la semanal de 48 con un límite 
adicional: la jornada diaria no podía exceder las 10 horas, interrumpidas por un 
descanso no menor de 10 horas entre una y otra jornada.

Con modificaciones parciales y focalizadas, la Ley del “Contrato de Trabajo” no 
sufrirá mayores cambios sino hasta el año 2001, donde cerca de 80 años después 
se acordó reducir la jornada a 45 horas semanales3. Esta disminución, sin embargo, 
resultaría exigible a los empleadores sólo desde el 01 de enero de 2005.

Sentado esta premisa histórica, el análisis continuará refiriéndose a ¿qué -en 
definitiva- debemos entender por jornada de trabajo? Y ¿cómo ésta es tratada en 
nuestra legislación laboral?

III. La jornada de trabajo hoy en el derecho del 
trabajo chileno

Se entiende por jornada de trabajo: “el tiempo durante el cual el trabajador 
debe prestar efectivamente sus servicios en conformidad al contrato”. Este 
concepto, relativo a la denominada jornada activa de trabajo, se complementará 
con la jornada pasiva consistente en el: “tiempo en que el trabajador se 
encuentra a disposición del empleador sin realizar labor, por causas que no le 
sean imputables”4.

La jornada, a su vez, recibirá múltiples acepciones dentro del Código del 
Trabajo (en adelante también como el “CT”). En el caso que nos ocupa nos 
abocaremos a la denominada jornada ordinaria de trabajo que es aquélla 
definida en el artículo 22 del Código del Trabajo y que tendrá como límite máximo 
semanal una duración de 45 horas. A su vez, esta jornada ordinaria no podrá 
distribuirse en menos de cinco ni más de seis días a la semana (art. 28 inciso 
1° CT) y tendrá una duración máxima permitida de hasta diez horas diarias (art. 
28 inciso 2° CT). Cabe mencionar que el legislador dispone de una interrupcion 
obligatoria dentro de la jornada destinada exclusivamente a colacion, de a lo 
menos 30 minutos5, la cual no es imputable a la jornada salvo que el contrato de 
trabajo señale lo contrario.

3	 Ver Ley N°19.759 que “Modifica el Código del Trabajo en lo relativo a las nuevas modalidades 
de contratación, al derecho de sindicación, a los derechos fundamentales del trabajador y a 
otras materias que indica”, de 5 de octubre de 2001.

4	 Ver artículo 21 CT.
5	 El artículo 34 del CT dispone: “La jornada de trabajo se dividirá en dos partes, dejándose entre 

ellas, a lo menos, el tiempo de media hora para la colación. Este período intermedio no se 
considerará trabajado para computar la duración de la jornada diaria”.
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Por su parte, la jurisprudencia judicial ha determinado que será también 
jornada ordinaria toda aquélla que tuviese una duración superior a la jornada 
parcial de trabajo (más de 30 horas semanales) y no superase el límite legal. Así, 
entonces, este tipo de jornada y sus reglas se aplicarán respecto a todas aquéllas 
que tengan una duración semanal superior a 30 horas e igual o inferior a 45 
horas.

La definición de jornada de trabajo, en su ambito conceptual, resulta aplicable 
a la totalidad de las regímenes de jornadas vigentes en nuestra legislación: es, 
en términos concretos, el sustrato sobre el cual se regulan todos los otros tipos de 
jornada y, fundamentalmente, en términos del tiempo total de trabajo: fuese en 
días de distribución, en número de horas diarias de trabajo o en el total de horas 
posibles para trabajar dentro de una semana de labores. 

La jornada de trabajo, no obstante, tendrá aspectos característicos y 
diferenciadores dependiendo de determinados rubros o servicios, a modo de 
ejemplo vale mencionar: la jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes 
y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de servicios interurbanos 
de transporte de pasajeros, de 180 horas mensuales, donde el tiempo de los 
descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre 
turnos laborales sin realizar labor, no resulta imputable a la jornada (artículo 25 
CT); la jornada ordinaria de trabajo de choferes de vehículos de carga terrestre 
interurbana, que no podrá exceder de 180 horas mensuales ni distribuirse en 
menos de 21 días (artículo 25 bis CT); la jornada de trabajo de los trabajadores 
que se desempeñen como parte de la tripulación a bordo de ferrocarriles, que 
igualmente no podrá superar las 180 horas mensuales, y la diaria las 7,5 horas 
continuas en el caso del transporte de pasajeros, ni las 9 horas continuas en el 
caso de transporte de carga, ambos períodos dentro de un lapso de 24 horas 
(artículo 25 ter CT); la jornada del personal que trabaja en hoteles, restaurantes 
o clubes –exceptuado el personal administrativo, el de lavandería, lencería y 
cocina–, cuando, en todos estos casos, el movimiento diario sea notoriamente 
escaso, y los trabajadores deban mantenerse constantemente a disposición del 
público, donde los trabajadores no podrán permanecer más de 12 horas diarias 
en el lugar de trabajo, con una hora de colación imputable a la jornada y sin 
distribuir la jornada semanal en más de 5 días (artículo 27 CT); la jornada de 
trabajo de los tripulantes de vuelo y de cabina que -en términos generales- no 
podrá exceder de 160 ni 12 horas, mensual o diaria, respectivamente; la jornada 
semanal de la gente de mar, fijada en 56 o 48 horas distribuidas en 8 horas 
diarias (artículos 106 y 109 del Código del Trabajo); entre otras.

Expuesto así el actual escenario legislativo, analizaremos a continuación los 
cambios propuestos a la actual regulación de la jornada de trabajo.
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IV. Discusiones y Trámites del Proyecto de Ley

1. Descripción de la moción parlamentaria que propone la reducción de la 
jornada ordinaria de 45 a 40 horas semanales

Con fecha 8 de marzo de 2017 los diputados Sergio Aguiló, Karol Cariola, 
Lautaro Carmona, Hugo Gutiérrez, Daniel Núñez, Guillermo Teillier y Camila 
Vallejo ingresaron al Congreso Nacional la moción que “Modifica el Código del 
Trabajo con el objeto de reducir la jornada laboral” (Boletín N° 11179-13). La 
genesis del proyecto de ley, según se sigue de sus fundamentos, estriba en el 
hecho que “la vida moderna y sus exigencias, máxime en las grandes ciudades […] 
no permite a los trabajadores desarrollar una vida familiar o disponer de tiempo 
libre para educarse o entretenerse”. Continúa -la presentación de este proyecto- 
indicando que en línea con otros países de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE), tales como Holanda, Dinarmaca, Alemania, 
Suiza y Suecia, es posible apreciar que no existe una correlación entre la duración 
de la jornada de trabajo y el nivel de productividad de los trabajadores. Se señala 
que, en particular para el caso de Holanda, su jornada de trabajo es de 29 horas 
semanales teniendo un PIB de 869,5 mil millones, mientras que en el caso 
de Chile, con 45 horas semanales de trabajo, el PIB alcanza sólo a 258,1 mil 
millones. Así, reitera esta iniciativa en su texto, no existiría correlación, al menos 
directa, entre más horas de trabajo y mayor ingreso interno bruto.

Expuesto lo anterior, el objetivo de la moción apuntaría a la “regulación 
del mercado del trabajo” en atención a la relación proporcional que debiera 
existir entre el mayor crecimiento economico del país y la calidad de vida de los 
trabajadores.

1.1. Modificaciones Iniciales Propuestas

El contenido del Proyecto se delimitaba a la modificacion parcial de los 
artículos 21 y 22 del Código del Trabajo, además de indicarse otras materias 
que por motivos de “admisibilidad constitucional”, al considerarse materias de 
iniciativa exclusiva del Presidente de la Republica, no podrían ser modificadas 
por el poder legislativo sin perjuicio de adelantarse las adecuaciones que 
debieran implementarse en la discusión parlamentaria. A este respecto se 
debiera modificar, además, los siguientes artículos del CT: 

a)	 Art. 28 CT: Reducción de la jornada diaria máxima de 10 a 8 horas (o de 6 
y fracción, en caso de trabajo distribuido en 6 días a la semana);
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b)	 Art. 24 CT: La necesidad de un acuerdo expreso entre trabajador y 
empleador para extender las horas trabajadas de los dependientes del 
comercio durante el período de navidad;

c)	 Art. 25, 25 bis, 25 ter, 26 bis CT: La reducción de la jornada ordinaria en 
los regímenes de trabajadores de locomoción colectiva, camioneros, de 
conductores de trenes;

d)	 Art. 27 CT: La reducción de la jornada ordinaria respecto al personal que 
trabaja en hoteles;

e)	 Art. 34. La ampliación del tiempo de colación de 30 minutos a una hora, 
tiempo que a su vez sería imputable a la jornada de trabajo; y,

f)	 Art. 34 bis6, 106 y 109 CT. La reducción de la jornada ordinaria de 
trabajadores de mar y restaurantes.

En consideración a esta suerte de impedimento legal institucional para 
plantear una iniciativa que comprenda los anteriores artículos, el Proyecto se 
limitaba a la modificación de tan solo dos artículos del Código del Trabajo: 

a)	 El actual artículo 21 del Código del Trabajo, que define “jornada de 
trabajo” como “el tiempo durante el cual el trabajador debe prestar 
efectivamente sus servicios en conformidad al contrato”: se modificaría 
eliminándose únicamente el adverbio “efectivamente”. La eliminación 
de “efectivamente” vendría a reforzar lo sostenido en el inciso 2° del 
mismo artículo que referiendose a la jornada pasiva (tiempo en que el 
trabajador se encuentra a disposición del empleador sin realizar labor, 
por causas que no le sean imputables) sólo contribuiría en la actualidad 
a la “matización” de esta regla.

b)	 Artículo 22, inciso primero, que fija la jornada ordinaria semanal en 
“cuarenta y cinco” horas semanales: se modificaría el guarismo cuarenta 
y cinco por “cuarenta”.

6	 El artículo 34 bis CT dispone: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, 
los trabajadores de restaurantes que atiendan directamente al público podrán pactar la 
interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cuatro horas, en tanto la suma 
de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites semanales y diarios señalados 
en los artículos 22 y 28. Cada trabajador podrá optar por permanecer en el lugar de trabajo, 
pero el empleador no podrá requerir de su parte, en este lapso, la prestación de servicios de 
ninguna naturaleza; la infracción de esta obligación será sancionada con una multa de 60 
unidades tributarias mensuales”.
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1.2. Exigilidad de la norma

Además de los artículos que se modificarían, el Proyecto incorporaba un 
artículo transitorio que postergaría la vigencia del proyecto “al inicio del año 
calendario inmediatamente siguiente al que se publique [la ley] en el Diario 
Oficial” y que prohíbía cualquier “disminución de las remuneraciones actuales de 
las trabajadoras y los trabajadores beneficiados”.

2. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el 
Proyecto de Ley que Modifica el Código del Trabajo con el objeto de reducir 
la jornada laboral

La discusión del Proyecto en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social se 
inició con un marcado enfoque en el gasto fiscal que podría originarse a raíz 
del advenimiento de la regulación en la administración del Estado, motivado 
por la consulta de los diputados señor Ramón Barros y Frank Sauerbaum. Así, la 
Dirección de Presupuestos7 indicó que de reducirse la jornada laboral a 40 horas 
semanales se verían afectados directamente más de 4.150 funcionarios cuyos 
contratos de trabajo se rigen por las normas del Código del Trabajo (y no por 
el Estatuto Administrativo), implicando por tanto un mayor gasto público. Este 
último aspecto, a su vez, redundaría en que el Proyecto debiera ser de aquellos 
que sólo pueden iniciarse a requerimiento del Presidente de la República, de 
acuerdo al artículo 65 N°4 de la Constitución Política de la República.

El reparo anterior, por tanto, en palabras del diputado don Guillermo Ramírez 
Diez, debía ser resuelto finalmente por el Tribunal Constitucional. 

Haciendo eco del asunto de constitucionalidad de la iniciativa, el diputado 
don Patricio Melero realizó al respecto una reserva de constitucionalidad, pues, 
en su entendido, tal derogación redundaba en inmiscuirse en materias de 
iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por cuanto: “altera las bases 
que sirvan para determinar las remuneraciones de los trabajadores”.

Pese a ello, ninguno de los intervinientes instó finalmente al órgano y la 
tramitación siguió su curso ordinario.

En cuanto a las modificaciones que pretendía el texto original introducido 
a la Cámara, el entonces Ministro del Trabajo y Previsión Social, Sr. Nicolas 
Monckeberg, señaló que la eliminación de la palabra “efectivamente” del 
artículo 21:

7	 Información entregada por don Rodrigo Cerda Norambuena, Director de Presupuestos, 
mediante el oficio N°2292, de fecha 20 de noviembre de 2019.



[18] Comentario sobre el Boletín N°11.179-13

“[P]odría traer consecuencias negativas para la jornada de trabajadores 
con contratos especiales, por ejemplo, el caso de los trabajadores 
transportistas, quienes cuentan actualmente con tiempos de espera 
que no son considerados como jornada laboral. De aprobarse esta 
eliminación, se produciría un problema interpretativo que podría incluso 
entender como aumentada la jornada laboral de los camioneros”. 

Por su parte, la diputada Natalia Castillo manifestó estar en contra del artículo 
transitorio (relativo a la entrada en vigencia), toda vez que éste no recogía, en su 
totalidad, las necesidades de los pequeños y medianos empresarios, buscando 
ingresar una indicación que contemplara la gradualidad diferenciada en favor 
de estas empresas.

En esta línea de argumentación, el especialista de la OIT, Andrés Marinakis 
indicó: 

Cabe recordar, continuó el expositor que en septiembre del 2001 se 
promulgó una reforma del Código del Trabajo que incluía una reducción 
de la jornada legal de 48 a 45 horas por semana (una reducción de 6.25 
%), determinando que la jornada diaria no podía exceder las 10 horas. La 
nueva jornada entró en vigencia recién en enero del 2005, con el objeto 
de dar 3 años para que las empresas pudieran adaptarse a la nueva 
situación.

Esta opinión encontró sustento en la exposición de doña Patricia Silva 
Meléndez, ex Directora del Trabajo, quien recordó que:

[E]n Chile, la jornada semanal de 48 horas estuvo vigente hasta el año 
2001 (Ley 19.759). Asimismo, indicó que la reducción a 45 horas se 
implementó a través de un periodo de vacancia de 5 años, generando 
que su vigencia recién se iniciara el 1 de enero de 2005. Hoy en día, 
un 83,3% de las empresas utilizan dicho límite como jornada ordinaria. 

Las críticas fueron encausadas en diversas indicaciones que buscaban 
enmendar los errores que -desde una y otra arena política- pretendían modificar 
el texto original del proyecto adaptándolo a las aprensiones otrora manifestadas. 
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3. Indicaciones al Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo 
con el objeto de reducir la jornada laboral

Adaptando el contenido del Proyecto original o derechamente cambiando éste, 
las indicaciones sugeridas por los diputados propusieron: el “establecimiento de 
bloques horarios de ingreso y salida” del trabajo (diputada Francesca Muñoz); 
la eliminación de las 45 horas semanales y la inclusión, en su defecto, de 160 
horas mensuales señalando en todo caso que el límite máximo semanal sería 
de 45 horas con posibilidades de negociación entre empleador y trabajador 
(diputadas Karin Luck y Erica Olivera y de los diputados José Miguel Castro, 
Gonzalo Fuenzalida, Leopoldo Pérez, Rey, Alejandro Santana y Urruticoechea); la 
exclusión del nuevo límite de la jornada para sistemas bisemanales y sistemas 
excepcionales de distribución de jornada de trabajo y descansos, autorizados por 
la Dirección del Trabajo (diputado Ascencio); la reducción a 40 horas sólo para 
empresas con más de 200 trabajadores (diputadas Francesca Muñoz y Olivera y 
de los diputados Eduardo Durán y Urruticoechea), entre otras medidas. 

Si bien algunas indicaciones fueron sostenidas como bandera por algunas 
coaliciones de diputados que se agruparon en torno a ellas defendiendo 
ideologías (o derechamente sus sesgos), otras buscaron establecer puntos de 
consenso en miras a la aprobación del Proyecto que rebajara las horas de la jornada 
semanal como principal anhelo, pero sin dejar de lado las particularidades de las 
empresas que pudieran verse afectadas.

Como indicación transversal8 de mayor adhesión, se estimó que la vigencia 
de la ley debía prorrogarse a 12 meses:

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las empresas cuyos 
ingresos anuales por ventas y servicios y otras actividades del giro no 
exceden las 75.000 unidades de fomento en el último año calendario a 
la fecha de vigencia de esta ley estarán facultadas para reducir la jornada 
ordinaria máxima semanal de forma gradual al inicio de doce meses 
desde la vigencia de la ley, comenzando en cuarenta y cuatro horas 
semanales, y posteriormente disminuyendo una hora por año, hasta 
cuarenta horas semanales al inicio del quinto año posterior a la vigencia 
de la presente ley. Las empresas podrán acreditar sus ingresos por los 
medios que la ley tributaria establece.

8	 Indicación de las diputadas Cariola, Cicardini, Carvajal, Hertz, Jiles, Orsini, Marzán, Parra, 
Rojas, Santibáñez, Sepúlveda y Vallejo y de los diputados Barrera, Boric, Bianchi, Crispi, 
Espinoza, Hirsch, Labra, Mirosevic, Monsalve, Naranjo, Daniel Nuñez, Ortiz, Saavedra, Juan 
Santana, Sabag, Saffirio, Silber, Schilling, Pedro Velásquez, Vidal y Walker.
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4. Segundo Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído 
en el Proyecto de Ley que modifica el Código del Trabajo con el objeto de 
reducir la jornada laboral

En esta etapa del trámite legislativo y luego de la anterior discusión, el texto 
mutó en tanto:

a)	 Se descartó eliminar el adverbio “efectivamente” del artículo 21.

b)	 Respecto al artículo 22, que dispone el límite máximo de la jornada, 
éste se vería complementado por un nuevo inciso final excluyendo de la 
reducción de la jornada semanal a las jornadas bisemanales, trabajadores 
cuya jornada se distribuye en sistemas excepcionales de distribución de 
jornada de trabajo y descansos, autorizados por la Dirección del Trabajo y 
trabajadores con contratos especiales que tengan señalada una duración 
o distribución de la jornada ordinaria diversa de lo dispuesto en el mismo 
artículo (conductores de locomoción colectiva, tripulantes de vuelo, por 
nombrar alguno de ellos).

c)	 En relación a la jornada parcial, ésta ya no se regularía en consideración a 
la jornada ordinaria del artículo 22 (dos tercios de ésta), sino expresándose 
que ella corresponde a una jornada de trabajo de hasta treinta horas 
(artículo 40 bis CT).

d)	 En lo referente a la gradualidad de la entrada en vigencia, la opción 
transversal fue finalmente replicada en el texto del artículo transitorio 
fijándose el límite de 75.000 UF (como ingreso por ventas y servicios y 
otras actividades de la empresa en el último año calendario a la fecha 
de vigencia de la ley) para que bajo éste les fuera permitido a aquellas 
empresas acogerse gradualmente a la reducción de la jornada.

5. Tenor del texto ingresado al Senado

Con fecha 7 de noviembre de 2019 la Cámara de Diputados aprobó el 
Proyecto de Ley que modifica el Código del Trabajo con el objeto de reducir la 
jornada laboral, correspondiente al Boletín N°11179-13, del siguiente tenor:

a)	 En el artículo 22: Se sustituiría en el inciso primero la palabra “cuarenta 
y cinco” por “cuarenta” y se incorporaría un inciso segundo indicando: 
“Esta circunstancia deberá ser calificada por la Inspección del Trabajo del 
territorio respectivo, de acuerdo a sus facultades establecidas en el decreto 
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con fuerza de ley N°2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión 
Social, que dispone la reestructuración y fija las funciones de la Dirección 
del Trabajo”.

b)	 En el artículo 28, se agregaría el siguiente inciso final: “Sin perjuicio 
de lo anterior, en las empresas en que existan sistemas de trabajo por 
turnos, de acuerdo a lo establecido en los numerales del artículo 38 
inciso primero; excepcionales de los incisos penúltimo y final del mismo 
artículo; bisemanales del artículo 39; especiales para el personal del 
transporte de los artículos 25, 25 bis, 26 y 26 bis o cualquier otro sistema 
especial de duración y distribución de la jornada de trabajo que contemple 
este Código, la jornada semanal del artículo 22 podrá, por acuerdo de 
las partes, promediarse en períodos bimensuales o trimestrales de 
distribución de días de trabajo y de descanso. Lo anterior también se 
aplicará para el personal contratado para prestar servicios por obras o 
faenas determinadas”.

c)	 En cuanto al artículo transitorio, se mantendría la barrera de las 75.000 
unidades de fomento en el año calendario en que se publique la ley para 
facultar a las empresas a reducir la jornada ordinaria máxima semanal 
de forma gradual. Sin embargo, esta disminución supondrá cumplir ipso 
facto una disminución de una hora junto con el inicio de la vigencia de 
la ley, para alcanzar en definitiva 40 horas semanales al inicio del quinto 
año: “Las empresas podrán acreditar sus ingresos por los medios que la 
ley tributaria establece”.

	 En esta misma disposición, se mantendría el enunciado inicial respecto 
a que: “La aplicación de esta ley bajo ninguna circunstancia podrá 
representar una disminución de las remuneraciones actuales de las 
trabajadoras y los trabajadores beneficiados”.

El 14 de enero de 2020 el Senado autorizó a la Comisión del Trabajo y 
Previsión Social para discutir en general y en particular el proyecto en su primer 
informe, sin que hasta la fecha exista algún movimiento al respecto.
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V. Omisión de la Discusión Parlamentaria

Diversos países prevén una semana de trabajo de 40 horas, sin perjuicio que 
otros establecen una semana de trabajo de 48 horas o más. Dentro de los países 
de la región, Brasil, Chile, Cuba, República Dominicana, El Salvador, Guatemala y 
Honduras, presentan límites entre 40 y 48 horas9.

Con este dato bien podría sostenerse que Chile se enmarca dentro de 
parámetros “aceptables” que no imponen una premura en la rebaja de la jornada 
cuando se observa al mismo tiempo que países como Kenya, Seychelles y Suiza 
presentan límites de la jornada que van sobre las 48 horas a la semana. No 
obstante Chipre y Francia fijan ésta en 40 o menos horas10.

Si bien la discusión parlamentaria consideró las consecuencias de la carga 
de trabajo excesivo como aliciente a la hora de impulsar una reforma, éste se 
relacionó con la fijación de jornada por sobre las 48 horas a la semana (criterio que 
Chile cumplía con creces y desde hace más de 100 años), omitiendo mencionar 
otros aspectos claves que la cultura laboral chilena lleva consigo. Así, por ejemplo, 
resultaría clave sostener un debate en el que la duración íntegra del trabajo 
tuviere límites acordes con los parámetros pretendidos por los parlamentarios 
que promovieron el proyecto considerando las 12 horas extraordinarias 
semanales11 que son permitidas en la actualidad y que para un número no 
menor de empresas o industrias llevan a que no en pocos casos los trabajadores 
se desempeñen -en la práctica- cerca de 57 horas a la semana. Atendido esta 
cultura extensiva de horas de trabajo: ¿no sería también un tema que debiere 
regularse y, con todo, fijar máximos sin distinción de la naturaleza del trabajo, o 
si éste es ordinario o extraordinario? Si no presentamos una discusión seria en 
torno no solo a la productividad, sino también a la búsqueda de un lugar donde 
las condiciones físicas o mentales de los trabajadores se ubicaren como uno de 
sus ejes, el alcance de este tipo de iniciativas debió haberlas contemplado.

La situación anterior es conocida por la OIT, que señala que en países como 
Corea del Sur, Turquía y Chile, cerca de la mitad de los empleados trabaja más de 
48 horas a la semana, mientras que en la Unión Europea es el 15% y en Estados 
Unidos el 19%. Estos tiempos, como puede ser inferido, son con independencia 
de la regulación legal “ordinaria” sobre la materia12.

9	 Para ello ver Conferencia Internacional del Trabajo, 2018: 19
10	 Ibid.
11	 Conforme al artículo 31 CT: “En las faenas que, por su naturaleza, no perjudiquen la salud del 

trabajador, podrán pactarse horas extraordinarias hasta un máximo de dos por día, las que se 
pagarán con el recargo señalado en el artículo siguiente”.

12	 Eurofound and International Labour Organization, 2019: 154



 Andrea Serrano España [23]

Bibliografía

Publicaciones 

Boletín de la Sofofa, N°1, Santiago, 1 de enero de 1903.
Conferencia Internacional del Trabajo, 107ª reunión (2018). Garantizar un tiempo 

de trabajo decente para el futuro, Primera Edición 2018.
Eurofound and International Labour Organization (2019). Working conditions in 

a global perspective, Luxembourg: Publications Office of the European 
Geneva: International Labour Organization.

Yáñez, Juan Carlos (2008). La intervención social en Chile, y el nacimiento de la 
sociedad salarial, 1907-1932. Santiago: Riel Editores.

Legislación

Ley N°19.759, “Modifica el Código del Trabajo en lo relativo a las nuevas 
modalidades de contratación, al derecho de sindicación, a los derechos 
fundamentales del trabajador y a otras materias que indica”, de 05 de 
octubre de 2001.

Código del Trabajo.

Proyecto de Ley

Boletín N°11.179 “Modifica el Código del Trabajo con el objeto de reducir la 
jornada laboral” de 08 de marzo de 2017.

Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el Proyecto de 
Ley que Modifica el Código del Trabajo con el objeto de reducir la jornada 
laboral, 03 de septiembre de 2019.

Indicaciones al Proyecto de Ley que Modifica el Código del Trabajo con el objeto 
de reducir la jornada laboral, Oficio N° 15.111, 24 de octubre de 2019.

Segundo Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, recaído en el 
Proyecto de Ley que Modifica el Código del Trabajo con el objeto de 
reducir la jornada laboral, 04 de noviembre de 2019.

Oficio Nº 15.137 dirigido al Senado relativo al Proyecto de Ley que Modifica 
el Código del Trabajo con el objeto de reducir la jornada laboral, 07 de 
noviembre de 2019.





 Diego Lizama Castro [25]

Comentario sobre la Ley N°21.218
que establece el Ingreso Mínimo Garantizado 

Diego Lizama Castro

Resumen: El presente ensayo pretende analizar la Ley N°21.218 que fue 
publicada con fecha 3 de abril de 2020. Dicha ley tiene por objeto crear 
el denominado ingreso mínimo garantizado que es, a grosso modo, un 
subsidio que se le entrega a determinados trabajadores para mejorar sus 
ingresos mensuales. El análisis en cuestión se pretende efectuar desde 
un doble prisma: jurídico y de política pública. Para ello, se seguirá el 
siguiente esquema de trabajo. En primer lugar, se analizará la regulación 
y el avance histórico del ingreso mínimo mensual en Chile. En segundo 
lugar, se enunciarán las principales consideraciones del ingreso mínimo 
garantizado reguladas en la ley. En tercer lugar, se indicarán los aspectos 
positivos y negativos de la regulación en comento. Por último y, en cuarto 
lugar, se señalarán las conclusiones del presente ensayo.
Palabras Clave: pobreza, desigualdad, ingreso mínimo mensual, 
ingreso mínimo garantizado, sueldo mínimo, Ley N°21.218, aporte 
máximo del crédito, earned income tax. 
Sumario:  I. Introducción. II. El Ingreso Mínimo Mensual: 1. Concepto. 2. 
Breve recuento histórico de la regulación del Ingreso Mínimo Mensual. III. 
El Ingreso Mínimo Garantizado: 1. Consideraciones generales de la Ley. 
2. Las consideraciones positivas y negativas de la Ley. IV. Conclusiones. 

I. Introducción

Producto de la crisis social en Chile y su manifestación más explosiva dentro 
de los últimos 30 años -a contar del 18 de octubre de 2019- después del alza 
del pasaje del Metro de Santiago, el gobierno de Sebastián Piñera se vio en la 
obligación de buscar fórmulas para paliar el descontento de la población. Después 
de un par de semanas, la alternativa propuesta por el Gobierno se tradujo en 
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una “Nueva Agenda Social” que se materializó en una serie de proyectos de ley 
que fueron presentados con fecha 7 de noviembre de 2019 y cuyo objeto era 
aumentar el ingreso de los trabajadores como, asimismo, las pensiones de los 
jubilados. 

En el marco de la referida agenda se encuentra el proyecto de ley sobre ingreso 
mínimo garantizado que generó un subsidio monetario a los trabajadores de 
menores ingresos del país. En lo particular, dicho proyecto de ley fue aprobado 
por el Congreso el 18 de marzo de 2020 y fue publicado como la Ley N°21.218 
el 3 de abril de 2020 (en adelante también como la “Ley”). 

Dicho ello, el presente ensayo tiene por objeto analizar dicha Ley –tanto a nivel 
jurídico como de política pública– con el fin de exponer sus aspectos positivos y 
negativos. Para tal efecto, se seguirá el siguiente esquema de trabajo. En primer 
lugar, se analizará la regulación y el avance histórico del ingreso mínimo mensual 
en Chile. En segundo lugar, se enunciarán las principales consideraciones del 
ingreso mínimo garantizado regulados en la Ley. En tercer lugar, se indicarán 
los aspectos positivos y negativos de la regulación en comento. Por último y, en 
cuarto lugar, se señalarán las conclusiones del presente ensayo. 

Con todo, antes de comenzar, es necesario prevenir que el presente artículo 
diferencia entre ingreso mínimo mensual e ingreso mínimo garantizado. El 
primero de ellos hace referencia al ingreso mínimo –legalmente establecido– 
que recibe el trabajador por los servicios personales prestados a un empleador 
bajo subordinación o dependencia mediando un contrato de trabajo. En este 
caso, el ingreso mínimo constituye legalmente una remuneración. El segundo, 
a diferencia del primero, hace referencia al ingreso que recibe el trabajador en 
virtud del contrato de trabajo (ingreso mínimo mensual) y del subsidio monetario 
que le efectúa el Estado conforme la Ley. 

II. El Ingreso Mínimo Mensual

1. Concepto

Inicialmente, la dogmática jurídica laboral entendió por ingreso mínimo 
mensual la “suma de dinero que se reajusta anualmente por ley y que debe 
pagarse a todos los trabajadores que cumplan una jornada ordinaria completa”1. 
Dicha definición descriptiva se explicaba por el hecho que –antes de la Ley 
N°20.281– el empleador cumplía con su obligación normativa cuando la 
remuneración del subordinado, considerando toda retribución en dinero que 
recibía el trabajador, era igual o superior al ingreso mínimo mensual dispuesto 

1	 Lizama, 2003: 134.
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por la ley. Por ello, el profesor Lizama señalaba que para efectos de calcular el 
monto del ingreso mínimo mensual: “procede considerar toda retribución en 
dinero que el trabajador perciba en razón de su contrato de trabajo, excluidos los 
beneficios que expresamente la misma norma señala y aquellos que se paguen 
por períodos superiores a un mes”2.

Dicha situación cambió con la Ley N°20.281 que modificó la letra a) del 
artículo 42 del Código del Trabajo y el inciso 3º del artículo 44 del mismo 
cuerpo legal, estableciendo una equiparidad entre el “sueldo base” y el “ingreso 
mínimo mensual”. En concreto, el artículo 42 letra a) del Código pasó a disponer 
lo siguiente: “a) sueldo, o sueldo base, que es el estipendio obligatorio y fijo, en 
dinero, pagado por períodos iguales, determinados en el contrato, que recibe el 
trabajador por la prestación de sus servicios en una jornada ordinaria de trabajo, 
sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 10. El sueldo, no 
podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual”. Y, por su parte, el artículo 44 
pasó a señalar: “[e]l monto mensual del sueldo no podrá ser inferior al ingreso 
mínimo mensual”. 

Por ello, el empleador, después de la modificación de la Ley N°20.281, 
solamente cumple con su obligación legal –pago del ingreso mínimo mensual– 
cuando el sueldo base del trabajador es igual o superior al ingreso mínimo, y no 
cuando las asignaciones dinerarias consideradas en su totalidad son iguales o 
mayores al monto del ingreso mínimo fijado por ley. De ahí, que la doctrina haya 
señalado: “Cabe destacar que antes de la vigencia de la ley Nº20.281, el ingreso 
mínimo mensual y la remuneración del trabajador eran equivalentes. En este 
sentido, el empleador cumplía con la exigencia del ingreso mínimo si pagaba a 
sus trabajadores remuneraciones que podían constituir sueldo en conjunto con 
otras que no tenían dicho carácter, en la medida que la suma de todas ellas fuese 
igual o superior al referido ingreso mínimo. Dicha situación cambió con la ley 
Nº20.281 que modificó los arts. 42.a, 44 y 45 del CT con el objeto de equiparar el 
sueldo base con el ingreso mínimo mensual”3.

Conforme a lo señalado, la definición más adecuada para definir el ingreso 
mínimo mensual es la propuesta por Lautaro Fariña: “el ingreso mínimo mensual 
es la determinación legal de la menor remuneración por tiempo (sueldo) 
que puede percibir, por regla general, un trabajador que cumple una jornada 
ordinaria completa de trabajo, o la proporción que corresponda en relación a 
su reducción, constituyéndose en la menor retribución aceptable para que una 
persona participe en el mundo laboral en calidad de dependiente”4. 

2	 Lizama, 2003: 135.
3	 Lizama y Lizama, 2019: 193.
4	 Fariña, 2009. p. 49.
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2. Breve recuento histórico de la fijación del ingreso mínimo mensual 
en Chile

Chile, a lo largo de su historia, ha establecido el ingreso mínimo mensual 
en una ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, que debe ser 
aprobada por el Congreso Nacional. En ese sentido, la fijación del salario mínimo 
en nuestro país se ha producido a partir de la discusión política que se genera 
en el Congreso Nacional entre el Ejecutivo y el Legislativo sin que intervenga 
un organismo técnico especializado que recomiende o establezca el monto del 
ingreso mínimo mensual.  A mayor abundamiento, en los últimos 50 años es 
posible advertir tres períodos distintos respecto de la fijación del ingreso mínimo 
mensual. 

En un primer período que va entre los años 1970 y 1973 existió una política 
fiscal de fijación de ingreso mínimo mensual de parte del Gobierno que no 
estaba relacionada con la evolución de productividad del país5. Así las cosas, el 
monto del ingreso mínimo era fijado en forma discrecional entre ambos poderes 
públicos. Así, por ejemplo, en 1973 el salario mínimo se incrementó en más de 
un 100% respecto del año anterior6, sin perjuicio de las condiciones materiales 
existentes en ese periodo, que llevaron al país a tener la inflación más alta del 
mundo en los años 1972 y 1973, con un 160% y un 508%, respectivamente7. 

El segundo período que se desarrolla entre los años 1974 y 1997 se 
caracteriza porque la política pública de fijación del monto del ingreso mínimo 
mensual tuvo una orientación distinta. En concreto, se intentó hacer funcional el 
ingreso mínimo con los objetivos de estabilidad macroeconómica y de creación 
de nuevos empleos haciendo símiles el salario real obtenido del trabajador con 
el ingreso mínimo establecido por el gobierno8. Así, lo señalan Fernando Coloma 
y Patricio Rojas:  “En esta nueva orientación [refiriéndose a la política de fijación 
de salarios mínimos después de 1973], la política de salarios mínimos tuvo, en 
general, un perfil más bajo, haciéndose funcional a los objetivos de estabilidad 
macroeconómica y a los de creación de empleos, es decir, implícitamente comenzó 
a imperar la idea de que los salarios mínimos desalineados de la evolución de la 
productividad de la mano de obra no calificada podrían crear serios problemas en 
el manejo macroeconómico y en las posibilidades de empleo en el sector formal 
de la economía”.

5	 Larraín y Vergara, 2001: 492 y siguientes.
6	 Larraín y Vergara, 2001: 492 y siguientes. 
7	 Morandé y Noton, 2004: 126.
8	 Larraín y Vergara, 2001: 492 y siguientes.
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Por último, entre los años 1997 y 2019 se configura un tercer período donde la 
política pública ha incrementado el ingreso mínimo por sobre el salario mínimo 
real, lo que ha repercutido, en concreto, en la empleabilidad en Chile9. Así lo 
hace ver Harald Beyer: “Es evidente que mientras hasta 1997 ambos indicadores 
evolucionaron a una tasa parecida, después de ese año […] las tasas de cambio 
fueron distintas”.

En la actualidad, el monto del ingreso mínimo mensual se encuentra fijado 
por la Ley N°21.112 que “reajusta el monto del ingreso mínimo mensual y 
maternal y el subsidio familiar” y que establece un procedimiento de cálculo 
aplicable a partir del 1 de marzo de 2020, que dispone que el ingreso mínimo 
mensual se reajustará según la proyección promedio del Producto Interno 
Bruto determinado por el Banco Central en su Informe de Política Monetaria10. 
Conforme a ello, mediante Decreto Nº301, de Hacienda, de 2020, se fijaron los 
nuevos valores del ingreso mínimo mensual que regirán a contar del 1º de marzo 
de 2020, y que son: (i) Ingreso Mínimo Mensual para trabajadores mayores de 
18 años y de hasta 65 años: $320.50011; (ii) Ingreso Mínimo Mensual para 
trabajadores menores de 18 años y mayores de 65 años: $239.085; y (iii) Ingreso 
Mínimo Mensual para fines no remuneracionales: $206.590.

9	 Beyer, 2008: 2 y siguientes.
10	 El proyecto establece las siguientes reglas: 
	 En caso de que el PIB tenga una proyección de crecimiento, para el año 2020, de hasta un 

4% anual, el ingreso mínimo mensual se reajustará en un 2,5% real sobre la base del ingreso 
mínimo mensual vigente al 29 de febrero de 2020; 

	 En caso de que el PIB tenga una proyección de crecimiento, para el año 2020, superior al 4% 
anual, el ingreso mínimo mensual se reajustará en un 2,5% real sobre la base del ingreso 
mínimo mensual vigente al 29 de febrero de 2020, aumentado en los mismos puntos 
porcentuales en que el crecimiento exceda dicho 4%. 

	 Si al 01 de marzo de 2020 -aplicándose al ingreso mínimo mensual los procedimientos 
previstos en la ley- el monto del ingreso mínimo mensual resultare menor que el que rigió en 
el periodo anterior, el ingreso mínimo mensual equivaldrá a este último monto. Por tanto, no 
habrá incremento alguno, pero tampoco disminución.

11	 El salario mínimo en Chile equivalente a dólares es de US$ 374. Comparativamente con otros 
países latinoamericanos, el salario mínimo en Chile es medio-alto. Véase el salario mínimo 
equivalente a $US de los siguientes países: Argentina: US$ 250; Brasil: US$ 249; Bolivia: 
US$ 307; Colombia: US$ 265; Ecuador: US$ 400; Paraguay: US$ 354; Perú: US$ 281; 
Uruguay US$ 429; y Venezuela US$ 3,71. 
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II. El Ingreso Mínimo Garantizado

Tal como se adelantó en la parte introductoria del presente ensayo, a partir del 
año 2019, se introdujo una innovación normativa respecto de cómo aumentar 
las entradas económicas de un trabajador dependiente sin la necesidad de 
aumentar el monto del ingreso mínimo mensual. En efecto, la Ley establece una 
nueva fórmula que se materializa en un subsidio estatal al patrimonio de las 
personas que prestan funciones en términos de subordinación o dependencia 
para un empleador y que recibe el nombre de “ingreso mínimo garantizado”. 
En tal sentido, el aumento de los ingresos del trabajador no se produce por una 
contraprestación dineraria pagada por la empresa, sino que, por un subsidio 
estatal directo al dependiente financiado por el Estado. El mensaje de la Ley 
así lo previene al señalar que: “El proyecto propone crear un subsidio mensual, 
de cargo fiscal, para los trabajadores y trabajadoras dependientes regidos por el 
Código del Trabajo, con contrato de trabajo vigente y afectos a una jornada de 
trabajo ordinaria de trabajo conforme al inciso primero del artículo 22 del Código 
del Trabajo y que sea superior a 30 horas semanales”12.

Teniendo ello en consideración, a continuación, se analizan los principales 
aspectos de la regulación en comento para, después, analizar las consideraciones 
positivas y negativas de la Ley desde una mirada de la política pública. 

1. Consideraciones generales de la Ley

1.1. Requisitos para ser beneficiario al subsidio estatal

La Ley establece que el subsidio en comento solamente lo pueden percibir 
los trabajadores que cumplan las siguientes condiciones copulativas: (i) percibir 
una remuneración bruta mensual inferior a $384.363; (ii) integrar un hogar 
perteneciente a los primeros nueve deciles, de acuerdo al instrumento de 
caracterización socioeconómica a que se refiere el artículo 5º de la ley Nº20.379; 
y (iii) ser un trabajador dependiente regido por el Código del Trabajo, con contrato 
vigente y afecto a una jornada ordinaria de trabajo13.
12	 Boletín N°13.041-13.
13	 El artículo 1º de la Ley dispone que: “Establécese un subsidio mensual, de cargo fiscal, para los 

trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo, con contrato de trabajo vigente y 
afectos a una jornada ordinaria de trabajo conforme al inciso primero del artículo 22 de dicho 
Código y que sea superior a 30 horas semanales.

	 Tendrán derecho al subsidio, aquellos trabajadores dependientes señalados en el inciso 
anterior que cumplan con los siguientes requisitos: a) Percibir una remuneración bruta 
mensual inferior a $370.000; y b) Integrar un hogar perteneciente a los primeros nueve 
deciles, de acuerdo al instrumento de caracterización socioeconómica a que se refiere el 
artículo 5º de la ley Nº 20.379”.
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Sobre el primer requisito es importante destacar que la remuneración que 
habilita a un trabajador para ser beneficiario del subsidio se calcula según 
su monto bruto y comprende todas las contraprestaciones en dinero y las 
adicionales en especie avaluables en dinero que perciba el trabajador y que 
tengan la naturaleza de remuneración. En ese sentido, para efectos de determinar 
si un empleado es beneficiario del subsidio, será necesario sumar todas sus 
remuneraciones, y comprobar si dichos haberes superan el monto fijado por la 
ley ascendente a la suma de $384.36314. De superar dicho monto, el trabajador 
no será beneficiario del subsidio. 

Respecto del segundo requisito, es necesario destacar que solamente los 
trabajadores que formen parte de los primeros nueve deciles de acuerdo al 
instrumento de caracterización económica, serán beneficiarios del subsidio estatal. 

Por último, el tercer requisito, dispone que solamente serán beneficiarios del 
subsidio aquellas personas naturales que presten servicios bajo subordinación y 
dependencia de conformidad al artículo 7º del Código del Trabajo y que tengan 
una jornada ordinaria (superior a 30 horas semanales e igual o inferior a 45 
horas semanales).

1.2. El monto del subsidio que establece la Ley

El monto del subsidio depende del supuesto en que se encuentre el 
trabajador diferenciándose entre: (i) aquellos trabajadores que tienen una 
jornada laboral de 45 horas semanales y su remuneración es igual o superior 
a $301.000 e inferior a $384.363; (ii) aquellos trabajadores que tienen una 
jornada laboral igual o superior a 30 horas semanales y menor a 45 horas 
semanales y su remuneración es superior a $301.000 e inferior a $384.363; (iii) 
aquellos trabajadores que tienen una jornada laboral de 45 horas semanales 
y su remuneración sea inferior a $301.000; y (iv) aquellos trabajadores que 
tienen una jornada laboral superior a 30 horas semanales y menor a 45 horas 
semanales y su remuneración es inferior a $301.000. A continuación, se analiza 
cada uno de los supuestos señalados precedentemente.

Es importante tener presente que la Ley fue dictada mientras el ingreso 
mínimo mensual, ascendía a $301.000 para trabajadores mayores de 18 
años y de hasta 65 años. Este monto se aumentó a contar de marzo de 2020 
a $320.500. Ello es relevante pues, tiene como consecuencia, que el subsidio 
monetario tenga una menor aplicación al estar inicialmente considerado para el 
caso que el salario mínimo fuere $301.000.

14	 El artículo 2º de la Ley dispone que se entenderá por remuneración bruta mensual aquella 
definida en el artículo 41 del Código del Trabajo: “[s]e entiende por remuneración las 
contraprestaciones en dinero y las adicionales en especie avaluables en dinero que debe 
percibir el trabajador del empleador por causa del contrato de trabajo”.
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1.2.1. Trabajadores con la jornada máxima laboral y una remuneración igual 
o superior a $301.000 e inferior a $384.363

En este caso, el monto del subsidio que entrega el Estado variará según 
la remuneración del trabajador. A mayor abundamiento, el monto de este 
beneficio se expresa en la fórmula 59.200 – 0,7101[RB – 301.0000] donde RB es 
la remuneración bruta mensual que percibe el trabajador15. Así, por ejemplo, si 
un trabajador percibe $301.000 brutos le corresponderán $59.200 de subsidio. 
Distinto será el caso si el trabajador percibe una remuneración bruta de $350.000 
por cuanto a este último le corresponderá $24.405 por concepto del aporte del 
Estado. Para mayor detalle respecto del monto del subsidio véase la tabla N° 1.

Tabla n° 1. Monto del aporte máximo del supuesto I
Remuneración 

Bruta 
Monto del 

aporte
Fórmula Remuneración 

Bruta con aporte
$301.00016 $59.200

59.200 – 0,7101[RB – 301.000]

$360.200
$310.000 $52.809 $362.809
$320.000 $45.708 $365.708

$320.50017 $45.353 $365.853
$330.000 $38.607 $368.607
$340.000 $31.506 $371.506
$350.000 $24.405 $374.405
$360.000 $17.304 $377.304
$370.000 $10.203 $380.203
$380.000 $3.102 $383.102

[Fuente: elaboración propia]16 17

1.2.2. Trabajadores con una jornada laboral superior a 30 horas semanales y 
menor a 45 horas semanales y una remuneración igual o superior a $301.000 e 
inferior a $384.363
15	 El artículo 2º de la Ley dispone que: “Para aquellos trabajadores dependientes señalados en 

el artículo 1°, cuya remuneración bruta mensual sea igual o superior a $301.000 e inferior a 
$370.000, y su jornada ordinaria de trabajo sea el máximo de horas a que se refiere el inciso 
primero del artículo 22 del Código del Trabajo, el monto mensual del subsidio será equivalente 
a la cantidad que resulte de restar al aporte máximo el valor afecto a subsidio. 

	 Para efectos de este artículo se entenderá por:
	 a.- Aporte máximo: $49.000.
	 b.- Valor afecto a subsidio: corresponde al 71,01% de la diferencia entre la remuneración bruta 

mensual y $301.000.
	 c.- Remuneración bruta mensual: aquella definida en el artículo 41 del Código del Trabajo”.
16	 Ingreso mínimo mensual vigente de 1 de marzo de 2019 a 1 de marzo de 2020.
17	 Ingreso mínimo mensual vigente de 1 de marzo de 2020 a 1 de marzo de 2021.
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El monto del aporte en el presente supuesto se calcula de la misma manera 
que en la 1.2.1, pero de forma proporcional y según lo determine un reglamento 
que deberá dictar el Ministerio de Desarrollo Social y Familia en conjunto con los 
Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social. 

1.2.3. Trabajadores con la jornada máxima laboral y una remuneración 
inferior a $301.000

En este caso el monto mensual del subsidio estatal asciende a la suma de 
19.67% de la remuneración bruta mensual del trabajador. 

1.2.4. Trabajadores con una jornada laboral superior a 30 horas semanales y 
menor a 45 horas semanales y una remuneración igual o superior a $301.000 e 
inferior a $384.363

En esta situación el monto del subsidio es calculado de la misma manera que 
en 1.2.3. pero de forma proporcional y según lo determine el reglamento a que 
se ha hecho referencia anteriormente. 

1.3. La administración del subsidio

En conformidad a la Ley, el subsidio será administrado por el Ministerio de 
Desarrollo Social y Familia. Para tales efectos, le corresponderá a la Subsecretaría 
de Servicios Sociales conceder, pagar y extinguir el subsidio respecto de los 
trabajadores que sean beneficiarios de la asignación en comento. Respecto de la 
verificación de las condiciones que hacen procedente el subsidio, la Subsecretaría 
de Evaluación Social deberá verificar el cumplimiento de tales requisitos y el 
monto de su pago. A su vez, la Subsecretaría de Servicios Sociales conocerá y 
resolverá los reclamos relacionados con las materias del subsidio que crea la 
presente ley, de conformidad a lo establecido en la ley N°19.880, y de acuerdo a 
las normas que al efecto imparta la Superintendencia de Seguridad Social.

1.4. Deberes de información

La Ley establece la obligación para el empleador de informar a todos sus 
trabajadores potencialmente beneficiarios del subsidio. En el caso de que 
el empleador, a sabiendas, no entregue dicha información con el objeto de 
perjudicar a algún trabajador, puede ser objeto de sanciones penales: multa de 
5 Unidades Tributarias Mensuales y presidio menor en su grado mínimo.
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1.5. Prohibición de fijar o disminuir la remuneración del trabajador en razón 
al otorgamiento del subsidio

La Ley establece la prohibición del empleador de disminuir injustificadamente 
la remuneración bruta mensual del trabajador que percibe el subsidio, 
sancionando dicha práctica. Así también, la regulación establece la prohibición 
de fijar el valor de la remuneración bruta mensual del trabajador en atención 
al monto del subsidio que este perciba. Para tales efectos, la mencionada 
remuneración debe determinarse de manera objetiva, sin poder fijarse su 
valor atendiendo a otras razones distintas que las capacidades, calificaciones, 
idoneidad, responsabilidad o productividad del trabajador.

En caso de que el empleador infrinja estas prohibiciones podrá ser sancionado 
con una multa a beneficio fiscal, por cada trabajador, ascendente a 1 a 10 
Unidades Tributarias Mensuales para las pequeñas empresas; 2 a 40 Unidades 
Tributarias Mensuales; y 3 a 60 Unidades Tributarias Mensuales, sin perjuicio de 
la facultad de la Inspección del Trabajo de clausurar el establecimiento o faena, 
cuando fuere procedente.

1.6. Sanciones ante percepción indebida del subsidio

Por último, la Ley establece sanciones penales para aquel que, con el objeto 
de percibir indebidamente el subsidio, ya sea para sí o para terceros, proporcione, 
declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o 
erróneos. En particular, la persona que realizare la conducta típica contemplada 
en la Ley se expone a una multa de 5 Unidades Tributarias Mensuales y presidio 
menor en su grado mínimo.

2. Las consideraciones positivas y negativas de la Ley

Habiendo visto los aspectos más relevantes de esta nueva figura, corresponde 
ahora analizarla desde la perspectiva de política pública.  

2.1. La Ley no encarece los costos de contratación laboral no afectando, en 
principio, la empleabilidad

Existen datos que sugieren que el mercado laboral chileno es un mercado 
frágil, en la medida, que la mayor parte del empleo del país lo aportan las micro, 
pequeñas y medianas empresas (62,8%)18 y el hecho de que existe una alta 
18	 En línea: https://www.df.cl/noticias/opinion/columnistas/pymes-las-grandes-

empleadoras/2018-07-20/191617.html
	 [Última fecha de consulta: 13 de enero de 2020].
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tasa de informalidad laboral en Chile (30%)19, esto es, trabajadores que prestan 
funciones sin contrato de trabajo existiendo una relación de subordinación 
y dependencia. Conforme a ello, hay que tener especial cuidado a la hora de 
establecer políticas regulatorias que tengan por objeto endurecer las leyes 
laborales (aumento del ingreso mínimo mensual, reducción de jornada de 
trabajo, prohibición de subcontratación, entre otros) pues pueden impactar 
negativamente en la tasa de empleo e informalidad laboral en Chile. 

Los datos que hemos considerado se reafirmarían en diversos estudios que 
sugieren que el aumento sostenido del salario mínimo en los últimos 5 años (en 
más de un 31%) ha repercudido negativamente en los niveles de empleo del 
país20-21. En concreto, existe un interesante estudio de Harald Beyer que sostiene 
lo siguiente: 

La realidad actual sugiere que no es razonable pensar que el camino 
para elevar los ingresos de los más pobres sea por la vía del salario 
mínimo. La evidencia aquí presentada, si bien no lo demuestra 
fehacientemente, sugiere que este instrumento se ha ido debilitando 
y opera principalmente afectando negativamente las oportunidades 
de empleo, sobre todo de los más jóvenes. El gobierno y el Congreso 
deberían tomar nota de esta situación en la próxima negociación de este 
salario y apurar la recomendación de crear un subsidio a los ingresos del 
trabajo que le hiciese recientemente el Consejo de Trabajo y Equidad. 
En la negociación inmediata las autoridades deben ser especialmente 
cuidadosas con el reajuste ofrecido, sobre todo por su impacto en las 
oportunidades de trabajo de los más pobres. Es conveniente evaluar, 
si no debe introducirse paulatinamente un salario diferenciado para 
aquellos que tienen entre 18 y 23 años tal como existe en la actualidad 
para los menores de 18 años22.

Ello es especialmente relevante si, además de lo ya señalado, consideramos 
lo dispuesto por diversos economistas, que han sostenido que la falta de empleo 
en el país es la causa central de la desigualdad chilena. Así, Andrés Velasco y 
Carlos Huneeus sostienen que: “la falta de trabajo es causa central de la gran 
desigualdad que aqueja a Chile. Hasta que las oportunidades de empleo no sean 
más abundantes, en especial para las chilenas y los chilenos más pobres, los 
esfuerzos por superar la desigualdad de un modo duradero serán casi siempre 

19	 En línea: https://www.elmostrador.cl/destacado/2019/02/27/informalidad-laboral-en-chile-
llega-al-40-y-la-mala-calidad-del-trabajo-se-transforma-en-epidemia-en-latinoamerica/

	 [Última fecha de consulta: 2 de febrero de 2020].
20	 Beyer, 2008: 2 y siguientes.
21	 Para un estudio acabado sobre las implicancias económicas que genera las regulaciones 

referentes a subidas del ingreso mínimo mensual ver Hutt, 2009.
22	 Beyer, 2008: 15.
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estériles. Sin más trabajo, con dificultad alcanzaremos mayores grados de justicia 
social”23.

Conforme a lo dicho, es posible observar un aspecto positivo de la Ley y es 
el hecho que las eventuales externalidades negativas de un aumento sostenido 
del sueldo mínimo no se producen con la idea del ingreso mínimo garantizado, 
en tanto no se produce un aumento del costo operacional para el empleador 
respecto de la contratación del trabajador ya que existe un subsidio directo 
entregado por el Estado a los trabajadores. En otras palabras, el subsidio del 
Estado, al no encarecer el mercado laboral, no afecta los costos operacionales y, en 
principio, no debería afectar el nivel de empleabilidad. Cuestión que justamente 
podría ocurrir con una subida del sueldo mínimo. De hecho, esto lo previene 
Sapelli al sostener lo siguiente: “Una adaptación del EITC [refiriéndose al earned 
income tax credit fijado como política en los Estados Unidos] permitiría, a su vez, 
implementar a través de un mecanismo alternativo el objetivo del salario mínimo. 
En otras palabras, a través de una política fiscal —y no de una laboral— se podría 
asegurar un mínimo de ingresos a la población. Esta política tiene la ventaja de 
no incurrir en los costos del salario mínimo como lo conocemos hoy, ya que el INI 
no tiene el efecto perverso de perjudicar la demanda por trabajadores. Aunque 
puede afectar la oferta, al menos deja en las manos de las personas la decisión de 
trabajar o no trabajar. El salario mínimo, por oposición, impide que aquéllos con 
menor capital humano trabajen, aun cuando quieran hacerlo”24.

2.2. El ingreso mínimo garantizado incentivaría a trabajar

En general, y siguiendo al profesor Sapelli, las políticas públicas de ingresos 
se pueden estimar en la fórmula B=G-tY. Donde G es el ingreso garantizado, t es 
la tasa de impuesto e Y el ingreso autónomo de la persona. A una persona con 
cero ingresos se le garantiza G, y a medida que va creciendo su ingreso autónomo 
se le va quitando de esta transferencia un porcentaje t de dicho ingreso. Respecto 
de dicha fórmula, hay que tener cuidado en que las políticas públicas deben tener 
en consideración que G y t no generen incentivos suficientes para no trabajar25. 
Así, de querer establecer, por ejemplo, una renta básica universal es necesario 
establecer un G que no sea muy alto, en relación al ingreso Y sujeto al impuesto t, 
pues de ser más alto implicaría que la persona prefiera no trabajar para conseguir 
la renta básica G que es más alta que el ingreso autónomo Y sujeto al impuesto t. 

En el caso chileno, si bien no tenemos una renta básica universal, sí tenemos 
programas sociales que se expresan en G. En ese sentido, lo problemático es 
que la expresión G, en aquellos casos en que el ingreso autónomo de la persona 

23	 Velasco y Huneeus, 2011: 17 y siguientes.
24	 Sapelli, 2014: 76.
25	 Sapelli, 2014: 77 y siguientes.
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expresado en Y sujeto al impuesto t es marginal, existe un incentivo perverso 
para no trabajar. A respecto, condiciones como éstas podrían llevar a incentivar, 
por ejemplo, que los beneficiarios de planes de ayuda estatal mintiesen al ser 
consultados para la preparación de la ficha de protección social para adquirir 
programas sociales expresados en G que pueden ser más altos que el ingreso 
autónomo que ostenta el trabajador.

Pues bien, este problema no se encuentra en la formula del ingreso mínimo 
garantizado, toda vez que, el G -expresado en el subsidio que hace el Estado-
es condicionado a que las personas presten funciones bajo subordinación o 
dependencia, lo cual no tiene el problema que genere incentivos perversos para 
que no trabajen. Así, la política propuesta por el Gobierno, bajo nuestro análisis, 
tiene menos problemas logísticos que los que se presentarían al generar 
beneficios sociales o políticas públicas de renta básica universal. 

2.3. Estados Unidos de Norteamérica y el earned income tax

En otros países de América han surgido políticas públicas similares al ingreso 
mínimo garantizado. Probablemente, el caso más parecido al que estudiamos 
se encuentra en el earned income tax credit o crédito tributario fiscal en 
Estados Unidos. El earned income tax funciona, al igual que el ingreso mínimo 
garantizado, como un subsidio al trabajo para aquellas personas que cumplen 
determinadas condiciones contempladas en la ley estadounidense. En concreto, 
es un subsidio al ingreso que se otorga a aquellos trabajadores con hijos y pocos 
ingresos monetarios26. Pues bien, nótese que ambas políticas públicas son muy 
similares en sus propósitos: ambas tienen por objeto subsidiar, mediante la 
recaudación fiscal por impuestos, al trabajador que trabaja y/o presta servicios 
a nivel empresarial. 

Diversos estudios han demostrado que la política pública del earned income 
tax ha cumplido sus objetivos, mejorando los ingresos de la gente más pobre, 
reduciendo la tasa de pobreza, disminuyendo las dependencias de las políticas 
de bienestar social, e incluso, generando un mayor nivel de empleabilidad en la 
medida que existen mayores incentivos para que la gente trabaje27.

2.4. El subsidio del ingreso mínimo garantizado es bastante bajo

Sin perjuicio que una política pública como la descrita implica un gran gasto 
estatal (según se detalla en el mensaje de la Ley éste implicaría un gasto de 
$116.168.000.000 para el 2020 y de $115.570.000.000 para el 202128), lo cierto 

26	 Eissa y Libeman, 1996.
27	 Eissa y Liebman, 1996. En ese mismo sentido, Meyer y Rosenbaum, 2001.
28	 Boletín N°13.041-13. 
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es que los efectos del subsidio, a nivel individual, son menores y no representa 
un cambio sustancial en el diario vivir de los trabajadores del país. En efecto, 
en términos meramente nominales el monto máximo del aporte que entrega 
el Estado alcanzaría a $59.200. De este modo, se debería ir avanzando en una 
política pública que incremente progresivamente el monto de dicho subsidio 
para mejorar las condiciones de ingreso de los trabajadores del país generando 
un cambio real en las condiciones materiales de la gente de menores ingresos.

2.5. El ingreso mínimo garantizado no se hace cargo de las bajas pensiones 
en Chile

Sin perjuicio de la eficiente gestión que hacen las Administradoras de 
Fondos de Pensiones respecto de los fondos de pensiones29, es un hecho que las 
jubilaciones son bajas existiendo una tasa de reemplazo menor en comparación 
con otros países y sus sistemas de pensiones30. Ello, ha convertido el tema de 
las pensiones en una problemática nacional que resulta necesario abordar a 
la brevedad posible. En tal sentido, el ingreso mínimo garantizado, si bien se 
erige -en opinión de este autor- como una política pública correcta, tiene la 
desventaja que no hace nada por solucionar el problema de las bajas pensiones 
que el sistema paga a los jubilados en Chile, e, incluso, lo podría agravar porque 
una parte de los ingresos del trabajador estaría constituida por un subsidio no 
afecto al pago de cotizaciones previsionales. De este modo, si bien el impulso 
de esta Ley podría ir en un sentido adecuado a la hora de agregar liquidez para 
las personas que perciben menores remuneraciones, la ausencia de una figura 
que permita también sostener a futuro ingresos por vía de mejoras de pensiones 
será necesario abordar, siendo necesario que este Gobierno (o el que le suceda) 
genere alguna reforma o modificación al actual sistema para mejorar los ingresos 
de los pensionados31. 

29	 Para ello ver Valente, 2011. 
30	 Chile cuenta con una tasa de reemplazo del 37.3%. El promedio de la tasa de reemplazo de la 

OCDE es de 58,6%.
31	 Sobre este tema, la Comisión Asesora Presidencial sobre el sistema de pensiones recomendó 

el año 2015 lo siguiente para mejorar las pensiones del sistema chileno: (i) fortalecer y 
ampliar el sistema de pensiones solidarias; (ii) fortalecer el pilar contributivo ampliando 
la cobertura y densidad de cotizaciones; (iii) aumentar el ahorro para el pilar contributivo; 
(iv) aumentar la edad legal de jubilación e incentivar el trabajo de las personas mayores; 
(v) reducir los riesgos de exposición de los afiliados; (vi) incentivar la competencia en la 
administración de las cuentas individuales; (vii) disminuir las brechas de género; (viii) ampliar 
e integrar políticas dirigidas al adulto mayor; (ix) adecuar la institucionalidad previsional; (x) 
reducir la incertidumbre sobre el monto de pensiones; y (xi) resguardar y uniformar derechos 
previsionales.
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2.6. La Ley establece que el subsidio regirá hasta el año 2023

Teniendo en consideración las múltiples ventajas de la actual normativa 
se debería haber contemplado que la Ley produjera sus efectos por el mayor 
tiempo posible. Sin embargo, la Ley establece que el subsidio durará solamente 
hasta el año 2023. Lo cual es una complicación pues se debería haber generado 
una política pública a largo plazo que responda a la lógica del ingreso mínimo 
garantizado. Ello, es bastante deficiente, pues la literatura económica imperante 
es bastante enfática en que las políticas públicas salariales deben ser pensadas a 
largo plazo, y no, meramente, por un corto espacio de tiempo.

III. Conclusiones

Según lo que ya se señaló en el presente artículo, para efectos de un adecuado 
entendimiento, es necesario distinguir, primeramente, entre el ingreso mínimo 
mensual y el ingreso mínimo garantizado. Por una parte, el ingreso mínimo 
mensual se encuentra consagrado en el artículo 44 del Código del Trabajo y 
corresponde a la determinación legal de la remuneración mínima exigible por 
un trabajador que cumple una jornada ordinaria completa de trabajo. Ello, a 
diferencia del ingreso mínimo garantizado (consagrado en la Ley N°21.228) 
que corresponde a un subsidio focalizado para quienes cumplan los requisitos 
estudiados.

Respecto de la Ley que establece el ingreso mínimo mensual garantizado, 
estimamos que importa una política pública correcta que permite mejorar, al 
menos marginalmente, el bienestar de los trabajadores de menores ingresos en 
Chile, pero sin dejar de lado la necesaria armonización con otros factores que 
podrían incidir negativamente en el mercado de trabajo. En primer lugar, no 
encarece los costos operacionales del empleo, por lo que, en principio, no debería 
afectar la tasa de desempleo. En segundo lugar, incentiva a que las personas se 
inserten en ese mercado, promoviendo el acceso a más puestos de trabajo. En 
tercer lugar, ha sido probada en otro país como una política adecuada como es 
el caso de los Estados Unidos de Norteamérica con el earned income tax que 
permitió mejorar los ingresos de la gente más pobre, reducir la tasa de pobreza, 
disminuir las dependencias de las políticas de bienestar social, e incluso, generar 
un mayor nivel de empleabilidad en la medida que existen mayores incentivos 
para que la gente preste funciones a nivel empresarial.  

Sin embargo, la Ley presenta algunos inconvenientes y que, entenderíamos, 
debieren ser resueltos a propósito de la batería de medidas que pudieren 
encaminarse mediante la reforma a las normas sobre pensiones: en primer lugar, 
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si bien representa un aumento marginal de los ingresos mensuales para quiénes 
perciben más bajas remuneraciones, no representa un monto que impacte 
decididamente en el nivel de vida de sus beneficiarios; y  en segundo lugar, quizás 
en lo que representa una observación de mayor relevancia, tal ingreso adicional 
no impacta las bajas pensiones en Chile al tratarse de un beneficio en dinero 
que no aporta a los fondos de pensiones. Finalmente, debemos representar, el 
escaso tiempo de vigencia de la regla representa también una deficiencia en el 
modelo, toda vez que, el sistema del ingreso mínimo garantizado tiene previsto 
durar sólo hasta el año 2023. 
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Análisis del Proyecto de Ley sobre el ámbito de 
aplicación del procedimiento de Tutela Laboral. 

Boletín N°12.322-13

Esteban Palma Lohse

Resumen: El procedimiento de tutela por vulneración de derechos 
fundamentales establecido en los artículos 485 y siguientes del Código 
del Trabajo, introducido junto la Reforma Laboral de la Ley N°20.087, 
busca proteger efectivamente determinados derechos fundamentales 
que pueden ser lesionados durante la vigencia y con ocasión del término 
de la relación laboral. Sin embargo, se ha planteado el debate respecto de 
su aplicación a los funcionarios de la Administración del Estado, puesto 
que su vínculo está regulado conforme a la Ley N°18.575, Orgánica 
Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el 
Estatuto Administrativo y otras leyes especiales. Este artículo tiene como 
objeto analizar el Proyecto de Ley incluido en el Boletín N°12.322-13, 
que busca resolver dicho debate.  
Palabras Clave: Tutela, Vulneración de derechos fundamentales, 
Funcionarios Públicos, Administración del Estado, Corte Suprema, 
Tribunal Constitucional, artículo 1°, artículo 485, Código del Trabajo. 
Sumario:  I. Introducción. II. Albores de la Controversia. III. Debate en la 
Excma. Corte Suprema. IV. La Decisión del Tribunal Constitucional. V. El 
Proyecto de Ley. VI. Conclusiones.

I. Introducción

El Derecho Laboral chileno, históricamente, ha distinguido entre los 
trabajadores del sector privado y los funcionarios públicos. Dicha distinción se 
puede encontrar tanto en la Constitución Política de la República1 como recogida 

1	 El inciso primero del artículo 38 de la Carta Fundamental dispone: “Una ley orgánica 
constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la 
carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, 
y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el 
perfeccionamiento de sus integrantes.”
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expresamente en Código del Trabajo2 y en las distintas leyes especiales que 
regulan la organización y funcionamiento de los órganos de la administración.

A pesar de lo anterior y como meollo del conflicto analizado en este artículo, 
el inciso tercero del artículo 1 del Código del Trabajo establece una cláusula de 
cierre y subsidiariedad normativa que históricamente ha sido motivo de debate 
respecto de sus alcances y aplicación. Dicho inciso señala:

Con todo, los trabajadores de las entidades señaladas en el inciso 
precedente se sujetarán a las normas de este Código en los aspectos o 
materias no regulados en sus respectivos estatutos, siempre que ellas no 
fueren contrarias a éstos últimos.

En este contexto se suscita la controversia interpretativa que deriva en 
la presentación del proyecto de ley en estudio, por cuanto existe un conflicto 
judicial institucionalizado en relación con la aplicación del procedimiento tutelar 
establecido en los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo, el que ha 
dividido a nuestra jurisprudencia y doctrina. Dicha cuestión deriva en incerteza 
para los ciudadanos y, en particular, para los funcionarios públicos, respecto de 
la protección y herramientas que nuestro ordenamiento jurídico les entrega al 
ser víctimas de un atropello a sus derechos fundamentales con ocasión de un 
vínculo -que posteriormente fuere calificado- de naturaleza laboral. 

Dado lo anterior, el presente artículo busca entregar una visión general de los 
inicios del conflicto, su desarrollo jurisprudencial y la presentación del proyecto 
de ley que se analiza, para terminar con algunas conclusiones respecto del 
proyecto mismo.

II. Albores de la controversia

Hasta antes de la entrada en vigor de la Reforma Laboral, las causas 
interpuestas por los funcionarios de la Administración del Estado ante los 
Tribunales del Trabajo eran escasas, existiendo un consenso generalizado en 
cuanto a que las situaciones que afectaban derechos de dichos funcionarios eran, 
en general, de estricto control y supervigilancia de la Controlaría General de la 
República, entidad que por ley está llamada a fiscalizar y validar el actuar de los 
2	 El inciso segundo del artículo 1º del Código del Trabajo establece: “Estas normas no se 

aplicarán, sin embargo, a los funcionarios de la Administración del Estado, centralizada y 
descentralizada, del Congreso Nacional y del Poder Judicial, ni a los trabajadores de las 
empresas o instituciones del Estado o de aquellas en que éste tenga aportes, participación o 
representación, siempre que dichos funcionarios o trabajadores se encuentren sometidos por 
ley a un estatuto especial.”
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órganos de la Administración. Dicha conclusión parecía relativamente obvia a la 
luz de lo dispuesto en el artículo 160 del Estatuto Administrativo, que dispone:

Los funcionarios tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General 
de la República, cuando se hubieren producido vicios de legalidad que 
afectaren los derechos que les confiere el presente Estatuto. Para este 
efecto, los funcionarios tendrán un plazo de diez días hábiles, contado 
desde que tuvieren conocimiento de la situación, resolución o actuación 
que dio lugar al vicio de que se reclama. Tratándose de beneficios o 
derechos relacionados con remuneraciones, asignaciones o viáticos el 
plazo para reclamar será de sesenta días. 

Igual derecho tendrán las personas que postulen a un concurso público 
para ingresar a un cargo en la Administración del Estado, debiendo 
ejercerlo dentro del plazo de diez días contado en la forma indicada en 
el inciso anterior. 

La Contraloría General de la República deberá resolver el reclamo, previo 
informe del jefe superior, Secretario Regional Ministerial o Director 
Regional de servicios nacionales desconcentrados, según el caso. El 
informe deberá ser emitido dentro de los diez días hábiles siguientes 
a la solicitud que le formule la Contraloría. Vencido este plazo, con o sin 
el informe, la Contraloría procederá a resolver el reclamo, para lo cual 
dispondrá de veinte días hábiles.

Todo lo anterior cambió desde el año 2006, comenzando un paulatino 
aumento de acciones judiciales iniciadas por funcionarios públicos 
-principalmente contratados bajo la figura “a honorarios”- que buscaban la 
aplicación de las normas contenidas en el Código del Trabajo. En lo particular, 
se iniciaron acciones de tutela por vulneración de derechos fundamentales bajo 
el argumento de que el Estatuto Administrativo o la ley especial en su caso no 
regulaba un procedimiento específico como aquél contenido en los artículos 
485 y siguientes del Código del Trabajo, no existiendo una herramienta efectiva 
para la protección de sus derechos fundamentales, lo que permitiría aplicar la 
excepción contenida en el inciso tercero del artículo 1 del mismo texto legal.

En un principio, los Tribunales de Justicia, en especial las Cortes de 
Apelaciones, estuvieron por mantener el criterio de que dicho procedimiento 
no era aplicable a los funcionarios públicos, principalmente bajo el supuesto 
que existía ya un órgano y procedimiento para fiscalizar las vulneraciones de 
derechos, a saber la Contraloría General de la República, y que dada la particular 
naturaleza de la relación laboral en la administración del estado y la inexistencia 
de una norma específica que otorgase competencia a los Tribunales del Trabajo, 
no podía aplicarse dicho procedimiento a éstos. Sin embargo, en el primer 
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semestre del año 2014, nuestra Excma. Corte Suprema cambió radicalmente 
dicha jurisprudencia, como se explicará en el capítulo siguiente.

III. Debate en la Corte Suprema

Transcurrido algún tiempo, nuestros Tribunales del Trabajo fueron acogiendo 
los argumentos expuestos por los apoderados de los funcionarios públicos que 
interponían estas acciones, lo que determinó que el conflicto fuese escalando, 
primeramente, ante las Cortes de Apelaciones y, posteriormente, ante la Excma. Corte 
Suprema. Nuestro Excmo. Tribunal, en un principio, mantuvo estoicamente la postura 
de que el procedimiento tutelar no era aplicable a los funcionarios públicos3, pero en 
abril de 2014 la Corte Suprema dio un giro interpretativo y resolvió:

8°) Que la Tutela Laboral es un procedimiento nuevo y especial, 
introducido por la ley 20.087, con el objeto específico de proteger 
los derechos fundamentales del trabajador (en estricto rigor no es un 
procedimiento especial, puesto que su tramitación se efectúa conforme 
al procedimiento de aplicación general). Se trata, en definitiva, de un 
mecanismo o conjunto de reglas que permite al trabajador reclamar el 
resguardo y la protección jurisdiccional de sus derechos fundamentales 
en el ámbito de la relación laboral, cuando aquellos se aprecien 
lesionados por el ejercicio de las facultades del empleador.

Dicha nueva modalidad, aparece como la culminación de un proceso 
tendiente a introducir reglas sustantivas, orientadas a explicitar y reforzar 
la vigencia de los derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones 
laborales, como las relativas a la prohibición de las discriminaciones 
(artículo 2° del Código del Trabajo) y las que consagraron la idea de 
ciudadanía laboral en la empresa (artículo 5°del mismo cuerpo legal), en 
cuanto se reconoce la función limitadora de los derechos fundamentales 
respecto de los poderes empresariales, en el seno de la relación de 
trabajo. En ese contexto y en busca de la vigencia efectiva en el ejercicio 
de los derechos fundamentales del trabajador, las normas de Tutela 
consagradas recientemente vienen a colmar ese vacío, al establecer una 
acción específica para salvaguardarlos, abriendo un espacio a lo que se 
ha denominado la “eficacia horizontal” de esa clase de derechos.
(…) 

3	 Para mayor detalle véase las sentencias dictadas por la E. Corte Suprema en los ingresos 
N°8680-2011, N°1972-2011 y N°9381-2012, entre otras.
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11°) Que, si bien el inciso segundo del artículo 1° del Código del Trabajo 
excluye de la aplicación de sus normas a las personas que indica, en la 
medida que se encuentren sometidas por ley a un estatuto especial, 
cuyo es el caso de los funcionarios de la Administración del Estado como 
el demandante, según se ha anotado precedentemente, lo cierto es 
que el inciso tercero de la referida norma prevé la posibilidad de que 
a “los trabajadores de las entidades señaladas en el inciso precedente”, 
les sean aplicables las normas del Código del Trabajo, si concurren los 
siguientes requisitos, copulativos, a saber, que se trate de materias o 
aspectos no regulados en sus respectivos estatutos y, en seguida, que 
ellas no fueren contrarias a éstos últimos.

12°) Que, en relación al primero de los requisitos antes señalados, es 
posible establecer que revisadas las disposiciones del citado Estatuto 
Administrativo no se advierte que contenga normas que regulen 
un procedimiento jurisdiccional especial para conocer y resolver 
denuncias de vulneración de derechos fundamentales que afecten 
a los funcionarios en el ámbito de la relación de trabajo. En efecto, el 
procedimiento especial de reclamo consagrado en el artículo 160 del 
Estatuto Administrativo, al que ha aludido la demandada, es un recurso 
de carácter administrativo que conoce la Contraloría General de la 
República, por vicios de legalidad que pudieren afectar los derechos 
conferidos a los funcionarios en dicho Estatuto. Lo anterior significa que 
el funcionario no tiene acceso a la jurisdicción, sino sólo a la revisión 
administrativa del órgano contralor, cuestión esencial que hace que 
ambos procedimientos no resulten homologables, sin perjuicio que, 
además, la materia objeto del reclamo administrativo se limita a los 
vicios o defectos de que pueda adolecer un acto administrativo, en 
circunstancias que el procedimiento de tutela laboral comprende 
cualquier acto ocurrido en la relación laboral que, como consecuencia 
del ejercicio de las facultades del empleador, implique una lesión en los 
derechos fundamentales del trabajador, en los capítulos que especifican 
los incisos 1° y 2° del artículo 485 del Código del Trabajo.

Por otra parte, la recurrente no ha precisado su afirmación en cuanto a 
que el “conocimiento jurisdiccional (de los hechos denunciados por el 
demandante) corresponde al juzgado civil pertinente”.

En consecuencia, las reflexiones precedentes conducen a sostener que 
se cumple el primer requisito previsto en la norma, cual es que exista 
un vacío legal en el estatuto especial, respecto de una materia o aspecto 
que sí se encuentra regulado en el Código del Trabajo, como es el 
procedimiento de Tutela Laboral a través del cual se busca proteger al 
trabajador, por la vía jurisdiccional, en el goce o disfrute de sus derechos 
fundamentales en el ámbito del trabajo.
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13°) Que, tocante al segundo requisito previsto en el inciso tercero del 
artículo 1° del Código del Trabajo, que exige que las normas que habrían 
de aplicarse en forma supletoria no sean contrarias a las disposiciones 
del estatuto especial, es menester señalar que tampoco se encuentra 
en el Estatuto Administrativo algún capítulo o norma que pugne con la 
protección de los derechos fundamentales de los funcionarios públicos 
y, es que no se advierte cómo normas protectoras de dichos derechos 
podrían ser incompatibles con lo dispuesto en el estatuto especial que 
rige a aquellos funcionarios, toda vez que es dable asumir que el Estado, 
en cuanto empleador, ha de cumplir con el deber de asegurar el pleno 
respeto de los derechos fundamentales de que también son titulares los 
funcionarios que trabajan en la Administración del Estado.
(…) 

En consecuencia, satisfechos los requisitos establecidos en el inciso 
tercero del artículo 1° del Código del Trabajo, no resulta existir 
inconveniente para la aplicación supletoria de las normas que se 
consagran en el párrafo 6° del Título I del Libro V del referido cuerpo legal, 
respecto de la tutela de derechos fundamentales, a los funcionarios que 
se encuentran sujetos al Estatuto Administrativo.

14°) Que, la conclusión anterior guarda armonía con lo dispuesto en el 
artículo 485 del Código del Trabajo, que establece que el procedimiento 
de Tutela Laboral “se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en 
la relación laboral por aplicación de las normas laborales, que afecten 
los derechos fundamentales de los trabajadores”. En efecto, el lenguaje 
utilizado en el inciso tercero del artículo 1° del cuerpo legal citado, 
no deja lugar a dudas en cuanto a que los funcionarios públicos son 
considerados también trabajadores, toda vez que luego de enunciarse, en 
el inciso segundo, los órganos a los cuales no se les aplicarán las normas 
del Código del Trabajo -entre los que se menciona a los funcionarios de 
la Administración del Estado, del Congreso Nacional, del Poder Judicial 
y de las empresas del Estado- se indica en el inciso tercero, “Con todo, 
los trabajadores de las entidades señaladas en el inciso precedente se 
sujetarán a las normas de este Código”, sin hacer distinción de ninguna 
especie en cuanto al tipo de entidad a que se refiere el inciso segundo.

Lo anterior está en concordancia, además, con la forma en que es 
concebida la excepción a la regla del inciso primero del artículo 1° 
del cuerpo legal citado. La regla del inciso primero es una de carácter 
general, por la que se sujeta las relaciones laborales entre empleadores 
y trabajadores a las normas del Código del Trabajo y la excepción 
contenida en el inciso segundo, se refiere a una situación particular, que 
excluye a determinados trabajadores de la norma general. Así, el inciso 
segundo establece que “estas normas no se aplicarán, sin embargo, a los 
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funcionarios de la Administración del Estado”, lo que quiere decir que, no 
obstante ser éstos trabajadores quedarán sometidos en sus relaciones 
con el Estado, a la ley especial que los regule. La expresión sin embargo, 
utilizada en este contexto, es ilustrativa y permite reforzar lo que se viene 
diciendo, ya que implica que aun cuando la hipótesis es la reseñada en 
el inciso primero -es una relación laboral entre empleador y trabajador- 
se establecerá respecto de ella una solución distinta. Entenderlo de otra 
manera, haría inútil la expresión en comento.
(…)

16°) Que, así las cosas, debe concluirse que el Juzgado de Letras del 
Trabajo es competente para conocer de la demanda de autos, toda 
vez que el artículo 420, letra a) del Código del Trabajo, lo habilita para 
conocer las “cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores, 
por aplicación de las normas laborales” y la acción de tutela laboral, 
ejercitada por un funcionario público que denuncia una conducta de 
su empleador que, a su juicio, afecta sus derechos fundamentales es, 
precisamente y a la luz de lo preceptuado en el artículo 485 del Código 
del Trabajo, una de aquellas “cuestiones suscitadas en la relación laboral 
por aplicación de las normas laborales”, que la referida judicatura está 
llamada a resolver, conforme a la interpretación de la normativa laboral 
que aquí se ha venido desarrollando.
(…)

17°) Que, lo antes reflexionado permite sostener que el fallo impugnado, 
al hacer una interpretación restrictiva de los artículos 1°, 420 y 485 del 
Código del Trabajo, en relación a las normas del Estatuto Administrativo 
examinadas, en virtud de la cual establece que a los funcionarios públicos 
no les resulta aplicable el procedimiento de tutela laboral contemplado 
en el Código del Trabajo y, en consecuencia, que los Juzgados Laborales 
son incompetentes para conocer de las acciones que ellos deduzcan para 
denunciar la vulneración de sus derechos fundamentales en el ámbito 
de trabajo, se aparta de la interpretación que esta Corte estima correcta 
y, en consecuencia, se debe proceder a unificar la jurisprudencia en el 
sentido anotado en los motivos anteriores4.

Como se puede observar, la Excma. Corte Suprema entrega un argumento de 
interpretación del texto legal -interpretación amplia de la excepción establecida 
en el inciso 3° del artículo 1° del Código del Trabajo, ante la falta de regulación 
respecto del procedimiento de tutela laboral- pero también un fundamento de 
índole político y de principios del Derecho del Trabajo, indicando que en materia 
4	 E. Corte Suprema. Causa rol N°10.972-2013, de 30 de abril de 2014. Considerandos 8°, 11°, 

12°, 13°, 14°, 16° y 17°.
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de derechos fundamentales no se puede hacer distinción en la protección que 
debe entregarse a los trabajadores, no importando la procedencia de los mismos, 
sean públicos o privados.

Este cambio radical en la jurisprudencia de nuestro Excmo. Tribunal 
determinó el aumento del conflicto y, consecuencialmente, del ingreso de causas 
en los Tribunales de Justicia.

IV. La Decisión del Tribunal Constitucional 

Sin embargo, el debate no acabó ahí, ya que la defensa de los órganos de 
la administración, al observar que el criterio establecido en abril de 2014 era 
confirmado por los Tribunales de Justicia, decidió trasladar la discusión a una 
nueva sede: el Tribunal Constitucional.

Uno de los primeros requerimientos de inaplicabilidad por 
inconstitucionalidad sobre el inciso tercero del artículo 1° del Código del 
Trabajo ingresados y que dio lugar a la resolución del Excmo. Tribunal fue aquél 
interpuesto por la Municipalidad de San Miguel, que fue resuelto con fecha 6 
de diciembre de 2018, acogiendo el requerimiento conforme a los siguientes 
argumentos:

VIGÉSIMO: Que, por contraste con la aplicación dada a la norma laboral 
objetada y consagrando el principio de juridicidad que rige el actuar de 
los órganos del Estado, el artículo 6° de la Carta Fundamental prescribe, 
en lo pertinente, que éstos deben someter su acción a la Constitución 
y a las normas dictadas conforme a ella (inciso primero). El artículo 70, 
por su parte, dispone que los órganos del Estado, incluidos ciertamente 
los tribunales del Poder Judicial, actúan válidamente solo cuando obran 
“dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley” (inciso 
primero).

“Ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias”, agrega el artículo 
70, tales órganos pueden atribuirse por sí y ante sí otros poderes que 
no les han sido expresamente conferidos por la Constitución o las 
leyes (inciso segundo). Queriendo impedir con ello que exorbiten 
sus atribuciones con vistas a capturar situaciones que les son ajenas, 
apelando a sobreentendidos y a pretexto encontrarse un caso fuera de 
la regla común;

VIGESIMOPRIMERO: Que el inciso tercero del artículo 1° cuestionado 
se presta para aplicar el Código del Trabajo de una manera reñida con 
el aludido principio de juridicidad, habida cuenta que da pábulo para 
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suponer una competencia que no les ha sido otorgada expresamente a 
los tribunales laborales.

Aun siendo efectiva la premisa, de que a los empleados del Estado regidos 
por el estatuto administrativo de rigor se les aplica supletoriamente 
el Código del Trabajo, incluso aceptando que esta regulación exógena 
no requiere ley expresa de remisión, en todo caso de allí no se extrae 
lógica y necesariamente la conclusión de que les incumba su tutela a los 
tribunales laborales.

Por manera que la aplicación expansiva del Código del Trabajo, hecha al 
amparo de ese indeterminado inciso tercero del artículo 1°, hasta llegar 
a comprender a funcionarios públicos regidos por su respectivo estatuto, 
a los efectos de hacerlos sujetos activos del procedimiento de tutela 
laboral, desvirtúa el régimen constitucional y legal que les es propio, 
amén de abrir la intervención de los juzgados de letras del trabajo 
respecto de una materia en que no han recibido expresa competencia 
legal5.

Como se puede observar, el Tribunal Constitucional -en voto dividido- determinó 
la inconstitucionalidad de aplicar en el caso en concreto la excepción establecida en 
el inciso 3° del artículo 1° del Código del Trabajo, en relación con el procedimiento 
establecido en los artículos 485 y siguientes del mismo texto legal, en atención a 
que se vulneraría el principio de juridicidad ya que no existe ley que le entregue 
competencia directa al Tribunal del Trabajo para conocer de la materia.

V. El Proyecto de Ley

En este estado de cosas y como respuesta a la resolución dictada por el Tribunal 
Constitucional, un grupo de senadores, liderados por las Sras. Goic, Muñoz y 
Rincón, y Sres. Latorre y Letelier, presentaron una moción de proyecto de Ley que 
busca resolver la disputa en favor del criterio interpretativo que da competencia 
a los Tribunales del Trabajo para conocer de los procedimientos iniciados por 
funcionarios públicos que buscan tutelas sus derechos fundamentales conforme 
a lo dispuesto en los artículo 485 y siguientes del Código del Trabajo. Dicho 
proyecto de ley propone el siguiente artículo:

5	 E. Tribunal Constitucional. Causa rol N°3853-2017, de 6 de diciembre de 2017. Considerandos 
20º y 21º.
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Articulo único. Declárase interpretado el inciso primero del artículo 485° 
del Código del Trabajo en el siguiente sentido:

“Las normas de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo, 
contenidos en el Párrafo 6° del Libro V de dicho cuerpo normativo, son 
aplicables a todos los trabajadores, incluidos aquellos a los que hace 
referencia el inciso segundo del artículo 1° del Código del Trabajo en 
virtud de lo dispuesto por los incisos primero y tercero de este artículo6.

Dicha moción parlamentaria, en primer trámite constitucional, tuvo una 
rápida tramitación en el Senado, emitiéndose un informe con fecha 12 de 
marzo de 2019, el cual remitió a la Cámara de Diputados el proyecto de ley en el 
siguiente tenor:

Artículo 1º.- Declárase interpretado el inciso primero del artículo 485 del 
Código del Trabajo en el siguiente sentido:

Las normas de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo, 
contenidas en el Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del Libro V de dicho 
cuerpo normativo, son aplicables a todos los trabajadores, incluidos 
aquellos a los que hace referencia el inciso segundo del artículo 1° del 
Código del Trabajo, en virtud de lo dispuesto en los incisos primero y 
tercero de ese mismo artículo.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del 
Trabajo:

1) Sustitúyese, en el inciso quinto del artículo 486, la frase “Si actuando 
dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades 
fiscalizadoras”, por la siguiente: “Si actuando dentro del ámbito de 
sus atribuciones, señaladas en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del 
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1967, y de acuerdo a sus 
facultades fiscalizadoras e interpretativas a las que se refiere el artículo 
505 de este Código”.

2) Agrégase, en el artículo 489, el siguiente inciso final:

“Tratándose de los funcionarios o trabajadores a los que se refiere el inciso 
segundo del artículo 1º de este Código, en caso de acogerse la denuncia, 
no procederá el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto 
del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, en cuyo caso el juez 
ordenará el pago de una indemnización, la que no podrá ser inferior a seis 
meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.

6	  Mensaje de Boletín N°12.322-13.
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El segundo trámite constitucional, desarrollado en la Cámara de Diputados, 
no tuvo la misma suerte que lo ocurrido en el Senado. Tras una extensa discusión 
en la Cámara, en que se recibieron informes de distintas instituciones, incluida 
la Excma. Corte Suprema7 y la Dirección de Presupuestos del Gobierno8, 
éste concluyó con la aprobación del proyecto de ley, pero con enmiendas que 
determinan que éste pase a un tercer trámite constitucional ante el Senado. Las 
enmiendas, detalladas en el oficio remisor de fecha 3 de marzo de 2020, son las 
siguientes:

Artículo 1
Ha agregado al final del artículo, a continuación del punto y aparte, 
que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “También serán 
aplicables a los trabajadores que se desempeñen en los órganos 
señalados en los Capítulos VII, VIII, IX, X y XIII de la Constitución Política 
de la República y a aquellos que sus propias leyes declaren como 
autónomos.”.

Artículo 2
Numeral 2
Ha incorporado en el inciso final nuevo del artículo 489, después del 
punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 
“Asimismo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por 
haber infringido lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2 de este 
Código, y además ello sea calificado como grave, el trabajador podrá 
optar entre la indemnización que corresponda o bien su reincorporación 
al cargo”.

A la fecha, el tercer trámite constitucional no ha tenido movimientos 
relevantes para la revisión de las enmiendas propuestas por la Cámara de 
Diputados, dejando paralizada la tramitación del proyecto.

7	 En su informe, la Corte Suprema expone que existen incongruencias interpretativas en el 
proyecto de ley emitido por el Senado, destacando que no se resuelven tres temas principales: 
(i) El rol de las asociaciones en el procedimiento de tutela; (ii) La función específica de la 
Inspección del Trabajo; y, (iii) La aplicación de la sanción anexa de eliminación del listado de 
contratantes de la Administración del Estado, contenida en el artículo 4° de la Ley 19.886. 

8	 En Ordinario N°509, de fecha 12 de marzo de 2019, la Dirección de Presupuestos señala que 
este proyecto de Ley es de exclusiva iniciativa del Presidente de la República, tanto por la 
faceta relación con beneficios económicos para los funcionarios público como por modificar 
las labores que debe realizar la Inspección del Trabajo.
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VI. Conclusiones

Dado lo relevante del debate, no sólo desde el punto de vista ideológico y 
doctrinario, sino que también desde el punto de vista financiero, por la carga 
económica que conlleva el procedimiento tutelar, es absolutamente necesario 
que se resuelva a nivel legal y constitucional esta controversia, no siendo este 
proyecto de ley la respuesta a dicha problemática.

Hay que recordar que la decisión legislativa en torno a distinguir entre los 
funcionarios de la Administración y el resto de los trabajadores tiene una razón 
de ser, tanto desde el punto de vista de bien común perseguido por el Estado, 
como también desde el punto vista histórico y de estructura de funcionamiento 
del aparato estatal. En este sentido, las características del emprendimiento 
privado son diversas y en muchos casos diametralmente opuestas a aquellas de 
la Administración, partiendo por el supuesto base de cada una. Por un lado, el 
negocio privado tiene como objeto, en la mayoría de los casos, la obtención de 
utilidades por parte de una persona natural o jurídica, mientras que el actuar 
del Estado tiene como objeto la obtención del bien común, es decir, una faceta 
altruista con la que se debe mirar toda su actividad.

De otro lado, debemos recordar que el Estado es operado por actores 
políticos, cuestión que determina estructuras y procedimientos internos diversos 
a la natural operativa del sector privado.

En este contexto, cualquier iniciativa que busque, legítimamente por cierto, 
regular la protección de los derechos fundamentales laborales de los funcionarios 
públicos, lo debe hacer observando la estructura misma del Estado, tomando 
en consideración su regulación base (Estatuto Administrativo), procedimientos 
ya existentes (tales como sumarios administrativos, y órganos fiscalizadores 
vigentes, como la Contraloría General de la República), ya que introducir pura 
y simplemente un procedimiento tutelar pensado para las características y 
condiciones de una relación de derecho privado se encontrará con problemas 
tanto teóricos como pragmáticos al ser aplicado al aparato estatal.

En definitiva, el presente proyecto de ley, a pesar de ser un buen paso en 
la línea correcta, no es la respuesta definitiva al problema suscitado, ya que no 
toma en consideración las particulares características de la carrera funcionaria, 
la estructura jerárquica de la Administración del Estado, su regulación general y 
específica, y los órganos ya existentes de fiscalización, lo que deviene en que se 
transforma en una suerte de ley en blanco, dejando a los Tribunales de Justicia 
el rol de subsidiar los vacíos de la misma, cuestión que, atendida la volatilidad 
actual de nuestra jurisprudencia, debe acotarse a su mínima expresión.
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Análisis de la sentencia recaída en la Causa 
Rol 6879-19 del Tribunal Constitucional, sobre 

Abandono de Procedimiento y Nulidad del Despido 
en Cobranza Laboral y Previsional

Camila Gallardo Urrutia

Resumen: Por aplicación del principio de impulso procesal de oficio, 
la parte final del inciso primero del artículo 429 del Código del Trabajo 
prohíbe el abandono del procedimiento en los juicios laborales. Sin 
embargo, el Tribunal Constitucional acogió el requerimiento en estudio, 
y resolvió la inaplicabilidad por inconstitucionalidad de la norma 
indicada, además de los incisos del artículo 162 del mismo cuerpo legal 
que regulan la nulidad del despido, en un caso de cobranza laboral y 
previsional, reactivado por el ejecutante más de ocho años después de 
haberse pagado lo ordenado en la sentencia declarativa y decretarse el 
archivo de los antecedentes.
Palabras Clave: Abandono del procedimiento, nulidad del despido, 
principio de impulso procesal de oficio u oficialidad, cobranza laboral 
y previsional.
Sumario:  I. Introducción. II. De la nulidad del despido. III. Principio 
de impulso procesal de oficio y abandono del procedimiento en el 
procedimiento laboral. IV. Antecedentes de la causa. V. Del requerimiento 
de inaplicabilidad por inconstitucionalidad. VI. Fundamentos del fallo. 
VII. Voto disidente. VIII. Otros fallos relacionados. IX. Reflexión final.

I. Introducción

El artículo 162 del Código del Trabajo, que establece la sanción de la nulidad 
del despido, introducida por la Ley N°19.631 de 28 de septiembre de 1999, y 
también conocida como “Ley Bustos”, ha sido objeto de discusión constitucional 
desde distintas perspectivas.
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En el caso en estudio, se solicitó la declaración de inaplicabilidad 
por inconstitucionalidad de sus incisos quinto, sexto y séptimo, que son 
precisamente los que regulan la nulidad del despido, en relación al abandono 
del procedimiento, sanción procesal que, en términos genéricos, no procede en 
el procedimiento laboral, de acuerdo a lo dispuesto en la parte final del inciso 
primero del artículo 429 del Código del Trabajo.

El objeto del presente artículo es analizar la sentencia recaída en la causa rol 
N° 6879-19, para concluir que, en este caso particular, las normas impugnadas 
efectivamente vulneraron los derechos fundamentales de seguridad jurídica, 
acceso a un procedimiento racional y justo, derecho de propiedad e igualdad 
ante la ley, principalmente, por el tiempo transcurrido entre el archivo de la causa 
y su reactivación, y porque el crédito fue oportunamente saldado por la parte 
ejecutada, omitiéndose únicamente un trámite accesorio como fue el envío de la 
carta de convalidación del despido. 

Para tales efectos, nos detendremos en los conceptos clave asociados a la 
misma, como son la nulidad del despido y el abandono del procedimiento en 
materia laboral, así como también en el voto disidente –que estaba por rechazar 
el requerimiento–, y en otras sentencias del Tribunal Constitucional que se 
refieren también a los preceptos impugnados.

II. De la nulidad del despido

El artículo 162 del Código del Trabajo, en sus incisos quinto, sexto y séptimo, 
establece la nulidad del despido en los siguientes términos:

Para proceder al despido de un trabajador por alguna de las causales 
a que se refieren los incisos precedentes o el artículo anterior, el 
empleador le deberá informar por escrito el estado de pago de las 
cotizaciones previsionales devengadas hasta el último día del mes 
anterior al del despido, adjuntando los comprobantes que lo justifiquen. 
Si el empleador no hubiere efectuado el integro de dichas cotizaciones 
previsionales al momento del despido, éste no producirá el efecto de 
poner término al contrato de trabajo. 

Con todo, el empleador podrá convalidar el despido mediante el pago 
de las imposiciones morosas del trabajador, lo que comunicará a éste 
mediante carta certificada acompañada de la documentación emitida 
por las instituciones previsionales correspondientes, en que conste la 
recepción de dicho pago. 
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Sin perjuicio de lo anterior, el empleador deberá pagar al trabajador las 
remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato de 
trabajo durante el período comprendido entre la fecha del despido y la 
fecha de envío o entrega de la referida comunicación al trabajador. No 
será exigible esta obligación del empleador cuando el monto adeudado 
por concepto de imposiciones morosas no exceda de la cantidad menor 
entre el 10% del total de la deuda previsional o 2 unidades tributarias 
mensuales, y siempre que dicho monto sea pagado por el empleador 
dentro del plazo de 15 días hábiles contado desde la notificación de la 
respectiva demanda.

De este modo, la figura en estudio exige que, para poner término al contrato 
de un trabajador por las causales de vencimiento del plazo convenido, conclusión 
del trabajo o servicio, caso fortuito o fuerza mayor, una o más de las causales 
de caducidad del artículo 160, o por desahucio o necesidades de la empresa, 
establecimiento o servicio, el empleador deberá informar por escrito el estado 
de pago de las cotizaciones previsionales hasta el último día del mes anterior al 
despido. A su vez, estipula que de no estar pagadas tales cotizaciones, el despido 
no producirá el efecto de poner término al contrato de trabajo.

Luego, se establece que el empleador podrá convalidar el despido enviando 
una carta certificada adjuntando los comprobantes de pago de las cotizaciones 
que adeudaba, pero que deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás 
prestaciones consignadas en el contrato entre la fecha del despido y la fecha de 
la convalidación de éste.

Sobre el particular, la doctrina ha señalado que la nulidad del despido 
produce la suspensión relativa del contrato de trabajo, dejando vigente la 
obligación de remunerar al trabajador hasta que el empleador pague las 
cotizaciones previsionales adeudadas, más sus recargos a título de reajuste, 
intereses y eventualmente multas1. 

A su vez, la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia ha 
precisado que la naturaleza jurídica de la nulidad del despido no es la de una 
nulidad propiamente tal, sino de una sanción, cuyo origen es el no pago de las 
cotizaciones previsionales del trabajador2.

Como se adelantó, la nulidad del despido ha sido objeto de discusiones 
constitucionales desde distintas perspectivas. Así, por ejemplo, se han rechazado 
requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 162 del 
Código del Trabajo, algunos de los cuales analizaremos más adelante. Por otro 
lado, y en una materia relacionada, el Tribunal Constitucional rechazó también 

1	 Lizama y Lizama, 2019: 159.
2	 Para ello ver I. Corte de Apelaciones de Valparaíso. Causa rol Nº178-2015, de 12 de junio de 

2015.
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requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 12 de 
la Ley 17.3223, que establece el apremio de arresto para el empleador que 
no entera las cotizaciones previsionales más intereses y reajustes, luego de 
requerido de pago o habiéndose dictado sentencia que rechace su oposición a 
la ejecución.

III. Principio de impulso procesal de oficio y abandono 
del procedimiento en el procedimiento

El artículo 429 del Código del Trabajo consagra el principio de impulso 
procesal de oficio u oficialidad en el procedimiento laboral, en los siguientes 
términos:

El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará 
de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando 
no las hayan ofrecido las partes y rechazará mediante resolución 
fundada aquellas que considere inconducentes. De esta resolución se 
podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia. Adoptará, 
asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso 
o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el 
abandono del procedimiento.

El tribunal corregirá de oficio los errores que observe en la tramitación 
del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del 
procedimiento. La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio 
hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama y si no fuese 
susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el 
artículo 427, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad. 

No podrá solicitar la declaración de nulidad la parte que ha originado el 
vicio o concurrido a su materialización” (El subrayado es nuestro).

Sobre el principio de oficialidad en sede laboral, se ha señalado que:

Tratándose de un juicio en base a audiencias, se le ha atribuido al juez 
un papel director del mismo, en que corresponde a éste y no a las partes 
el decurso del proceso atendiendo además a su finalidad y evitar las 
actuaciones dilatorias de una o de ambas partes o aquellas por las que se 
persiga el retardo en la administración de justicia, entendiéndose como 

3	 E. Tribunal Constitucional. Causas rol Nº3249-16, Nº4465-18, Nº3865-17, Nº3539-17, 
Nº3540-17, y Nº3541-17.
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una medida de protección en sede jurisdiccional no sólo de los bienes 
jurídicos  que son objeto de tutela en consideración a la naturaleza de las 
controversias laborales, sino, además, como requerimiento del debido 
proceso en cuanto pronta justicia”4.

Es en este contexto, y considerando que el juez laboral tiene la facultad de 
adoptar las medidas tendientes a evitar la paralización del juicio o su prolongación 
indebida, se prohíbe decretar el abandono del procedimiento.

En cuanto al abandono del procedimiento, está regulado en los artículos 152 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil, definiéndolo la norma indicada 
en los siguientes términos: “El procedimiento se entiende abandonado cuando 
todas las partes que figuran en el juicio han cesado en su prosecución durante seis 
meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión 
útil para dar curso progresivo a los autos”.

La doctrina, a su vez, lo ha definido como la sanción procesal a la inactividad 
de las partes, en virtud del cual se extingue el derecho de continuar con la 
prosecución del procedimiento ya incoado y a hacer valer sus efectos. Además, se 
ha señalado que es una institución que tiene como presupuesto la inactividad de 
las partes, atendido que corresponde a ellas sostener el impulso procesal en el 
proceso, al regir en los procedimientos civiles el principio de pasividad5.

Luego, imperando, en cambio, el principio de oficialidad en los 
procedimientos laborales, el abandono del procedimiento pierde su sustento 
inmediato, resultando así justificada su prohibición en el artículo 429 del Código 
del Trabajo antes transcrito.

Sin embargo, existen casos específicos, como el que nos convoca, en que, 
por sus características particulares, la aplicación de esta norma produce efectos 
contrarios a la Constitución Política de la República (en adelante también 
“Constitución” o la “CPR”) como se desarrollará a continuación.

IV. Antecedentes de la causa

El presente requerimiento se presentó respecto de la causa RIT C-26-2009 
del Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta, sección cobranza laboral y 
previsional, ejecución de la sentencia dictada en autos RIT M-53-2009 tramitados 
ante el mismo tribunal.

4	  Academia Judicial, 2008: 44.
5	  Maturana, 2013: 192.
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En esta última, don Marcelo Fernández Pereira demandó a su ex empleador, 
Ingeniería Conte y Compañía Limitada, y solidariamente a Lipigas S.A., en su 
calidad de empresa mandante en régimen de subcontratación, por despido 
verbal, nulidad del despido y cobro de prestaciones.

Con fecha 15 de julio de 2009 el Tribunal dictó sentencia, en la que acogió 
la demanda, condenando a la demandada principal y solidariamente a Lipigas 
S.A. al pago de la indemnización sustitutiva del aviso previo, remuneraciones 
adeudadas, feriado proporcional y, además, a las remuneraciones y demás 
prestaciones pactadas en el contrato desde la separación del trabajador y hasta 
que se acreditara el pago efectivo de las cotizaciones adeudadas a la fecha del 
despido.

Atendido que las demandadas no cumplieron con la sentencia antes referida, 
la causa fue enviada a sede de cumplimiento, en donde se liquidó el crédito y se 
requirió a los ejecutados. Con fecha 11 de noviembre de 2009 la demandada 
solidaria Lipigas S.A. depositó en la cuenta corriente del tribunal la suma de 
$2.857.304, correspondiente a la liquidación del crédito, ordenando el tribunal 
que se girara cheque a nombre del demandante y luego el archivo de la causa, 
el 23 de febrero de 2010.

Con fecha 10 de diciembre de 2018, vale decir, más de ocho años después del 
archivo de los autos, el demandante revocó el patrocinio y poder anterior, confirió 
uno nuevo y solicitó la reliquidación del crédito, por no haberse convalidado el 
despido. El Tribunal accedió y liquidó el crédito, el que ascendió a $88.512.365.

Frente a ello, el abogado de Lipigas S.A. solicitó el abandono del procedimiento, 
incidente rechazado de plano por el Tribunal, de lo que se recurrió de reposición 
y apelación en subsidio, negándose lugar a ambos recursos. Luego, opuso 
excepción de pago, la que también fue desestimada.

Fue en este contexto que Lipigas S.A. presentó el requerimiento de 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad en estudio.

V. Del requerimiento de inaplicabilidad por 
inconstitucionalidad

Con fecha 24 de junio de 2019 Lipigas S.A. presentó un requerimiento de 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los incisos quinto, sexto y séptimo 
del artículo 162, y de la frase final del inciso primero del artículo 429 del Código 
del Trabajo, respecto de la causa singularizada en el capítulo precedente.

Fundó su presentación en que las normas impugnadas vulnerarían, en el 
caso concreto, las siguientes garantías constitucionales de su representada:
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a)	 La seguridad jurídica, garantizada en el Nº 26 del artículo 19 de la Constitución 
Política de la República, pues causarían que se devenguen obligaciones 
para su parte sin justificación, de manera continua, indefinida, creciente e 
ilimitada, y sin que se desarrolle trabajo o actividad laboral alguna, por el 
mero transcurso del tiempo;

b)	 La igualdad ante la ley, consagrada en el Nº2 del artículo 19 de la CPR, ya 
que se mantiene vigente, a través de una ficción, una relación laboral (o un 
conjunto de obligaciones de naturaleza laboral) en circunstancias que no se 
ha prestado servicio alguno. En lo particular, el artículo 429 del Código del 
Trabajo permite que la tramitación de un procedimiento esté completamente 
paralizada por un lapso muy relevante de tiempo sin consecuencia alguna, y 
que se admita su reanudación en cualquier momento, privando de aplicación 
a una institución establecida con alcance general, como es el abandono del 
procedimiento;

c)	 El debido proceso, consagrado en el inciso sexto del Nº 3 del artículo 19 de 
la Constitución, en particular, lo referido al juzgamiento dentro de un plazo 
razonable y sin dilaciones, permitiendo que los procedimientos se dilaten 
indefinidamente, sin que la parte diligente cuente con herramienta procesal 
alguna para impedirlo;

d)	 El principio de proporcionalidad de las sanciones, comprendido en las 
garantías de no discriminación arbitraria (consagrada en el Nº 2 del artículo 
19 de la CPR) y de debido proceso (prevista en el Nº 3 del artículo 19 de 
la CPR), debido a que la imposición de una sanción arbitraria constituye un 
tratamiento –en términos del propio TC– también arbitrario respecto de quien 
debe soportarla. Ello por cuanto la segunda oración del inciso quinto del 
artículo 162 impone una sanción que supone una operación virtualmente 
automática que restringe las atribuciones de los Tribunales de Justicia en lo 
que dice relación con el ámbito sancionatorio;

e)	 El derecho de propiedad privada, consagrado en el Nº 24 del artículo 19 
de la Constitución, ya que las normas impugnadas permiten disponer 
arbitrariamente del patrimonio, al obligarlo a soportar una sanción 
pecuniaria que no guarda relación alguna con la conducta que se le asocia. 
Dicha sanción se supone asociada al no pago oportuno de cotizaciones 
previsionales por periodos de tiempo en los que no ha existido trabajo por 
parte del demandante, por lo que resulta imposible que haya devengado 
remuneración, cotización o beneficio laboral alguno, lo que supone un 
compromiso patrimonial que afecta el derecho de propiedad en su esencia.
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VI. Fundamentos del Fallo

A continuación, efectuaremos un análisis de los fundamentos más relevantes 
del fallo.

En el acápite relativo a las normas legales impugnadas, se refirió 
primeramente a la expresión “no será aplicable el abandono del procedimiento” 
del inciso primero del artículo 429 del Código del Trabajo, exponiendo que en 
el procedimiento de cobranza laboral y previsional tiene lugar tanto el principio 
dispositivo como el inquisitivo. El dispositivo, por cuanto el proceso laboral se 
inicia por demanda de parte, y el inquisitivo, por la consagración del principio 
de impulso procesal de oficio, en armonía con el propósito de que los juicios 
ejecutivos laborales fueran concentrados, eficaces, de inmediatez y con pleno 
valor del principio de inmediación.

La frase impugnada fue incorporada por la Ley Nº 20.087, que sustituyó el 
procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, en cuyo 
proyecto de ley el mensaje explícitamente alude a la figura del abandono del 
procedimiento, a partir del diagnóstico realizado de que la judicatura laboral 
adolecía de un sinnúmero de defectos que conllevaban un abandono de las 
partes a la instancia jurisdiccional.

Sin perjuicio de ello, la aplicación de la norma jurídica en la parte que se 
objeta presentaría inconvenientes a los objetivos que tuvo el legislador para 
impedir la alegación incidental de que trata el requerimiento.

Luego, al abordar la alegación de los incisos quinto, sexto y séptimo del 
artículo 162 del Código del Trabajo, el Tribunal se remitió a otros fallos en que se 
rechazó el requerimiento de inconstitucionalidad de los mismos, pero precisando 
que en el caso en estudio los elementos fácticos son distintos.

En un capítulo siguiente, el Tribunal se refirió a las cotizaciones previsionales, 
señalando que son dineros de propiedad del trabajador, tutelados por el artículo 
19 Nº 24 de la Constitución Política de la República vinculándolas al derecho a 
la seguridad social asegurado en el Nº 18 del mismo cuerpo legal, que garantiza 
a todos los habitantes el goce de prestaciones básicas uniformes, permitiendo 
incluso que la ley establezca cotizaciones obligatorias.

A su vez, se reconoció la naturaleza alimentaria del pago de cotizaciones, lo 
que se vincula al apremio de arresto sobre el empleador que no las entera en 
tiempo y forma, estipulado en el artículo 12 de la Ley 17.322 sobre cobranza 
judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.

Luego de determinada la naturaleza jurídica de las cotizaciones previsionales, 
se distinguió –por el Tribunal Constitucional– dos situaciones: la primera es que 
al término del contrato las cotizaciones no hayan sido pagadas, y la segunda, es 
que estas se hayan solucionado, caso en el cual se debe comunicar dicho pago 
mediante carta certificada acompañando los respectivos comprobantes de pago.
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El conflicto de constitucionalidad planteado en el presente caso dice relación 
con si la convalidación se entiende perfeccionada por el solo pago íntegro de las 
cotizaciones previsionales o si, además, exige la comunicación de dicho pago por 
carta certificada dirigida al domicilio del ex trabajador, precisando que en este 
caso sí se pagaron las cotizaciones, pero no se envió la carta.

Sobre el particular, el Tribunal estableció que la convalidación del 
despido se perfecciona con el solo pago de las cotizaciones sin necesidad de 
resolución judicial ni de emisión de la carta certificada informando al efecto, 
cuya omisión sólo implica una infracción a una norma laboral sancionable 
administrativamente. Cabe señalar que esta conclusión ha sido compartida por 
los Tribunales Superiores de Justicia, que han resuelto que la convalidación del 
despido se perfecciona con el pago de las cotizaciones y no con el envío de la 
comunicación respectiva6.

Acto seguido, y refiriéndose al caso concreto respecto del cual se requirió la 
inaplicabilidad, se señaló que los hechos en que incide permiten evaluar con 
mayor rigor el eventual efecto contrario a la Constitución de las normas jurídicas 
impugnadas, concluyendo que estas sí resultaban contrarias a la CPR:

1. La seguridad jurídica

El juez en el caso concreto no puede ejercer la facultad del impulso procesal, 
omisión que ocasiona que el ejecutado se exponga a sufrir consecuencias 
perjudiciales en sus derechos fundamentales.

La seguridad jurídica consiste en que toda persona, actuando bajo el 
principio de confianza, espera que su conducta, llevada a efecto conforme a 
derecho, tenga las consecuencias esperadas establecidas previamente en el 
ordenamiento legal. Así, tratándose de una deuda por prestaciones laborales y 
previsionales, se entiende que, una vez solucionada, se produzca la extinción de 
ella y el desasimiento del tribunal que ejecuta la obligación pendiente.

Por el contrario, en el caso en estudio, el requirente pagó la deuda establecida 
por sentencia laboral ejecutoriada, el tribunal ordenó el archivo de la causa y, más 
de ocho años después, se reactivó el caso, lo que contraviene sustancialmente 
la seguridad jurídica, provocándole una incerteza, pues al no declararse la 
convalidación se entiende que la obligación no se ha extinguido. 

6	 Para mayor detalle ver E. Corte Suprema. Causa rol N°4136-2004, de 27 de octubre de 2005, 
e I. Corte de Apelaciones de Santiago. Causa rol N°5237-2008, de 8 de abril de 2009.
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2. Procedimiento racional y justo

La garantía de un racional y justo procedimiento se cumple si el proceso 
contempla todos los elementos que hagan idónea la solución de un conflicto 
jurídico, conforme a los estándares mínimos requeridos por el debido proceso, 
uno de los cuales es la igualdad procesal.

Así, aunque el legislador tuvo motivos atendibles para prohibir el abandono 
del procedimiento en los juicios de cobranza laboral y previsional, ello, al menos 
en la gestión judicial pendiente, produce efectos contrarios a la Constitución.

En este punto, el Tribunal efectuó una interesante reflexión que alcanza a 
todo el procedimiento de cobranza laboral y previsional, específicamente en el 
considerando vigésimo tercero:

La situación del ejecutado en el proceso de cobranza laboral y 
previsional, puede ser en algunos casos perjudicial y verse afectado 
por un procedimiento ausente de lógica y así verter a una arbitrariedad 
que el texto constitucional no admite. Tal estado ocurre si en el juicio de 
cobranza respectivo, sin considerar el tiempo transcurrido de la última 
liquidación del crédito, se efectúa por el tribunal otra liquidación, se 
paga por el deudor, y nuevamente se procede a realizar nuevamente 
otra y así en forma interminable, pagándose por el ejecutado sumas de 
dinero que nunca adeudó por inexistencia de contraprestaciones. De 
este modo se configura un juicio irracional e injusto […]7.

Luego, enfatizó que, habiendo transcurrido en el caso en estudio más de 
ocho años de paralización del proceso, se hace palmaria la carencia de un debido 
proceso, dando lugar a un procedimiento de cobranza laboral y previsional 
carente de racionalidad y rayano en la injusticia, como consecuencia de la 
aplicación de los preceptos impugnados, lo que contraviene la Constitución 
Política de la República.

3. Derecho de propiedad

En primer término, se destacó el rol de la propiedad privada en el 
constitucionalismo, afirmando que la libertad no es posible sin ella, y que 
la Constitución Política de la República en su numeral 24 del artículo 19 lo 
robustece, al ampliar su protección y comprender a todos los bienes, cualquiera 
sea su naturaleza.

7	 E. Tribunal Constitucional. Causa rol N°6879-2019, de 19 de noviembre de 2019. 
Considerando 23º.
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Considerando que su afectación debe analizarse caso a caso, en el presente 
se produjo una cesación de su prosecución por un largo periodo de tiempo, que 
conlleva a una situación de incertidumbre jurídica, y por ende de afectación 
patrimonial a la parte recurrente que pugna con el derecho de propiedad.

4. Igualdad ante la ley

En cuanto a la igualdad ante la ley, el Tribunal no se pronunció por estimarlo 
innecesario.

En razón de lo anterior, se concluyó que las normas jurídicas impugnadas 
resultan contrarias a la Constitución en el caso concreto, debiendo declararse 
su inaplicabilidad en el mismo, realizando un resumen de lo razonado en el 
considerando trigésimo segundo:

El efecto inconstitucional ocurre en el caso específico, atendido a que 
el artículo 162 del Código del Trabajo al disponer la comunicación al 
trabajador mediante carta certificada del pago de las imposiciones 
morosas, diligencia incidental, posibilita que el juez que lleva adelante 
la ejecución no advierta que solucionadas las obligaciones previsionales 
se deberá tener por convalidado el despido, aunque se haya omitido la 
notificación del referido pago. Esta situación se agrava al disponer el 
artículo 429 del mismo cuerpo legal la prohibición de promover, en el 
juicio ejecutivo laboral, el incidente de abandono del procedimiento, 
con lo cual la parte ejecutante solicita liquidaciones del crédito 
improcedentes, atendido el tiempo transcurrido desde la cesación de 
servicios del trabajador y efectuado el pago de las cotizaciones adeudadas. 
Situación que hace que el juez de cobranza laboral y previsional deba 
tener especial cuidado, ante una solicitud de esta naturaleza, verificar si 
el despido se ha convalidado, de ser así, constitucionalmente procede el 
rechazo de la liquidación del crédito solicitada8

VII. Del voto disidente

Los ministros Gonzalo García Pino, Domingo Hernández Emparanza y Nelson 
Pozo Silva estuvieron por rechazar el requerimiento.

En primer lugar, remiten a la sentencia rol N° 3722-2017, de 16 de 
abril de 2019, que negó lugar a un requerimiento de inaplicabilidad por 

8	 E. Tribunal Constitucional. Causa rol N°6879-2019, de 19 de noviembre de 2019. 
Considerando 32º.
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inconstitucionalidad del inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo, 
desarrollando la protección del trabajador como fin constitucionalmente legítimo 
y su vulnerabilidad frente al despido, la sanción de la nulidad del despido de la 
Ley 19.631, y la interpretación de la Ley 20.194 y la especificación de un límite 
protector para la parte contratante débil.

En cuanto a este último punto, se preguntan si hay aquí un auténtico dilema 
constitucional, destacando que el legislador de la Ley N° 19.631 y la Ley N° 20.194, 
con cuatro legislaturas diversas, ha seguido sosteniendo la misma ratio legis: 
buscar un método para que los empleadores paguen las cotizaciones adeudadas 
a sus trabajadores. Incluso, no tuvo dificultades en superar una tesis restrictiva de 
estos derechos laborales sostenida por la Excma. Corte Suprema en 2007, que 
asociaba el tope de la indemnización al plazo de prescripción de la acción. Luego, 
en este caso sólo habría diferencias de interpretación legal y no constitucional.

A partir de las ideas enunciadas, esbozan, a continuación, los siguientes 
criterios interpretativos: (i) Las cotizaciones sociales mitigan variadas 
contingencias de seguridad social; (ii) Enterar cotizaciones es una obligación 
del empleador; (iii) El pago de cotizaciones tiene naturaleza alimentaria; (iv) 
Derecho de seguridad social y dignidad humana y aseguramiento de garantías 
de su cobro; (v) La sanción del artículo 162 del Código del Trabajo no es 
desproporcionada y configura un apremio legítimo; y (vi) El principio de impulso 
procesal de oficio es un principio formativo del nuevo procedimiento laboral.

Finalmente, se refieren a la aplicación al caso que nos ocupa, sosteniendo 
que, en primer término, existen razones formales para desestimar el presente 
requerimiento, siendo la más relevante que la eventual declaración de 
inaplicabilidad de los preceptos impugnados no tendría efectos en el caso 
concreto. Al efecto, se alude a la Resolución Rol 5525-18, de 30 de octubre 
de 2018, en que esta misma Magistratura declaró la inadmisibilidad de un 
requerimiento de esta naturaleza.

Sobre el particular, debemos señalar que la resolución señalada se dictó en un 
requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los incisos quinto a 
octavo del artículo 162 del Código del Trabajo, declarándolo inadmisible porque, 
tratándose de la ejecución de una sentencia que acogió la acción de nulidad del 
despido, la norma impugnada ya había agotado su ámbito de aplicación y sólo 
restaba el cumplimiento de la sentencia declarativa. 

Considerando que en dicho caso no se requirió la inaplicabilidad de la 
frase final del inciso primero del artículo 429 del Código del Trabajo, relativa 
al abandono del procedimiento, se precisa que ésta no resultaría decisiva en 
el presente caso, toda vez que no existiría gestión pendiente útil en que dicho 
precepto hubiera de tener aplicación.

Ahora bien, debemos destacar que el requerimiento rol N° 5525-18 presenta, 
además, otra diferencia sustantiva respecto del caso en estudio: se trata de un 
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caso en que el empleador requirente no había pagado la suma a la que fue 
condenado. 

En segundo término, efectúa un resumen de sus fundamentos, para concluir, 
en tercer lugar, respecto de la frase final del inciso primero del artículo 429 del 
Código del Trabajo, que si se declarara inaplicable no habría una disposición 
expresa sobre la institución del abandono del procedimiento en sede laboral, 
por lo que se debería acudir a las normas supletorias, esto es, al Código del 
Procedimiento Civil, las que en este punto resultan contrarias a los principios del 
procedimiento laboral.

VIII. Otros fallos relacionados

Como se señaló, el artículo 162 del Código del Trabajo, en sus incisos que 
regulan la nulidad del despido, ha sido objeto de discusión constitucional 
previamente.

Además de la sentencia rol N° 3722-17, de 16 de abril de 2019, ya mencionada 
en el capítulo anterior, las sentencias rol N° 5747-18, de 3 de diciembre de 2019, 
rol N° 6989-19, de 10 de diciembre del mismo año, y rol N° 7694-2019, de 31 
de marzo de 2020, también rechazaron requerimientos de inaplicabilidad por 
inconstitucionalidad de los incisos finales del artículo 162 del Código del Trabajo.

En ninguna de ellas se solicitó también la inaplicabilidad de la frase final del 
inciso primero del artículo 429 del Código del Trabajo, relativo al abandono del 
procedimiento.

En resumen, todas ellas apuntan a, primero, que proteger las cotizaciones 
sociales de los trabajadores incide en su seguridad social, frente a contingencias 
que los dejan en una situación de externa vulnerabilidad. Segundo, que las 
cotizaciones no constituyen un crédito del empleador, sino que son propiedad 
de los trabajadores, siendo una obligación del empleador enterarlas en las 
instituciones correspondientes, auxiliada incluso por un apremio de arresto. 
Tercero, la naturaleza alimentaria de dichas cotizaciones, que justifica imponer 
garantías que fuercen el cumplimiento de la obligación de enterarlas. Y cuarto, 
que la sanción del artículo 162 del Código del Trabajo resulta proporcional y 
configura un apremio legítimo.

Por otro lado, las sentencias rol N° 5822-19, de 29 de octubre de 2019, y 
rol N° 6469-19, de 19 de noviembre de 2019, acogieron requerimientos de 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las mismas normas del caso en 
estudio, vale decir, de los incisos del artículo 162 del Código del Trabajo que 
regulan la nulidad del despido y del artículo 429 del mismo cuerpo legal en 
cuanto prohíbe el abandono del procedimiento. Ambos decían relación con 
supuestos fácticos similares al del caso en estudio, en especial, que la ejecutada 
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y requirente pagó lo consignado en las respectivas liquidaciones de crédito, y 
que fueron reactivadas después de un largo periodo de tiempo.

IX. Reflexión Final

La naturaleza del procedimiento laboral introducido por la Ley N° 20.087 
y, en particular, el principio de impulso procesal de oficio que lo rige parece 
justificar que exista una prohibición genérica del abandono del procedimiento. 

Sin embargo, resulta evidente que dicha prohibición se traducía en una 
situación abusiva en el caso en estudio, resultando indiscutible que si bien la 
nulidad del despido persigue fines no solo legítimos, sino que muy loables en 
el contexto de la vulnerabilidad del trabajador en la relación laboral, ello no 
justifica que se permita reactivar un procedimiento más de ocho años después 
de haberse pagado el crédito y ordenado su archivo por la sola omisión de un 
trámite accesorio, como es la comunicación de la convalidación del despido.

Lo anterior, más la consiguiente reliquidación del crédito por una cuantiosa 
suma de dinero, sin duda que constituyó una vulneración a los derechos 
fundamentales de la parte ejecutada.

Así las cosas, compartimos el razonamiento del Tribunal Constitucional, que 
acogió el requerimiento, haciendo el matiz respecto de otras causas promovidas 
ante esta judicatura en las que únicamente habían solicitado la inaplicabilidad 
por inconstitucionalidad de los incisos del artículo 162 del Código del Trabajo 
que sancionan la nulidad del despido y sin aludir al abandono del procedimiento, 
como fue objeto de este requerimiento y que, conforme lo tratado detalladamente 
en este artículo permite razonar con precisión sobre los alcances de la norma y 
sus efectos a la luz de las garantías en conflicto.
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Análisis de la sentencia recaída en la causa RIT 
I-311-2018 del 1ºJuzgado de Letras del Trabajo de 

Santiago

José Zúñiga Soto

Resumen: Conforme a la Constitución Política de la República de 
Chile (art.19 Nº16), las limitaciones a la negociación colectiva deben 
estar establecidas expresamente en la legislación y así ocurre en los 
artículos 304 y siguientes del Código del Trabajo. En el caso analizado, la 
discusión se centra en torno a la aplicación del artículo 304 inciso tercero 
del Código del Trabajo, el que dispone que no podrá́ existir negociación 
colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos 
presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan 
sido financiados en más de un 50% por el Estado, directamente, o a 
través de derechos o impuestos. 
Palabras Clave: Negociación colectiva, limitaciones a la negociación 
colectiva reglada, derecho fundamental, negociación colectiva reglada, 
Dirección del Trabajo, Juzgado de Letras del Trabajo. 
Sumario:  I. Introducción. II. El derecho a la Negociación Colectiva y 
sus límites. III. Alcances del artículo 304 del Código del Trabajo. Ámbito 
objetivo de la Negociación Colectiva. IV. Antecedentes de la Causa. V. 
Causa RIT I-311-2018 del 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. 
VI. Conclusiones.

I. Introducción

Actualmente, las controversias judiciales de mayor interés doctrinario en 
materia del Derecho del Trabajo versan sobre las limitaciones a los derechos 
fundamentales de naturaleza laboral impuestas por la legislación vigente 
cuando se ven enfrentados a otros derechos de mismo rango constitucional1. 

1	 En Chile se ha recurrido a Robert Alexy para entregar una solución respecto de las colisiones 
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Una de estas limitaciones se encuentra regulada en el artículo 304 inciso tercero 
del Código del Trabajo respecto del derecho constitucional a la negociación 
colectiva, excluyendo de su ámbito de aplicación a las empresas o instituciones 
públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años 
calendario, hayan sido financiados en más del 50% por el Estado, directamente o 
a través de derechos o impuestos. 

En concreto, el presente trabajo tiene por objeto analizar los elementos que 
deben reunir las empresas o instituciones, públicas o privadas, para quedar 
excluidas de las normas que regulan la negociación colectiva reglada a la luz de 
lo resuelto en la causa RIT I-311-2018 del Primer Juzgado de Letras del Trabajo 
de Santiago. Para dicho cometido, se seguirá el siguiente esquema de trabajo. 
En primer lugar, se analizará el derecho a la negociación colectiva, su naturaleza 
jurídica, y sus límites. En segundo lugar, se desarrollarán los antecedentes de la 
causa RIT I-311-2018 del Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. En 
tercer lugar, se analizará lo dispuesto por dicho tribunal. Por último y, en cuarto 
lugar, se enunciarán ciertas conclusiones del fallo en análisis. 

La importancia del presente ensayo, según este autor, radica en el hecho que 
la sentencia del tribunal de instancia entregó ciertas consideraciones relevantes 
respecto de qué elementos son necesarios a tener en cuenta para efectos de 
establecer si una empresa o institución –en la que existe aporte estatal– puede 
iniciar un proceso de negociación colectiva reglada.

II. El derecho a la negociación colectiva y sus límites

En Chile, la negociación colectiva es un derecho garantizado por la 
Constitución Política de la República, la que, en su artículo 19 Nº16 inciso 4º, 
establece que la negociación colectiva con la empresa es un derecho de los 
trabajadores señalando, además, que las excepciones a este derecho sólo pueden 
ser impuestas por ley2. Al mismo tiempo, la Carta Fundamental establece que 
será la ley la que deberá señalar las modalidades y procedimientos a que la 

que se suscitan entre derechos fundamentales (Alexy, 1999), sin embargo, otros autores, como 
Riccardo Guastini, han sostenido que tales construcciones teóricas no son posibles, disponiendo 
que, ante la falta de norma y existiendo un conflicto de derechos fundamentales, el tribunal 
tiene plena libertad para dar solución a la contienda jurisdiccional en base al principio que 
estime necesario y las razones de equidad que estime pertinentes (Guastini, 2001).  

2	 El artículo 19 N°16 de la Constitución establece, en lo pertinente, lo siguiente: “La Constitución 
asegura a todas las personas: […] 16. La negociación colectiva con la empresa en que laboren 
es un derecho de los trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita 
negociar. La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos 
adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. La ley señalará los casos en que la 
negociación colectiva deba someterse a arbitraje obligatorio, el que corresponderá a tribunales 
especiales de expertos cuya organización y atribuciones se establecerán en ella”.
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negociación colectiva deberá sujetarse a objeto de lograr, con este proceso, una 
solución justa y pacífica entre el empleador y los trabajadores3.  

Así las cosas, la Carta Fundamental no sólo se limita a garantizar este derecho, 
sino que también asegura que, únicamente por ley podrán establecerse los casos 
en que las empresas, y particularmente las organizaciones sindicales constituidas 
en ellas, estén excluidas de iniciar procesos de negociación colectiva reglada. 

 Desde el punto de vista de las empresas o instituciones que revisten el carácter 
de empleador para efectos de este análisis, las limitaciones legales permanentes 
a la negociación colectiva reglada (ámbito objetivo de aplicación) están dadas 
principalmente en atención a su naturaleza y forma de financiamiento, es decir, 
las limitaciones responden a su carácter público o a si su financiamiento proviene 
de fondos estatales (artículo 304 del Código del Trabajo)4. 

Adicionalmente, el legislador ha impuesto limitaciones temporales que 
restringen la oportunidad en que las organizaciones sindicales pueden iniciar 
un proceso de negociación colectiva. Estas limitaciones temporales están dadas, 
en primer lugar, por el tiempo de vigencia del sindicato, estableciéndose un 
periodo de vacancia de 18, 12 o 6 meses desde su constitución dependiendo 
del tamaño de la empresa (micro o pequeña empresa, mediana y gran empresa, 
respectivamente) dentro del cual la o las organizaciones sindicales no podrán 
iniciar proceso de negociación colectiva alguno (artículo 308 del Código del 
Trabajo). En segundo lugar, por la prerrogativa del empleador de fijar un período 
de tiempo de hasta 60 días al año dentro del cual no será posible iniciar un 
proceso de negociación colectiva (artículo 332 inciso segundo del Código del 
Trabajo)5. Finalmente, tampoco se podrá iniciar la negociación colectiva mientras 

3	 Lanata, 2018: p. 125.
4	 El artículo 304 del Código del Trabajo prescribe que: “La negociación colectiva podrá tener 

lugar en las empresas del sector privado y en aquellas en las que el Estado tenga aportes, 
participación y representación. 

	 No existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio 
de Defensa Nacional o que se relacionen con el Gobierno a través de dicho Ministerio y en 
aquellas en que leyes especiales la prohíban. 

	 Tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas 
cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas 
en más del 50% por el Estado, directamente o a través de derechos o impuestos. 

	 Lo dispuesto en el inciso anterior no tendrá lugar, sin embargo, respecto de los establecimientos 
educacionales particulares subvencionados en conformidad al decreto ley N° 3.476, de 1980, y 
sus modificaciones, ni a los establecimientos de educación técnico-profesional administrados 
por corporaciones privadas conforme al decreto ley N° 3.166, de 1980. 

	 El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará las empresas en las que el Estado 
tenga aporte, participación o representación mayoritarios en que se deberá negociar por 
establecimiento, entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para 
todos los efectos de este Código”.

5	 El artículo 332, inciso segundo del Código del Trabajo, en lo pertinente, señala que: “las 
empresas en que no exista instrumento colectivo vigente podrán fijar un periodo de hasta 
sesenta días al año, durante el cual no será posible iniciar un proceso de negociación colectiva”.
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estén pendientes de calificación los servicios mínimos y equipos de emergencia 
de la empresa (artículo 360 inciso quinto del Código del Trabajo)6. 

Fuera de las limitaciones señaladas en el párrafo precedente, dentro de 
las normas que vienen a regular el proceso de negociación colectiva reglada, 
es posible encontrar una serie de disposiciones que restringen o suspenden 
sus efectos pero no su procedencia, como por ejemplo, lo que ocurre con las 
denominadas empresas estratégicas, esto es, aquellas compañías que atienden 
servicios de utilidad pública, o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la 
economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional 
(artículo 362 del Código del Trabajo). Estas empresas quedan fuera del objeto 
de análisis de este trabajo, ya que la limitación, en estos casos, está dirigida al 
derecho a huelga y no a la negociación colectiva, sin perjuicio de que en nuestra 
legislación el derecho a huelga está condicionado a que exista previamente una 
negociación colectiva reglada7.

III. Alcances del artículo 304 del Código del Trabajo. 
Ámbito Objetivo de la Negociación Colectiva

El artículo 304 del Código del Trabajo tiene su origen en el artículo 3 del 
Decreto Ley N°2.758, de 6 de julio de 1979, decreto integrante del llamado “Plan 
Laboral” y que disponía: 

“La negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del 
sector privado y en las que el Estado tenga aportes, participación o 
representación. 

No existirá negociación colectiva en los servicios e instituciones de la 
Administración del Estado, centralizados o descentralizados, en el Poder 
Judicial y en el Congreso Nacional. Tampoco podrá existir negociación 
colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos 
presupuestos en cualquiera de los dos últimos años calendarios hayan 
sido financiados en más de un 50% por el Estado, directamente, o a través 
de derechos o impuestos”8.

6	 El artículo 360, inciso quinto del Código del Trabajo, en lo pertinente, señala que: “Habiéndose 
formulado el requerimiento por parte del empleador, tampoco se podrá iniciar la negociación 
colectiva en tanto no estén calificados los servicios mínimos y equipos de emergencia”.

7	 En contra, cierta jurisprudencia judicial ha dispuesto que es legal ejercer la huelga al margen 
del Código del Trabajo (Corte de Apelaciones de Rancagua. Causa Rol N°159-2011, de 5 de 
enero de 2012; Corte de Apelaciones de San Miguel. Causa Rol N°183-2014, de 9 de julio de 
2014; Corte de Apelaciones de Santiago. Causa Rol N°1144-2015, de 23 de octubre de 2015; 
y Corte de Apelaciones de Antofagasta. Causa Rol N°91-2015, de 24 de septiembre de 2015).

8	  Historia de la Ley Nº20.940. 
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Tal precepto se mantuvo sin modificación alguna hasta el año 1991 en que 
se publicó la Ley N°19.069 que incorporó el actual inciso cuarto a ese artículo, 
conforme al cual se garantiza el derecho a negociar colectivamente a los 
trabajadores de los establecimientos particulares subvencionados, sin importar 
la cantidad de aportes estatales que reciba la institución. Con posterioridad, en el 
año 1993, por medio de la Ley N°19.269, se incorporó otra excepción en el inciso 
cuarto, permitiendo la negociación colectiva en los establecimientos técnico-
profesionales administrados por corporaciones privadas. 

El actual artículo 304 del Código del Trabajo regula el denominado “ámbito 
objetivo” de la negociación colectiva. El inciso primero de este artículo determina 
donde podrá tener lugar la negociación colectiva, mientras que sus incisos 
segundo y tercero establecen donde no puede haber negociación colectiva. El 
inciso cuarto regula una contra-excepción a aquellas prohibiciones, finalizando 
con un inciso quinto que regula la obligación del Ministerio de Economía, 
Fomento y Turismo de determinar en qué empresas se deberá́ negociar por 
establecimiento. 

El artículo 304, inciso tercero del Código del Trabajo, objeto de análisis de este 
comentario, dispone que: “Tampoco podrá existir negociación colectiva en las 
empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera 
de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más del 50% por el 
Estado, directamente o a través de derechos o impuestos”.

La jurisprudencia administrativa de la Dirección del Trabajo, en su Ordinario 
N°3356/050, de 1 de septiembre de 2014, interpretó este inciso de la siguiente 
forma: “La prohibición de negociar [...] rige solo en caso de que los aportes 
estatales respectivos se hubieren entregado a título gratuito a las referidas 
entidades, por haberse acogido estas a un régimen legal o convencional previsto 
al efecto, que no implique a su respecto la obligación de efectuar contraprestación 
alguna en compensación por tal provisión de fondos”9. En este sentido, concluye 
el dictamen que: “Por el contrario, no constituirán financiamiento directo del 
Estado, para los efectos previstos en la norma en comento, el desembolso de 
fondos públicos transferidos a las referidas entidades con la finalidad de obtener 
de estas una prestación recíproca en bienes o servicios [...]”10. 

La Dirección del Trabajo complementó la interpretación anterior con el 
Ordinario N°258/4, de 18 de enero de 2019, que, en lo medular, reconsideró 
la interpretación ya fijada del inciso tercero del artículo 304, en los siguientes 
términos: “la prohibición para negociar colectivamente rige respecto de todas 
aquellas entidades a que se refiere la citada disposición legal, beneficiarias de 
dicho aporte estatal, no siendo un presupuesto señalado en la norma para su 
aplicación, que la provisión de fondos se les hubiere otorgado a título gratuito o 

9	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº3356/050, de 01 de septiembre de 2014.
10	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº3356/050, de 01 de septiembre de 2014.
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que no implique a su respecto la obligación de efectuar una contraprestación en 
compensación por dicho financiamiento”11.

Este último dictamen amplió el sentido y alcance del artículo 304, inciso 
tercero, del Código del Trabajo, por lo que supone que empresas, instituciones 
públicas o privadas que actualmente negocian colectivamente, no lo podrán 
hacer si es que sus presupuestos, en cualquier forma, están financiados en más 
de un 50% por el Estado, fuere a título gratuito u oneroso. 

Cómo se verá a continuación, es la interpretación que la Dirección del Trabajo 
hace de esta norma en su Ordinario Nº3356/050, la que motivó a la Directiva 
del Sindicato de Trabajadores de Empresa Fundación de Ayuda al Niño Limitado 
(en adelante también como la “Fundación” o “COANIL”, indistintamente) a 
interponer una reclamación judicial en contra de la Resolución Nº376 de fecha 
31 de mayo de 2018, la que dispuso que COANIL se encuentra exceptuada de 
negociar colectivamente de manera reglada de acuerdo a lo que se consagra en 
el inciso 3º del artículo 304 del Código del Trabajo12.

IV. Antecedentes de la causa 

Previo a analizar la sentencia que es objeto de este trabajo, es preciso 
determinar el contexto en que se produce la controversia y la oportunidad 
jurídica en la que, tanto la Fundación como el sindicato, manifestaron sus 
intereses diametralmente contrapuestos de cara a la procedencia del proceso de 
negociación colectiva.

Como es la regla general en materia de negociación colectiva, el conflicto 
se produjo con la presentación del proyecto de contrato colectivo por parte 
del Sindicato, al que COANIL contestó dentro de plazo legal oponiendo como 
objeción principal la imposibilidad de negociar colectivamente que rige sobre 
esta entidad, toda vez que, conforme su régimen de financiamiento, ésta se 
encuentra sujeta a aportes de origen estatal y se ubica dentro de la hipótesis de 
hecho contenida en el inciso 3° del artículo 304 del Código del Trabajo13. 

11	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº258/4, de 18 de enero de 2019. 
12	 Expediente causa RIT I-311-2018 el Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. 

Sentencia. p.3.
13	 Al respecto, en varias oportunidades la Dirección del Trabajo ha estimado la procedencia de 

aplicar a COANIL la prohibición contenida en el art. 304 inciso 3° del actual Código del Trabajo 
(norma que no fue modificada por la Reforma Laboral), como obran en las resoluciones 
Nº43, de 10 de septiembre de 1990 (Inspección Comunal del Trabajo Santiago Sur); N°39, 
de 13 de agosto de 1992 (Inspección Comunal del Trabajo Santiago Oriente; Nº121, de 29 
de diciembre de 1999 (Inspección Comuna del Trabajo de Viña del Mar); y Nº93, de 30 de 
septiembre de 2011 (Inspección Comunal del Trabajo Santiago Sur Oriente).
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Con la finalidad de sostener tal afirmación, la Fundación incorporó en 
su respuesta los datos pertinentes, obtenidos de sus estados financieros 
correspondientes a los dos últimos años de funcionamiento. De estos datos se 
evidenciaba que, para el año 2016, el porcentaje de financiamiento de fuente 
estatal alcanzó un 77% de los ingresos de la Fundación, mientras que para el año 
2017, el porcentaje ascendió a 80%.

El Sindicato, por su parte, evacuó respuesta a la formulación de COANIL, solicitando 
que la Inspección del Trabajo rechazare la invocación de la norma en estudio, 
considerando para tales efectos la doctrina de la Dirección del Trabajo que, hasta ese 
entonces, había concluido que tal limitación sólo obraría respecto de las entidades 
públicas o privadas que, manteniendo financiamiento estatal en los términos 
referidos por el artículo 304 del Código del Trabajo, se limitaran a obtener aportes: 
“a título gratuito […] por haberse acogido estas a un régimen legal o convencional 
previsto al efecto”, esto es, sin que ese aporte respondiere al cumplimiento de alguna 
contraprestación en dinero por la provisión de bienes o servicios de utilidad para el 
Estado. En ese sentido, uno de los dictámenes citados por el Sindicato, el Ordinario 
N°3356/50, de 1 de septiembre de 2014, concluía respecto de las entidades que, 
pese a contar con presupuestos financiados en un 50% o más mediante aportes 
estatales, no quedarían afectas a la prohibición, en caso de que:

El desembolso de fondos públicos transferidos a las referidas entidades 
con la finalidad de obtener de estas una prestación recíproca en bienes 
o servicios, circunstancia que deberá determinarse por este Servicio en la 
investigación que le corresponda efectuar en forma previa a resolver sobre 
la materia, en la oportunidad precisada en el cuerpo del presente oficio.

A mayor abundamiento, la posición del Sindicato era que el concepto 
de prestación o contraprestaciones en bienes o servicios dice relación con 
la existencia de una “prestación” (en este caso de servicios) sin importar la 
naturaleza de aquéllos; quién o quiénes son los beneficiarios o destinatarios; 
ni mucho menos efectuando un análisis sobre el objetivo o fundamentación 
final de la transferencia de dichos fondos públicos. Es decir, se limitaba su 
interpretación a entender que, cualquiera sea la forma de provisión de fondos 
por parte del Estado, si esa transferencia tuviere por fin cumplir con un rol, una 
actividad o ejecutar determinadas acciones, entonces, no sería una transferencia 
a título gratuito, siendo entonces aplicable los dictámenes de la Dirección del 
Trabajo citados en este caso y, consecuencialmente, sería la tesis imperante para 
llevar a cabo la negociación colectiva entre el sindicato referido y COANIL al no 
concurrir los efectos de la prohibición del artículo 304 del Código del Trabajo.

Así, el objeto de la controversia suscitada entre la Fundación y el Sindicato 
fue establecer si, bajo la interpretación de la Dirección del Trabajo, COANIL 
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quedaría comprendida dentro del grupo de empresas que, pese a contar 
con financiamiento estatal superior al 50%, podría quedar al margen de la 
prohibición legal, esto, con prescindencia de las objeciones que pudiera plantear 
la Fundación sobre la validez de ese criterio interpretativo.

Finalmente, mediante Resolución Nº376 de fecha 18 de mayo de 2018, la Dirección 
del Trabajo resolvió que COANIL quedaba al margen de negociar colectivamente 
de forma reglada con el sindicato, pues consideró que los aportes recibidos por la 
Fundación son a título gratuito siendo, en consecuencia, completamente procedente 
la excepción contenida en el artículo 304 del Código del Trabajo. 

V. Causa RIT I-311-2018 del Primer Juzgado de Letras del 
Trabajo de Santiago

En la reclamación judicial respectiva, la organización sindical buscó dejar 
sin efecto la resolución Nº376 de fecha 18 de mayo de 2018 de la Dirección 
del Trabajo por estimar que los aportes efectuados por el Estado a la fundación 
a través del SENADIS, SENAME y el Servicio de Salud no eran a título gratuito, 
sino que por ellos, COANIL cumplía servicios de alimentación y de cuidado de 
salud de sus usuarios lo que, en definitiva, se traducía en un servicio a favor del 
Estado convirtiendo en oneroso el vínculo contractual entre la Fundación y los 
organismos estatales. A mayor abundamiento, el sindicato señaló que: 

El error de la inspección del trabajo está en que piensa que un acto jurídico 
oneroso únicamente existe cuando hay ‘entregas’ recíprocas, pero la 
norma jamás habla de ello, sino que de asumir RESPONSABILIDADES 
jurídicas reciprocas de las partes, una en beneficio de la otra, como 
por ejemplo y a riesgo de ser redundantes y majaderas cuando una 
persona compra una vivienda a una inmobiliaria para ser destinada a 
un tercero. No por ello la compraventa deja de ser onerosa, aun cuando 
al beneficiario final le resulte gratuito todo. Un parte entrega la casa –
que no será́ para el comprador- y la otra paga un precio por ello. Entre 
COANIL y el Estado HAY OBLIGACIONES RECÍPROCAS de ambas partes, 
una en beneficio de la otra. COANIL le ofrece al Estado prestar servicio de 
alimentación y cuidados de salud y recibe a cambio miles de millones 
de pesos. Qué es lo que ‘gana’ el Estado: que se preste un servicio 
que debería ser entregado por éste. Qué es lo que gana Coanil: sus 
millonarias utilidades14. 

14	 Expediente causa RIT I-311-2018 el 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Demanda. p. 4
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Agregó la reclamante, que:

La resolución de la Inspección del Trabajo contraviene la doctrina 
oficial de este servicio, por cuanto en el citado dictamen 3356/050 se 
resuelve que la distinción entre acto gratuito y oneroso estriba en si 
tiene la obligación de efectuar contraprestación a favor del Estado en 
compensación por la provisión de fondos. 

En tal caso, se debe tener en consideración que el Estado, por disposición 
constitucional, está al servicio de la persona humana y su finalidad es 
promover el bien común. Es deber del Estado resguardar la seguridad 
nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al 
fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los 
sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar 
con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Agrega que el 
Estado de Chile es unitario. La administración del Estado será́ funcional 
y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, de 
conformidad a la Ley. Los órganos del Estado actúan válidamente previa 
investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la 
forma que prescriba la ley. 

En este contexto el Estado tiene la obligación de asegurar a todas las 
personas una serie de garantías constitucionales, entre las cuales 
se traducen los derechos a la salud y educación, así como el hacer 
efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas 
con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, 
asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de 
discriminación fundada en la discapacidad15.

Por su parte, la Dirección del Trabajo, evacuando el traslado que le fuera 
concedido en audiencia única, señaló en relación al fondo de la controversia, 
que: 

La Fundación COANIL efectivamente acompañó́ antecedentes financieros 
que apoyan la tesis de la gratuidad de dichos servicios, en cuanto a 
que efectivamente recibe más del 50% de aportes estatales y que 
dicha institución no efectúa contraprestaciones a dichas instituciones 
u organismos estatales por los aportes recibidos para realizar su 
cometido en favor de los usuarios, esto es, cierto grupo de la población 
vulnerable como son los niños, adolescentes y adultos con algún grado 

15	 Expediente causa RIT I-311-2018 el 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Demanda. 
p. 4
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de disminución en sus capacidades cognitivas o intelectuales. En 
consecuencia, dicho Servicio resolvió́ que COANIL como Fundación sin 
fines de lucro, se encontraba exceptuada de negociar colectivamente 
conforme a lo dispuesto en el artículo 304 inciso 3 ° del Código del 
Trabajo, norma que no ha sido modificada a la fecha16. 

 
Finalmente, la Fundación COANIL, actuando como tercero coadyuvante en 

el litigio, indicó que en ningún momento la organización sindical ha puesto en 
duda el porcentaje de financiamiento estatal que recibe la Fundación y que, bajo 
ningún respecto, se puede considerar que este aporte constituye una prestación 
a título oneroso, por las siguientes razones: 

[…] la resolución 376 dijo que COANIL realiza determinadas prestaciones 
con fondos del Estado, éstas son entregadas a un determinado público 
objetivo y en consecuencia la Fundación no se grava en beneficio del 
Estado, por lo demás tampoco los destinatarios de estas prestaciones 
en forma directa e inequívoca son los aportantes estatales. Ello es 
consecuente con los fundamentos aportados en la instancia respectiva, 
en el sentido que el concepto de transferencia o asignación de fondos 
en base al régimen de financiamiento legal que percibe COANIL y 
respecto al cual siempre ha estado compuesto mayoritariamente sus 
presupuestos anuales, responde al traspaso de dinero que efectúa el 
Estado a la Fundación, sin mediar una prestación recíproca. 

COANIL no recibe los fondos con la finalidad de prestar un servicio en 
beneficio exclusivo de la entidad estatal aportante, no se trata de un 
servicio de aseo o casino para la institución estatal, y por lo tanto no es 
una prestación a título oneroso17. 

Que, con fecha 12 de julio de 2018, y estimando el tribunal lo esgrimido por 
la Dirección del Trabajo y por la Fundación COANIL, el Primer Juzgado de Letras 
del Trabajo de Santiago dictó sentencia rechazando la reclamación interpuesta 
por la organización sindical, según las siguientes consideraciones. 

De esta forma, no existe ningún antecedente presentado por la recurrente 
que establezca que los servicios prestados por COANIL posean el carácter 
de oneroso, por cuanto los destinatarios finales (niños, jóvenes y adultos 
con discapacidad) de tales prestaciones entregadas directamente, no 
pagan ni solventan con dinero o especies el otorgamiento de aquellas. 
De esta forma, estima este juez que dicha institución al ejecutar y llevar a 

16	 Expediente causa RIT I-311-2018 el 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Sentencia. p. 3
17	 Expediente causa RIT I-311-2018 el 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Sentencia. p. 5
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cabo tales prestaciones, indudablemente cumple con un fin de utilidad 
pública en favor de un público objetivo, (usuarios) por lo que la Fundación 
no se grava en beneficio del Estado, por cuanto los destinatarios de 
estas prestaciones inequívocamente no son los aportantes estatales, sin 
perjuicio de las obligaciones que la propia Fundación debe llevar a cabo 
para poder cumplir con su cometido social o de beneficencia pública, 
como tampoco resta valor a esta conclusión, el marco regulatorio que 
rige a dicha institución, que por cierto debe estar bajo supervisión 
del Estado al destinar fondos públicos, cosa distinta es sostener que 
dichos entes estatales reciban directamente una contraprestación en 
compensación a la provisión de fondos otorgados a COANIL18. 

En efecto, el juez de única instancia entiende que los factores relevantes 
a considerar para dilucidar si los aportes estatales que recibe la Fundación 
son a título gratuito u oneroso están determinados, en primero lugar,  por los 
destinatarios de los servicios que presta la Fundación, en segundo lugar, por la 
periodicidad y requisitos que debe cumplir COANIL para recibir fondos estatales 
y, finalmente,  por la naturaleza de los servicios que presta, que son de evidente 
utilidad pública y por los cuales no recibe contraprestación alguna de parte de 
sus usuarios. En ese sentido, el razonamiento jurídico del tribunal que lo llevó a 
rechazar la reclamación judicial consiste en que la Fundación, en ningún caso, 
se grava en beneficio del Estado, sino que su actividad va en único y directo 
beneficio de los niños, jóvenes y adultos con discapacidad cognitiva que reciben 
sus servicios de forma gratuita. 

VI. Conclusiones

No cabe duda de que toda norma que imponga limitaciones a un derecho 
fundamental debe interpretarse restrictivamente y guardando, en todo 
momento, no afectar al derecho en su esencia. En este sentido, a la luz de los 
antecedentes analizados, las limitaciones al derecho de negociación colectiva ya 
están establecidas expresamente en la ley, específicamente en los artículos 304 
y siguientes del Código del Trabajo, por lo que no corresponde ni al juez ni a la 
Dirección del Trabajo interpretar esta norma imponiendo requisitos adicionales a 
los establecidos previamente por el legislador. 

En el caso analizado, la reclamante se ampara en una interpretación 
administrativa de la norma que establece una excepción a las limitaciones del 
ámbito objetivo de aplicación de la negociación colectiva reglada, estableciendo 

18	 Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Causa RIT 311-2018, de 13 de julio de 
2018. Considerando 10º.
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su procedencia  en los casos en que los aportes estatales a la empresa o institución 
son a título oneroso, sin embargo, esta contra excepción no está establecida en 
ninguno de los incisos del artículo 304 del Código del Trabajo, ni en las demás 
normas que regulan la negociación colectiva reglada. 

Así las cosas, desde el punto de vista formal, la acción que habría 
correspondido interponer por la organización sindical debió estar orientada a 
atacar la constitucionalidad de la norma en el caso concreto, fundada en razones 
más contundentes que la simple interpretación administrativa que hizo de ella 
la Dirección del Trabajo el año 2014. 

En cuanto al fondo, la discusión relativa a si los aportes deben ser a título 
gratuito u oneroso para excluir a la empresa o institución de las normas que 
regulan la negociación colectiva reglada, ha quedado suficientemente zanjada 
por la propia Dirección del Trabajo en Ordinario Nº258/4 de 18 de enero de 2019.

Con base en todo lo anterior, es posible concluir que la norma del artículo 
304 inciso 3º del Código del Trabajo procede con prescindencia de la onerosidad 
o gratuidad del título en que se hacen los aportes estatales, basta con que se 
acredite que la empresa o institución en cualquiera de los dos últimos años haya 
sido financiada, directamente o a través de derechos o impuestos, en más de un 
50% por aportes del estado. 

Sin embargo, donde actualmente sí puede haber controversia sobre esta 
materia, es en relación a los beneficiarios directos de dichos aportes para 
determinar la procedencia de la negociación colectiva reglada en una empresa o 
institución. En efecto, recientemente se ha discutido la aplicabilidad de la norma 
contenida en el artículo 304 inciso 3º del Código del Trabajo respecto de aquellas 
instituciones educacionales que reciben fondos estatales a título de becas o 
gratuidad para sus alumnos, pues se considera que quien recibe esos fondos 
no es la empresa o institución, sino que más bien, son los alumnos como únicos 
destinatarios de dichos aportes. Por lo que la referida empresa o institución 
educacional en el caso planteado, no estaría siendo financiada por el Estado19.
 

19	  Para mayor detalle véase Juzgado de Letras del Trabajo de Talca. Causa RIT M-118-2020. 
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Resumen: Las adecuaciones necesarias es un mecanismo contemplado 
en el artículo 403 letra d) del Código del Trabajo que permite al 
empleador modificar turnos u horarios de trabajo con el objeto de 
asegurar que los trabajadores no involucrados en la huelga puedan 
ejecutar las funciones convenidas en sus contratos de trabajo. Es una 
figura que se demuestra como un límite al derecho a huelga de los 
trabajadores huelguistas.  En concreto, el presente ensayo pretende 
analizar el primer precedente jurisprudencial chileno que declara la 
figura de las adecuaciones necesarias.  
Palabras Clave: derecho a la huelga, adecuaciones necesarias, límites 
del derecho a la huelga, derecho fundamental, libertad del trabajo 
Dirección del Trabajo, Corte de Apelaciones. 
Sumario:  I. Introducción. II. El derecho a la huelga y sus límites. III. El 
mecanismo de adecuaciones necesarias. IV. Antecedentes de la causa. 
V. Causa RIT T-11-2018 del Primer Juzgado de Letras de Los Andes. VI. 
Causa Rol N°320-2019 de la I. Corte de Apelaciones de Valparaíso. VII. El 
Presente y Futuro de las Adecuaciones Necesarias.

I. Introducción

Especial relevancia para el derecho laboral chileno tienen los estudios sobre 
los límites del derecho a la huelga. En efecto, muchos han sido en doctrina 
laboral que se han dedicado a buscar –o intentar dar– respuestas a las múltiples 
colisiones que se verifican con otros derechos cuando acudimos a las fuentes 
constitucionales que regulan el Derecho del Trabajo (colisiones con el derecho 
de propiedad del empleador y derecho a la libertad económica), más aún cuando 
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la colisión se presenta entre la huelga y su incidencia con la paralización de las 
actividades económicas. Así, los profesores Sergio Gamonal, José Luis Ugarte, 
Guido Machiavello, entre otros. Pues bien, el ordenamiento jurídico laboral 
chileno toma este conflicto y establece una serie de límites al derecho a la 
huelga entendiendo que no es un derecho absoluto. Ejemplo de ello son las 
empresas estratégicas; los servicios mínimos; los equipos de emergencia; y las 
adecuaciones necesarias. 

En concreto, el presente trabajo tiene por objeto analizar el primer precedente 
jurisprudencial chileno que estableció, en un caso concreto, uno de los límites de 
la huelga, esto es, el mecanismo de adecuaciones necesarias (causa RIT T-11-2018 
del Primer Juzgado de Letras de Los Andes). Para dicho cometido se seguirá el 
siguiente esquema de trabajo. En primer lugar, se analizará el derecho a huelga, 
su naturaleza jurídica, y sus límites v.gr. empresas estratégicas, servicios mínimos 
y adecuaciones necesarias. En segundo lugar, se desarrollarán los antecedentes 
de la causa RIT T-11-2018 del Primer Juzgado de Letras de Los Andes. En tercer 
lugar, se analizará lo dispuesto por dicho tribunal. En cuarto lugar, se enunciará 
lo decidido por la I. Corte de Apelaciones de Valparaíso. Por último y, en quinto 
lugar, se enunciarán las conclusiones del fallo en análisis. 

La importancia del presente artículo radica en el hecho que la sentencia 
del tribunal de instancia entrega ciertas consideraciones relevantes respecto 
de qué elementos son necesarios a tener en cuenta para efectos de establecer 
qué constituye una adecuación necesaria y qué constituye un reemplazo ilegal 
de trabajadores huelguistas. En concreto, la sentencia establece como criterio 
fundante para determinar que en este caso estamos frente al mecanismo 
contenido en la letra d) del artículo 405 del Código del Trabajo (adecuaciones 
necesarias) la proporcionalidad de la medida, esto es, aludiendo a un criterio 
numérico (la proporción entre trabajadores huelguistas y no huelguistas) 
determina la eventual existencia del mecanismo de adecuaciones necesarias. 

II. El derecho a la huelga y sus límites

Uno de los efectos fundamentales y fundantes del derecho individual del 
trabajo es la desigualdad de negociación que se produce entre el empleador 
y el trabajador que provoca, en la praxis, que el contrato de trabajo –a nivel 
individual– se transforme, en definitiva, en un contrato de adhesión en virtud 
del cual solamente una de las partes de la relación contractual tenga el poder 
de negociación para establecer las condiciones del contrato en cuestión1. En ese 
1	 Sobre los contratos de adhesión el profesor Arturo Alessandri ha dispuesto que es aquel: 

“que se forma sin discusión previa, mediante la aceptación lisa y llana que una de las partes 
hace de las condiciones señaladas por la otra. Su característica es la ausencia de negociaciones 
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sentido, el derecho individual del trabajo se demuestra como: “una vinculación 
jurídica entre dos partes, que, aunque teóricamente en un mismo plano jurídico 
como sujetos de derecho y ciudadanos, en la realidad, en su trato entre ellas, una 
de ellas está siempre en una condición de inferioridad para contratar”2. 

Dicha diferencia es eliminada en alguna medida por el derecho colectivo 
laboral que permite, en definitiva, acortar dicha brecha permitiendo a grupos de 
trabajadores –ya sea mediante organizaciones sindicales o grupos negociadores– 
negociar con el empleador de forma colectiva por medio de un procedimiento 
reglado o no reglado3 para poder equiparar, en lo posible, el poder de 
negociación entre las partes. 

En dicho marco, asiste a los trabajadores las distintas manifestaciones y 
derechos que dimanan de la libertad sindical, conformada por la tríada compuesta 
por el derecho de sindicarse, de negociar colectivamente y el derecho a la huelga. 
En concreto, se ha dicho que esta tríada de derechos constituye el núcleo duro de 
la libertad sindical y su piedra angular4. Al respecto, Gamonal previene: “para el 
derecho colectivo del trabajo el sindical, la negociación colectiva y la huelga son 
los tres pilares indispensables e interdependientes sobre los cuales descansa la 
libertad sindical, de forma tal que, si uno de ellos faltare, nos encontraríamos ante 
un sistema de libertad sindical limitado”5. 

En cuanto al contenido de esta tríada de derechos se ha señalado, en primer 
lugar, que el derecho a la libertad sindical debe ser leído bajo un doble prisma, 
por una parte, desde una vertiente positiva, esto es, aquella que permite a los 
trabajadores constituir y afiliarse a una organización sindical y, por otra parte, 
desde una vertiente negativa, esto es, la posibilidad de que los trabajadores 
puedan libremente desafiliarse de las organizaciones sindicales6. En segundo 
lugar, se ha dicho que el derecho a la negociación colectiva permite, a su vez, 
que los trabajadores puedan negociar con su empleador condiciones comunes 
de remuneraciones y prestaciones de servicios a través de un procedimiento que 
puede ser reglado o no reglado. Y, por último, respecto del derecho a huelga se 
ha dispuesto que corresponde a aquel derecho individual de ejercicio colectivo, 

preliminares entre los contratantes. Para emplear una terminología usual, uno de ellos impone 
‘la ley del contrato’ al otro, cuyo único papel es aceptarla o rechazarla. El contratante a quien 
se le propone el contrato se limita a adherir a las condiciones ofrecidas, que, de ordinario, se 
hallan consignadas en formularios impresos de tipo uniforme, sin poder eliminar ninguna y, 
a veces, sin siquiera conocerlas. De ahí el nombre de contrato de adhesión con que lo bautizó 
Sealeilles” (Alessandri, 2009: 40).

2	 Macchiavello, 1986: 88.
3	 Ha existido discusión en la dogmática jurídica respecto de la posibilidad de que grupos 

negociadores puedan negociar colectivamente. Para ello ver Arellano y otros, 2016: 105. En 
sentido contrario, Lizama, 2016: 75.

4	 Gamonal, 2013: 112.
5	 Gamonal, 2008: 51.
6	 Gamonal, 2008: 52.
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que consiste en la paralización temporal, colectiva y concertada del trabajo, como 
una medida de presión al empleador7. Nos detendremos brevemente en este 
último derecho que es aquél que nos interesa en el presente ensayo.

Sin perjuicio de que existe cierta dogmática en contra8, es una opinión 
bastante generalizada que el derecho a la huelga es un derecho fundamental 
consagrado en nuestra Carta Fundamental. En general, los argumentos más 
aceptados por la doctrina para enunciar que la huelga es un derecho constitucional 
son los siguientes. En primer término, existe un argumento de dogmática 
anclado en la tesis del bloque constitucional que señala que, como el derecho a 
huelga es reconocido en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, éste se encontraría incorporado en la Carta Magna por lo dispuesto 
en el artículo 5º de la Constitución9. En segundo lugar, existe un argumento 
de texto que dispone que como el artículo 19 N°19 de la Constitución reconoce 
como derecho fundamental la libertad sindical, se desprende que también 
estaría reconocida la huelga como derecho fundamental por ser uno de los 
pilares fundantes de la primera. A mayor abundamiento, Gamonal señala: “El 
derecho de huelga forma parte de la libertad sindical y, por ende, la pregunta a 
contestar es si la Constitución consagra la libertad sindical. Por tanto, la discusión 
se traslada al art. 19 N°19°, que establece inequívocamente la libertad sindical y, 
aún más, en su párrafo tercero hace referencia explícita a la autonomía colectiva 
o sindical como derecho constitucional. Esta autonomía comprende todos los 
elementos de la libertad sindical (organización, negociación y huelga), y por 
tanto la huelga como derecho de los trabajadores está expresamente consagrada 
en la Constitución”10. Por último, se ha argüido que el carácter de “derecho 
fundamental” de la huelga se puede desprender, de manera implícita, del 
artículo 19 N°16 de la Constitución Política.

7	 Lizama, 2016: 137.
8	 Verdugo, Pfeffer, y Nogueira, 1999: 427.
9	 Humberto Nogueira define el bloque constitucional como aquella teoría que permite que 

las normas contenidas en tratados internacionales pertenezcan a la Carta Fundamental en 
virtud del inciso 2º del artículo 5º de la Constitución. Al respecto, Nogueira previene que: “El 
bloque constitucional de derechos fundamentales en Chile está constituido por los atributos 
y garantías de los derechos esenciales o fundamentales, asegurados directamente por la 
Constitución y por las normas de reenvío expresa y directamente establecidas por ella y que 
remiten al Derecho Internacional convencional, constituyendo así un bloque de derechos que 
tienen una unidad indisoluble por su común fundamento que es la dignidad humana, siendo 
todos estos derechos atributos que emanan de la dignidad humana, como lo determinan tanto 
el propio texto fundamental como las fuentes del derecho internacional, principalmente las 
fuentes convencionales de este último. Basta en este sentido tener presente la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
Naciones Unidas y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, especialmente en 
estos dos últimos su preámbulo” (Nogueira, 2015: 312).

10	 Gamonal, 2013: 118 y siguientes.
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En sede jurisprudencial, se ha seguido el mismo criterio entendiendo que la 
huelga también es un derecho fundamental reconocido por la Constitución. Así, 
y solamente a modo de ejemplo, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago 
en la causa rol N°1.681-2017 sentenció lo siguiente a propósito de la naturaleza 
jurídica de la huelga: 

La huelga es la paralización temporal y concertada del trabajo, único 
medio de presión legítimo del que disponen los trabajadores para obligar 
al empleador a negociar. Nuestra Carta Fundamental en el artículo 19 
N° 16 inciso quinto, lo reconoce, como un derecho de los trabajadores, 
afecto a ciertas limitaciones, al señalar que ‘no podrán declararse en 
huelga los funcionarios del Estado ni de las Municipalidades. Tampoco 
podrán hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o empresas, 
cualquiera sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios 
de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la 
economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad 
nacional’, vale decir, reconocido para aquellos a quienes no les está 
prohibido. El nuevo artículo 345 del Código del Trabajo, lo reconoce como 
un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores. 
La Dirección del Trabajo, asimismo, en diversos dictámenes, le ha dado el 
carácter de Derecho Fundamental. El reconocimiento de la huelga como 
derecho y su incorporación al sistema jurídico lo obliga a interactuar 
con otros derechos, presentándose al efecto los límites a su ejercicio. 
No obstante ser reconocido como un derecho fundamental […]11 (El 
subrayado es nuestro).

Que, así entendido el derecho a la huelga reaparece una de las características 
intrínsecas de todo derecho fundamental, esto es, la posibilidad de que pueda 
colisionar con otros derechos. Esto lo reconoce el profesor José Luis Ugarte al 
sostener que: “[e]s un lugar común en la doctrina jurídica sostener que la huelga 
como derecho fundamental se encuentra sometido a los límites propios de esos 
derechos, por lo que, como parece obvio, no se trata de un derecho absoluto”12. En 
efecto, todo derecho fundamental no puede ser aplicado a secas, por el contrario, 
es aplicado ponderándose con otros derechos fundamentales13. Así, a modo de 
ejemplo, el derecho a la libertad de expresión no puede ser aplicado a raja tabla, 
sino que puede ser limitado mediante la sanción –ya sea administrativa y/o 

11	 I. Corte de Apelaciones de Santiago. Causa rol N°1.681-2017, de fecha 18 de enero de 2019. 
En ese mismo sentido, I. Corte de Apelaciones de Concepción. Causa rol N°2.686-2005, de 
fecha 17 de enero de 2006.

12	 Ugarte, 2016: 74.
13	 Para ello ver Alexy, 1999.
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penal– de los denominados hate speechs14. 
En el caso específico del derecho a la huelga, éste colisiona con el derecho 

de propiedad de los medios de producción del empleador (artículo 19 N°24 de 
la Constitución Política de la República); con el derecho a desarrollar cualquier 
actividad económica por parte de la empresa (artículo 19 N°21 de la Constitución 
Política de la República); con el derecho a la libertad de trabajo de los trabajadores 
no huelguistas (artículo 19 N°16 de la Constitución Política de la República); 
entre otros. 

Producto de ello, y como consecuencia del entendimiento del derecho a 
la huelga, el ordenamiento jurídico laboral chileno ha establecido una serie 
de límites a éste con el objeto de proteger los derechos fundamentales que 
se encuentran en colisión. Dichos límites son las denominadas empresas 
estratégicas15; los servicios mínimos16; los equipos de emergencia, y las 
denominadas adecuaciones necesarias.  

III. El mecanismo de adecuaciones necesarias

El mecanismo de las adecuaciones necesarias en el ordenamiento jurídico 
laboral chileno surgió en el marco de la Ley N°20.940 que moderniza el sistema de 
relaciones laborales. En particular, el mecanismo en cuestión fue incluido en la ley 
con el objeto de proteger la libertad del trabajo de los trabajadores no huelguistas17 
permitiendo que la empresa o el empleador pueda modificar turnos u horarios de 
trabajo de trabajadores no involucrados en la paralización para efectuar funciones 

14	 Los discursos de odio han sido definidos como: “toda forma de expresión que propague, 
incite, promueva o justifique el odio racial, la xenofobia, el antisemitismo y cualquier otra 
forma de odio fundado en la intolerancia, incluida la intolerancia que se exprese en forma de 
nacionalismo y etnocentrismo agresivo, y de discriminación y hostilidad contra las minorías, 
los migrantes y las personas de origen inmigrante” (Comisión Europea Contra el racismo y la 
intolerancia del Consejo de Europa. Recomendación General N°15 del año 2016).

15	 El artículo 362 del Código del Trabajo, en lo pertinente, señala que: “No podrán declarar la 
huelga los trabajadores que presten servicios en corporaciones o empresas, cualquiera sea su 
naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización 
cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la 
seguridad nacional”.

16	 El artículo 359 del Código del Trabajo, en lo pertinente, dispone que: “Sin afectar el derecho a huelga 
en su esencia, durante esta la comisión negociadora sindical estará obligada a proveer el personal 
destinado a atender los servicios mínimos estrictamente necesarios para proteger los bienes 
corporales e instalaciones de la empresa y prevenir accidentes, así como garantizar la prestación 
de servicios de utilidad pública, la atención de necesidades básicas de la población, incluidas las 
relacionadas con la vida, la seguridad o la salud de las personas, y para garantizar la prevención de 
daños ambientales o sanitarios. En esta determinación se deberán considerar los requerimientos 
vinculados con el tamaño y características de la empresa, establecimiento o faena”.

17	 Respecto de la colisión que se produce entre el mecanismo de adecuaciones necesarias y 
otros derechos fundamentales ver Buendía: 2017. 
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convenidas en su contrato de trabajo18. Lo anterior se encuentra reflejado por lo 
señalado por el senador Carlos Montes quien, en el marco de la discusión del 
proyecto que llevó a la dictación de la Ley N°20.940, señaló: 

[E]n la letra d) del artículo 405 se admite un margen de acción para que 
el empleador enfrente la huelga, pero no para aminorar sus efectos, sino 
exclusivamente para asegurar que los trabajadores no involucrados en 
ella ejerzan sus funciones. Además, deseamos que cuando una minoría 
de trabajadores haga una huelga exista capacidad para resolverla en el 
marco del respeto a los derechos tanto de los trabajadores paralizados 
cuanto de aquellos que están laborando19.

Respecto de una definición conceptual de las “adecuaciones necesarias”, la 
dogmática jurídica las ha definido como aquel mecanismo que permite que el 
empleador pueda continuar: “administrando la empresa durante la huelga y, 
ejerciendo sus potestades de variación y dirección, (pudiendo) modificar los turnos 
u horarios de trabajo (unilateral o bilateralmente), y efectuar las adecuaciones 
necesarias con el objeto de asegurar que los trabajadores no involucrados en la 
huelga puedan ejecutar las funciones convenidas en sus contratos de trabajo”20. 
En otras palabras, las adecuaciones necesarias permiten –valga la redundancia– 
adecuar turnos y horarios de trabajo de empleados no huelguistas solamente 
con el objetivo principal de asegurar el trabajo convenido con quiénes no se 
encuentran ejerciendo el derecho a huelga ya que, de lo contrario, el empleador 
podría estar incurriendo en un incumplimiento contractual en los términos del 
artículo 7º del Código del Trabajo. 

Por su parte, en el plano normativo, las adecuaciones necesarias se encuentran 
contempladas como una excepción a las prácticas desleales que puede cometer 
el empleador en contra de la organización sindical. En concreto, la letra d) del 
artículo 403 del Código del Trabajo establece que se sancionará como práctica 
desleal el reemplazo de trabajadores huelguistas consagrando, a su vez, como 
excepción al ilícito infraccional, el mecanismo de adecuaciones necesarias que 
es contemplado por la ley de la siguiente manera: 

El empleador, en el ejercicio de sus facultades legales, podrá modificar 
los turnos u horarios de trabajo, y efectuar las adecuaciones necesarias 

18	 Dentro de la discusión en sala, el senador Ignacio Walker señaló lo siguiente: “[T]oda la filosofía 
del Gobierno respecto del proyecto -ya vamos a tratar las adecuaciones necesarias y todo ello- 
apunta a que es preciso respetar la libertad de trabajo de los que no están involucrados en la 
huelga. Eso lo veremos textualmente en su propuesta”.

19	 Senado de la República de Chile. Legislatura 363, sesión 107, 10 de marzo de 2016 
(extraordinaria).

20	 Lizama, 2016: 179.
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con el objeto de asegurar que los trabajadores no involucrados en la 
huelga puedan ejecutar las funciones convenidas en sus contratos de 
trabajo, sin que constituya práctica desleal ni importe una infracción a la 
prohibición de reemplazo (El subrayado es nuestro). 

Respecto de la regulación legal, la doctrina ha señalado que la norma 
solamente permite el cambio de horarios y turnos, mas no de funciones de los 
trabajadores no huelguistas. Sobre ello, previene el profesor Ugarte que: “[s]e 
trataría de un poder excepcional del empleador, que tendría dos restricciones: 
primero, sólo opera para modificar la jornada de trabajo –‘turnos y horarios’ dice 
textual la norma–, segundo, sólo opera una vez hecha efectiva la huelga dentro 
de la negociación colectiva reglada –‘trabajadores no involucrados en la huelga- 
dice la ley”21. En ese mismo sentido, el profesor Lizama ha señalado que: “[e]l 
empleador podría modificar los turnos u horarios laborales de los trabajadores 
que no están en huelga, unilateralmente, en uso de las facultades establecidas 
en el art. 12-1 (modificación de la distribución de la jornada convenida hasta en 
60 minutos), o convencionalmente (pacto de horas extraordinarias o modificación 
mediante anexo de la duración y distribución de la jornada laboral). Estará 
prohibido que el empleador cambie la función del trabajador no involucrado en 
la huelga para que efectúe el trabajador huelguistas”22.

Por otra parte, a propósito de los supuestos fácticos que tipifican el contenido 
del artículo 403 letra d) del Código del Trabajo, la verdad es que ha existido 
bastante confusión al respecto. Así lo hace ver el profesor Ugarte al señalar que: 
“[a]demás de la extraña técnica legislativa de señalar categóricamente lo que no 
debe ser considerado práctica antisindical [refiriéndose al artículo 403 letra d) del 
Código del Trabajo] – una rareza que la reforma laboral estrena –, la disposición 
citada podría generar dudas interpretativas acerca de su alcance”23. 

Lo anterior, se ve agravado por el hecho que la Ley N°20.940 es de 
reciente data existiendo dificultad, tanto en la dogmática jurídica como a nivel 
jurisprudencial, reconocer con exactitud los supuestos en que se cumple el 
mecanismo de adecuaciones necesarias y, consecuencialmente, los criterios 
que deben atender los tribunales de justicia para vislumbrar si se produce una 
adecuación necesaria o un reemplazo ilegal de trabajadores huelguistas. Es más, 
hasta ahora, solamente ha existido un precedente jurisprudencial que se refiere 
sobre el tema el cual entrega ciertas luces sobre qué puede hacer la empresa en 
el plano del ordenamiento jurídico laboral. En concreto, dicho precedente es el 
tema central del presente artículo que analizaremos en las páginas que siguen.

21	 Ugarte, 2016: 191.
22	 Lizama, 2016: 173. 
23	 Ugarte, 2016: 190.
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IV. Antecedentes de la causa 

Que, antes de entrar sobre el fondo de la causa, es menester analizar 
determinadas consideraciones del proceso productivo de la empresa que llevó 
a cabo exitosamente el proceso de adecuaciones necesarias según nuestros 
tribunales de justicia:  la División Andina de Codelco24.

División Andina de Codelco es uno de los centros productivos de Codelco 
que se dedica a la extracción de cobre y molibdeno. En concreto, la producción 
de la División está basada en la extracción de dichos productos mediante dos 
operaciones: a cielo abierto y explotación subterránea. A mayor abundamiento, 
las operaciones a cielo abierto son aquellas minas donde se explota la superficie 
utilizando una línea de explosivos. Ello, a diferencia de las operaciones de 
explotación subterránea, que son aquellas minas donde la explotación de 
recursos mineros se desarrolla por debajo de la superficie del terreno. 

Que, ambas operaciones (cielo abierto como explotación subterránea) 
comienzan con un proceso que tiene por objeto transportar el mineral a las 
respectivas áreas de molienda, esto es, aquel proceso donde se desmenuza 
el cobre y el molibdeno respectivo para, finalmente, finalizar en el proceso de 
flotación colectiva que tiene por objeto generar dos productos: el concentrado 
mixto de cobre y molibdeno y los desechos correspondientes.

En dicho marco productivo, y con fecha 20 de agosto de 2018, el Sindicato 
Unión Plantas Codelco Chile hizo efectiva una paralización luego del rechazo 
de la última oferta de la División Andina de Corporación Nacional del Cobre 
presentada el día 30 de julio de 2018.

La huelga llevada a cabo por el sindicato afectó al área de molienda del proceso 
productivo de extracción de cobre –área donde se procesa el cobre y molibdeno– 
por cuanto los 83 trabajadores huelguistas pertenecientes a la organización 
sindical se desempeñaban en dicha área del proceso productivo. En concreto, 83 
trabajadores paralizaron las áreas de molienda afectando, consecuencialmente, 
a otros 1.641 trabajadores que continuaban prestando servicios en las distintas 
áreas operativas de la empresa. 

Lo anterior, tuvo como consecuencia, que Codelco decidiera que distintos 
operadores y/o supervisores prestaran servicios análogos de trabajadores 
huelguistas en relación a: (i) turnos y/o horarios de trabajo y (ii) funciones. Ello, 
lo hizo la compañía con el objeto de que el resto de los trabajadores pudieran 
seguir prestando servicios protegiendo, consecuencialmente, su libertad de 
trabajo. En lo particular, y para realizar lo anterior, se firmaron distintos anexos de 
contratos de trabajo donde se disponía que, por todo el período de que durase 

24	 Todos los datos fueron recopilados del expediente digital causa RIT T-11-2018 del Primer 
Juzgado de Letras de Los Andes.
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la huelga (20 de agosto de 2018 hasta 27 de septiembre de 2018), el trabajador 
iba a ocuparse de un turno y labor específico que eran ejercidos por trabajadores 
huelguistas.

Con todo, se deja constancia que los trabajadores que prestaron funciones 
análogas a las de los trabajadores huelguistas eran multi-operativos por lo que 
podían realizar distintas funciones dado su cargo. En tal sentido, no se producía, 
en la especie, un cambio de funciones propiamente tal por cuanto eran funciones 
que, dado el cargo del trabajador, éstos podían ejercer. 

Producto de lo anterior, con fecha 29 de agosto de 2018, y sin perjuicio de 
las consideraciones del presente comentario, la organización sindical interpuso 
una denuncia administrativa ante la Inspección del Trabajo de los Andes 
alegando un presunto reemplazo ilegal de trabajadores en huelga de parte 
de Codelco. En lo particular, y como respuesta a lo señalado por el sindicato, el 
organismo administrativo estimó –al igual que la organización sindical– que 
existía reemplazo ilegal de trabajadores huelguistas. Al respecto, el informe de 
fiscalización Nº505/2018/304 dispuso que:

La empresa denunciada ha reemplazado con personal interno las 
funciones propias de los trabajadores afectos a la Negociación Colectiva; 
circunstancia que repercute y provoca una disminución de los efectos de 
la huelga de los trabajadores, afectándola como mecanismo de presión 
y equilibrio en el poder negociador de la organización sindical, que tiene 
por finalidad el ejercicio efectivo de la huelga25.

A raíz de las conclusiones del informe de fiscalización, la Inspección del 
Trabajo de Los Andes, con fecha 7 de septiembre de 2018, interpuso denuncia 
por práctica antisindical ante el 1º Juzgado de Letras de Los Andes por presunto 
reemplazo ilegal interno de trabajadores en huelga. 

V. Causa RIT T-11-2018 del Primer Juzgado de Letras de 
Los Andes

En la demanda respectiva, la Inspección del Trabajo estimó que el mero 
hecho de que trabajadores internos no huelguistas realizarán funciones de 
trabajadores huelguistas constituía un reemplazo ilegal en huelga sancionado 
a la luz del artículo 345 del Código del Trabajo. A mayor abundamiento, el 
organismo administrativo señaló que: 

25	 Dirección del Trabajo. Informe de fiscalización Nº505/2018/304.
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En atención a los antecedentes verificados en terreno, es posible concluir 
la conducta vulneratoria a la libertad sindical y que afecta el derecho 
de huelga de los socios del SUPLANT, en atención a que la empresa 
denunciada ha reemplazado con personal interno las funciones propias 
de los trabajadores afectos a la negociación colectiva; circunstancia 
que repercute y provoca disminución de los efectos de la huelga de los 
trabajadores, afectándose como mecanismo de presión y equilibrio en el 
poder negociador de la organización sindical, que tiene por finalidad el 
ejercicio efectivo de la huelga26  (El subrayado es nuestro).

Por su parte, en la oportunidad procesal respectiva, Codelco arguyó una 
defensa formal y una defensa de fondo. 

Respecto de los temas formales, la empresa señaló que la Inspección 
del Trabajo interpuso denuncia por práctica antisindical en sede judicial 
inmediatamente después de haber obtenido los resultados del informe de 
fiscalización, esto es, sin haber requerido previamente a la compañía el retiro de 
los presuntos trabajadores reemplazantes como exige lo previsto en los incisos 
3º y 4º del artículo 345 del Código del Trabajo que sostienen que: 

La infracción de la prohibición señalada en el inciso segundo constituye 
una práctica desleal grave, la que habilitará a la Inspección del Trabajo 
para requerir el retiro inmediato de los trabajadores reemplazantes.

En el caso de negativa del empleador para retirar a los reemplazantes, 
la Inspección del Trabajo deberá́ denunciar al empleador al Juzgado de 
Letras del Trabajo conforme a las normas establecidas en los artículos 
485 y siguientes, con excepción de lo dispuesto en el inciso sexto del 
artículo 486. (El subrayado es nuestro).

En ese sentido, la compañía se defendió señalado que no se había seguido lo 
prescrito por el ordenamiento jurídico laboral que exigía como requisito sine qua 
non –para la denuncia de prácticas desleales y/o antisindicales ante tribunales 
de justicia– que hubiere existido un requerimiento previo a la empresa de retiro 
de trabajadores reemplazantes. Sobre este punto, la contestación prescribe que: 

En conformidad a lo expuesto, la presentación de la denuncia -no 
existiendo un requerimiento a Codelco para que cese con la supuesta 
práctica de reemplazo- claramente vulnera lo dispuesto en el inciso 
tercero del artículo 345 del Código del Trabajo y, consecuencialmente, 
importa que la denunciante no haya cumplido todas las condiciones de 
legitimación establecidas por el legislador para entablar la denuncia de 

26	  Expediente causa RIT T-11-2018 del Primer Juzgado de Letras de Los Andes. Demanda. p.3.
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práctica desleal en la negociación colectiva, por lo que no se encuentra 
legitimada activamente para interponer la acción de estos autos27 .

En segundo término, respecto de los temas de fondo, Codelco argumentó que 
no existía un reemplazo ilegal de huelga, sino que, meramente, el mecanismo 
de adecuaciones necesarias consagrado en el artículo 403 letra d) del Código del 
Trabajo. En ese sentido, la empresa cuprífera se defendió argumentando que los 
anexos de contratos de trabajo firmados eran indispensables para asegurar el 
trabajo de los otros 1.641 trabajadores no huelguistas, esto es, aquellos que se 
encontraban en las áreas de relave, chancado, embalse, tolvas, entre otros. En otras 
palabras, Codelco hizo presente que la paralización de los trabajadores huelguistas 
implicaba que el proceso cátodo-extracción no se materializase, toda vez que, el 
área de molienda (área en que se desempeñaban los trabajadores huelguistas) era 
indispensable para el proceso de extracción de cobre y molibdeno.

Asimismo, Codelco defendió su postura argumentando que, en la especie, 
no se producía un cambio de funciones en atención a que los trabajadores 
presuntamente reemplazantes eran multi-operativos pudiendo ejercer las 
funciones que desempañaban los trabajadores huelguistas. En ese mismo 
sentido, Codelco también dejó constancia que las funciones a ejercer por los 
trabajadores presuntamente reemplazantes se encontraban –expresamente– 
consagradas en sus respectivos descriptores de cargo.

Por último, Codelco demostró, a lo largo del proceso judicial, que la huelga 
impetrada por el Sindicato Unión Plantas Codelco Chile había sido exitosa en 
el entendido que le había significado a la empresa cuprífera una pérdida de 
US$46.132.56228. Así las cosas, la compañía hizo ver que, sin perjuicio del 
comportamiento adoptado, la huelga realizada por la organización sindical 
habría cumplido con su objetivo, esto es, configurarse, como mecanismo de 
presión respecto de Codelco. 

Que, con fecha 15 de abril de 2019, y respaldando el tribunal de instancia lo 
esgrimido por Codelco, éste dictó sentencia rechazando la denuncia interpuesta 
por la Inspección del Trabajo según las siguientes consideraciones. 

1. Aspectos formales

Respecto de una eventual infracción del artículo 345 del Código del Trabajo, 
el tribunal optó por desestimar la argumentación vertida señalando que la 
Inspección del Trabajo, según lo dispone el inciso 5º del artículo 292 del Código 
del Trabajo, tenía la obligación de: “denunciar al Tribunal competente los hechos 

27	 Expediente causa RIT T-11-2018 del Primer Juzgado de Letras de Los Andes. Contestación. p. 4.
28	 Expediente causa RIT T-11-2018 del Primer Juzgado de Letras de Los Andes.
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que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales 
tome conocimiento” no existiendo, en definitiva, infracción alguna al artículo 
345 del Código del Trabajo. A mayor abundamiento, la sentencia prescribe que:

A juicio de este tribunal, la norma del artículo 345 del Código del 
Trabajo es imperativa para la Inspección del Trabajo en cuanto verifique 
la negativa del empleador para retirar a trabajadores reemplazantes en 
caso de huelga pero no impide la posibilidad de que la Inspección, en 
cumplimiento del mandato judicial del artículo 292 del mismo cuerpo 
legal, denuncie hechos posiblemente constitutivos de prácticas desleales 
o antisindicales de que tome conocimiento, y que deberán acreditar en 
el transcurso del proceso29 .

2. Aspectos de fondo

Que, sin perjuicio de lo anterior, respecto de la hipótesis de “adecuaciones 
necesarias”, el tribunal entendió que en el presente caso no existió un reemplazo 
ilegal de trabajadores, sino que, muy por el contrario, se materializó el 
mecanismo consagrado en el 403 letra d) del Código del Trabajo. En particular, 
un factor importante que toma en consideración el 1er Juzgado de Letras de Los 
Andes para determinar ello, fue la proporción entre trabajadores no huelguistas 
vs trabajadores huelguistas. Al respecto, la sentencia prescribe que: 

Esta argumentación no se contrapone con el set de documentos 
acompañados por el Sindicato, en cuanto solicitudes de aislación de 
equipos firmadas por los trabajadores a que hace referencia como 
“reemplazantes ilegales”, por cuanto se trata de un número reducido de 
trabajadores, comparado con la dotación completa (4 ó 5 por oposición 
a 13) de modo que perfectamente puede adjudicarse a una adecuación 
necesaria en función del total de trabajadores no huelguistas (83 
huelguistas por oposición a un total de 1724 trabajadores, esto es 1641 
trabajadores no huelguistas30 (El subrayado es nuestro).

En efecto, el juez de instancia entendió que uno de los factores relevantes a 
considerar para dilucidar si se produce una adecuación necesaria o un reemplazo 
ilegal de trabajadores es la proporción de trabajadores huelguistas y no huelguistas. 

29	 Primer Juzgado de Letras de Los Andes. Causa RIT T-11-2018, de 15 de abril de 2019. 
Considerando 8º.

30	 Primer Juzgado de Letras de Los Andes. Causa RIT T-11-2018, de 15 de abril de 2019. 
Considerando 17º.
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En ese sentido, el razonamiento jurídico del tribunal es que una huelga de 83 
trabajadores no puede afectar, de forma inviable, las funciones del resto de los 
trabajadores de una empresa protegiendo, consecuencialmente, el derecho a la 
libertad de trabajo de los empleados que no ejercieron su derecho a paralizar. 

VI. Causa rol N°320-2019 de la I. Corte de Apelaciones de 
Valparaíso

La sentencia del Juzgado de Letras fue impugnada por la denunciante 
mediante recurso de nulidad fundado en el vicio que habría cometido el 
sentenciador al infringir el artículo 478 lera b) del Código del Trabajo al 
haber sido dictada la sentencia con infracción manifiesta de las normas sobre 
apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. En lo particular, 
el recurso se fundó en que: (i) se vulneraban los principios de la sana crítica, en 
la medida, que el juez funda su decisión en cifras y porcentajes que no permiten 
entender de qué manera fueron valorados y (ii) se vulneraban los principios de la 
máxima experiencia y de la lógica porque no se explica el razonamiento jurídico 
que tuvo el tribunal para llegar a la conclusión que se producían, en la especie, 
las adecuaciones necesarias.

Respecto de dicho recurso, la I. Corte de Apelaciones de Valparaíso, en causa 
Rol N°320-2019, desechó la argumentación vertida por la Inspección Provincial 
del Trabajo de Los Andes señalando que no existió infracción manifiesta sobre 
las normas sobre apreciación de la prueba en conformidad a las siguientes 
consideraciones: (i) la Dirección del Trabajo en Ordinario N°415 señaló que 
no existía reemplazo ilegal y (ii) existía una desproporción de trabajadores 
huelguistas con no huelguistas que, a partir de las reglas de la sana crítica, 
permitía inferir que se había producido una adecuación necesaria, y no un 
reemplazo ilegal de trabajadores. En concreto, la Corte señaló que: 

La afirmación de la sentencia en cuanto a que estaban en huelga 
únicamente 83 de un total de 1724 trabajadores, lo que representa 
el 4,81 por ciento de la fuerza laboral, da cuenta de los reales efectos 
de la huelga y de las efectivas posibilidades de adecuación de la 
empresa, lo que por su clara relación con la legalidad de los reemplazos 
discutidos, debe ser considerada una razón de experiencia que se refiere 
al número de reemplazantes con los que se contaba y la cantidad de 
trabajo abandonado, lo que determina el rechazo del segundo yerro 
denunciado31 .

31	  I. Corte de Apelaciones de Valparaíso. Causa rol N°320-2019, de 28 de junio de 2019. 
Considerando 4º.
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VII. El Presente y Futuro de las Adecuaciones Necesarias

Que, sin perjuicio de lo poco exhaustivo de la sentencia del Primer Juzgado 
de Letras de Los Andes, es posible rescatar este primer precedente judicial en la 
medida que permite establecer, el primer caso de adecuaciones necesarias del 
país. En tal sentido, se valora el hecho que se haya establecido por un tribunal 
de justicia que el cambio de turno y horarios de trabajadores no huelguistas en 
el marco del proceso productivo de División Andina de Codelco no constituía un 
reemplazo ilegal de trabajadores en huelga. 

Que, con todo, el fallo del Primer Juzgado de Letras de Los Andes establece 
dos consideraciones importantes respecto de las adecuaciones necesarias que 
nos parecer interesante revisar para futuros casos de esta índole. 

En primer lugar, se dispone, de manera tácita, que el cambio de funciones 
de un trabajador multi-operativo no constituye una modificación de funciones 
propiamente tal no configurándose, a nivel de imputación, un reemplazo ilegal 
de trabajadores huelguistas, cuando dicho cambio tenga como objetivo principal 
asegurar el trabajo de trabajadores no huelguistas.    

En segundo lugar, el sentenciador tomó en cuenta –precisamente– un 
recurso más bien estadístico: consideró la proporción de trabajadores que no 
estaban involucrados en la huelga (y quiénes requerían prestar servicios: como 
se indicó, en un número que superaba los 1.600 trabajadores) respecto del 
número de supervisores sindicalizados y que se encontraban en el proceso de 
huelga: 83 trabajadores. Este factor, a la postre, fue determinante para que el 
Tribunal decidiera que en este caso no se verificaba un límite ilegal al derecho a 
huelga, sino muy por el contrario, representaba el corolario para concluir el uso 
legítimo de adecuaciones necesarias. 

Ambos elementos, creemos, ponen de manifiesto una revisión particularmente 
interesante de la figura que nos ocupa, toda vez que alude al análisis de hecho, 
revisa los alcances del derecho a huelga y lo pondera con la necesidad productiva 
de una entidad en particular y su deber de otorgar el trabajo convenido, es decir, 
pondera el ejercicio de un derecho fundamental del trabajador y lo contrasta no 
solo con el derecho de propiedad o la libertad de empresa, sino que también 
–como es el mero fin de esta figura– con el resguardo a la libertad de los 
trabajadores no sindicalizados o que no formen parte de la negociación en 
particular. Así, concluimos, tal criterio representa una visión que pudiere ser de 
utilidad para ir delimitando los alcances de la norma, y, aún más, dotarla de un 
criterio interpretativo objetivo ante los –a veces– inconmensurables límites a la 
interpretación de derechos fundamentales en sede laboral. 
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Análisis de la sentencia recaída en la causa rol 
N°2.652-2018 de la I. Corte de Apelaciones de 

Santiago

Héctor Garrido Charme

Resumen: El presente artículo tiene por objeto analizar la causa Rol 
N°2.652-2018 de la Corte de Apelaciones de Santiago que estableció 
que los trabajadores, en el marco de una huelga en un proceso de 
negociación colectiva reglada, podían acogerse, a nivel colectivo, a la 
última oferta hecha por el empleador. La relevancia del fallo deviene 
en que la Corte elabora una nueva forma de término del conflicto 
empleador-sindicato que no se encuentra establecida en la ley.  
Palabras Clave: Latam, última oferta, derecho a la huelga, negociación 
colectiva reglada, votación de la última oferta, reincorporación individual, 
contrato colectivo, piso de la negociación, derecho fundamental, Corte 
de Apelaciones. 
Sumario:  I. Introducción. II. Formas de poner término a la huelga y 
última oferta del empleador. III. Antecedentes de la causa. IV. Causa RIT 
O-2753-2018 del Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. V. 
Causa Rol Nº2652-2018, de la I Corte de Apelaciones de Santiago. VI. 
Implicancias de la sentencia dictada por la I. Corte de Apelaciones de 
Santiago en el término del proceso de negociación colectiva reglada.

I. Introducción

El proceso de negociación colectiva reglada, tal como su nombre lo indica, 
supone que dicho procedimiento debe regirse bajo ciertas reglas, las cuales 
se encuentran reguladas en el Título IV del Libro IV del Código del Trabajo. Su 
principal característica es que, una vez iniciada mediante el proyecto de contrato 
colectivo presentado por la organización sindical, ésta resulta ser obligatoria para 
el empleador. Luego, si las partes no arriban a un acuerdo dentro de los plazos 
establecidos por la normativa laboral, tal negociación colectiva contempla el 
derecho a huelga para los trabajadores, el cual debe ejercerse de forma colectiva. 
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La huelga, de acuerdo a la Corte de Apelaciones de Santiago, es un derecho 
fundamental. Sobre ello, en la causa rol N°47.032-18, de 4 de septiembre de 
2018, se dispuso lo siguiente: 

El derecho de huelga, si bien en la Constitución no tiene una 
consagración expresa, existe cierto grado de consenso, tanto por una 
parte de la doctrina nacional como por la jurisprudencia, en señalar 
que es un derecho constitucional implícito, además de reconocerle el 
carácter de derecho fundamental. No obstante, al igual que cualquier 
derecho reconocido en el ordenamiento jurídico, éste debe confluir e 
interactuar con diversos derechos, puesto que en un sistema democrático 
y pluralista no existen derechos absolutos e ilimitados, de suerte que 
este derecho se encuentra afecto a determinados límites y restricciones, 
las que deben ser interpretadas restringidamente1.

Que, a la luz de la regulación legal, una vez iniciada la huelga –de acuerdo a lo 
estipulado en el Código del Trabajo– solo podrá ponérsele término a través de la 
suscripción de un contrato colectivo de trabajo entre las partes, o bien, mediante 
la suscripción del piso de la negociación, tal como lo reconoce expresamente 
el artículo 342 del Código del Ramo2. Ahora bien, la sentencia de la Corte de 
Apelaciones, causa rol Nº2.652-2018, estableció que, una vez ejercido el derecho 
a huelga por los trabajadores, ésta podrá también terminar si éstos se acogen 
colectivamente a la última oferta efectuada por el empleador. En otras palabras, 
el fallo señala que los trabajadores huelguistas, en un proceso de negociación 
colectiva, pueden acogerse a la última oferta aún habiendo ejercido el derecho 
a huelga.

El fallo en cuestión es relevante pues establece una forma adicional de dar 
término al proceso de negociación colectiva, en el marco de una huelga, que no se 
encuentra expresamente establecido en el Código del Trabajo. Transformándose 
en una innovación jurídica jurisprudencial.

1	 I. Corte de Apelaciones de Santiago. Causa Rol N°47.032-18, de 4 de septiembre de 2018. En 
general, la mayoría de la dogmática jurídica laboral ha entendido que la huelga es un derecho 
fundamental que se puede desprender, de forma implícita, de nuestra Carta Fundamental 
(para ello ver Gamonal, 2013).

2	 El artículo 342 del Código del Trabajo dispone lo siguiente: “Durante todo el período de 
negociación, e incluso después de votada y hecha efectiva la huelga, la comisión negociadora 
sindical podrá poner término al proceso de negociación comunicándole al empleador, por 
escrito, su decisión de suscribir un contrato colectivo sujeto a las estipulaciones del piso de la 
negociación. 

	 El empleador no podrá negarse a esta exigencia, salvo en el caso a que se refiere el inciso final 
del artículo anterior. El contrato que se celebre conforme a las disposiciones de este artículo 
tendrá una duración de dieciocho meses y se entenderá suscrito desde la fecha en que la 
comisión negociadora sindical comunique su decisión al empleador”.
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Que, para analizar el fallo se seguirá el siguiente esquema de trabajo. En 
primer lugar, se analizarán las formas de poner término a la huelga. En segundo 
lugar, se detallará los antecedentes de la causa RIT O-2753-2018 del Primer 
Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. En tercer lugar, se analizará lo 
sentenciado por el Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. En cuarto 
lugar, se detallará el razonamiento jurídico de la Corte de Apelaciones en la causa 
Rol Nº2652-2018, que falla el recurso de nulidad interpuesta en contra de la 
sentencia del Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Y, por último, se 
verán las implicancias que trae aparejado lo resuelto por la Corte de Apelaciones.

 

II. Formas de poner término a la huelga y última oferta 
del empleador

Tal como se ha señalado en el capítulo anterior, una vez que el empleador 
y la organización sindical no han podido arribar a buen puerto durante el 
proceso de negociación colectiva reglada, para efectos de establecer condiciones 
comunes de trabajo y remuneraciones, nace para el sindicato la opción de ejercer 
el derecho a huelga. Una vez iniciada la huelga, se paraliza temporalmente el 
trabajo como medida de presión al empleador, y se suspende la ejecución del 
contrato individual de trabajo y con ello, la remuneración de los trabajadores 
afectos a la huelga.

En tal sentido, nuestra normativa laboral dispone que el proceso de 
negociación colectiva sea conclusivo –incluso luego de hecha efectiva la huelga– 
y para eso dispone de dos supuestos específicos: mediante la suscripción del 
contrato o convenio colectivo o mediante la suscripción del piso de la negociación, 
según lo dispone el artículo 342 del Código del Trabajo. 

Mientras que la suscripción del contrato o convenio colectivo, es aquel 
celebrado por uno o más empleadores y una o más organizaciones sindicales, 
con el objeto de establecer condiciones comunes de trabajo y remuneraciones 
por un determinado tiempo, la suscripción del piso de la negociación será aquel 
instrumento colectivo que la comisión negociadora sindical impone –por tanto, 
como medida unilateral en cualquier momento del proceso de negociación, 
incluso cuando ha sido hecha efectiva la huelga– al empleador, suscribiéndose 
un nuevo instrumento con las estipulaciones incluidas dentro del piso de la 
negociación. Ahora bien, para entender mejor este punto, de acuerdo lo señalado 
en su jurisprudencia administrativa, la Dirección del Trabajo, a través de Ordinario 
Nº5781/93, de 1 de diciembre de 2016, respecto al piso de la negociación se 
indica que:
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“A partir de la norma preinserta (artículo 336 del Código del Trabajo), 
el legislador ha pretendido garantizar un estándar mínimo mediante 
el ofrecimiento de un determinado piso que asegure a los trabajadores 
mantener los beneficios de que gozan hasta ese momento, sea por la 
vía de un instrumento colectivo o de un contrato individual, incluyendo, 
en este último, los beneficios que –no constando por escrito– hayan 
sido otorgados de manera regular y periódica por el empleador”3 (El 
subrayado es propio).

En síntesis, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 336 del Código 
del Trabajo, el legislador ha dispuesto expresamente que el empleador en su 
respuesta al proyecto de contrato colectivo del sindicato, deberá ofrecer un 
determinado piso que “asegure a los trabajadores mantener los beneficios de que 
gozan hasta ese momento”, ya sea mediante un instrumento colectivo vigente 
o a través de un contrato individual al cual estuvieren afectos los trabajadores. 
El profesor Luis Lizama Portal sostiene respecto del piso de la negociación 
que “Se trata de un ‘contrato colectivo forzado’ porque el empleador no podrá 
negarse a esta exigencia hecha por su contraparte, salvo que pueda acreditar 
que las circunstancias económicas de la empresa justifican una rebaja del piso 
de negociación”4. Luego, según lo expuesto, la organización sindical podrá, en 
cualquier momento del proceso de negociación colectiva reglada, incluso una 
vez hecha efectiva la huelga, suscribir el piso de la negociación.

En relación a la última oferta del empleador, ésta se encuentra regulada 
en el artículo 346 del Código del Trabajo5. Según también explica el profesor 
Luis Lizama: “Dentro de las formalidades insertas en el proceso de negociación 
colectiva reglada, el legislador prevé que el empleador tenga derecho a efectuar 
una última oferta, la cual por definición corresponderá al instrumento formalizado 
que dé cuenta de la propuesta final de este relativa al contenido normativo 
pretendido como contrato colectivo, informada en la oportunidad y según los 

3	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº5781/93, de 1 de diciembre de 2016.
4	 Lizama, 2016: 100.
5	 El artículo 346 del Código del Trabajo dispone lo siguiente: “El empleador, con a lo menos 

dos días de anticipación al inicio del período en que se puede hacer efectiva la votación de la 
huelga, podrá presentar a la comisión negociadora sindical una propuesta formal de contrato 
colectivo denominada ‘última oferta’. Esta propuesta deberá estar contenida en un documento 
suscrito por la comisión negociadora de la empresa. En la micro y pequeña empresa bastará 
que la última oferta sea firmada por uno de los miembros de la comisión negociadora de la 
empresa. 

	 A falta de última oferta, aquella estará constituida por la propuesta formal más próxima al 
vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior. De no existir propuestas formales, se 
tendrá por última oferta la respuesta del empleador. 

	 La última oferta podrá ser informada por el empleador por escrito a todos los trabajadores 
involucrados en la negociación a través de mecanismos generales de comunicación”.
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requisitos de publicidad que señala la ley a los trabajadores involucrados en la 
negociación”6.

Conforme al artículo 346 del Código del Trabajo, la última oferta deberá 
presentarse a la comisión negociadora sindical, con a lo menos dos días de 
anticipación al inicio del período en que se puede hacer efectiva la huelga. 
Asimismo, dicha propuesta formal, deberá estar contenida en un documento 
suscrito por la comisión negociadora de la empresa. Por otra parte, en cuanto 
a su publicidad, la última oferta podrá ser informada por el empleador por 
escrito a todos los trabajadores involucrados en la negociación colectiva, a través 
de mecanismos generales de comunicación. Para entender a qué se refiere el 
término “mecanismos generales de comunicación”, el profesor Luis Lizama 
sostiene: “Esta última denominación no es definida por el CT, por lo que quedarán 
comprendidas todas las vías que permitan la comunicación efectiva de la misma, 
y en particular: (a) la entrega material del documento a cada trabajador y (b) el 
envío de un archivo computacional a la casilla registrada de cada trabajador en 
formato que permita su simple lectura; esto sin perjuicio de complementar las 
vías antes señaladas mediante la publicación de esta última oferta en al menos 
dos sitios visibles y de acceso común al interior de la empresa tal como lo disponía 
el derogado art. 372 del CT”7.

En cuanto a la votación de la huelga, de acuerdo a lo señalado en el artículo 
350 del Código del Trabajo, una vez entregada la última oferta del empleador, 
la votación se realizará en forma personal, secreta y ante un ministro de fe. Los 
votos serán impresos y deberán emitirse con las expresiones de “última oferta del 
empleador” o “huelga”. Luego, la última oferta o la huelga deberán ser acordadas 
por la mayoría absoluta de los trabajadores socios de la organización sindical.

Finalmente, estrictamente relacionado con la última oferta se encuentra 
el concepto establecido en el artículo 357 del Código del Trabajo, relacionado 
con el derecho a reincorporación individual del trabajador. En efecto, una vez 
hecha efectiva la huelga, los socios de la organización sindical podrán ejercer el 
derecho a reincorporarse individualmente a sus labores a partir del decimosexto 
día de iniciada aquélla o al día trigésimo, dependiendo del cumplimiento de los 
requisitos estipulados en el citado artículo 357. En ambos casos, los trabajadores 
que opten por reincorporarse individualmente a sus funciones, lo harán en las 
condiciones contenidas en la última oferta del empleador y a partir de dicho 
momento, dichos trabajadores no se encontrarán afectos al instrumento colectivo 
que dicha negociación colectiva diere lugar.

6	 Lizama, 2016: 97.
7	 Lizama, 2016: 98.
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III. Antecedentes de la causa

El Sindicato de Tripulantes de Cabina de la Empresa Lanexpress (T.A.S.A.), 
desarrolló durante el año 2018 un proceso de negociación colectiva reglado 
con su empleadora Transporte Aéreo S.A., conocida también como Lanexpress o 
Latam (y en adelante también la “Compañía” o la “Empresa”), y luego de llegado 
el plazo para efectuar la última oferta del empleador, la organización sindical 
decidió ejercer su derecho a huelga. 

Transcurridos algunos días de hecha efectiva la huelga, la referida organización 
sindical aprobó mayoritariamente en asamblea especialmente convocada para 
dichos efectos, suscribir la última oferta efectuada por el empleador. No obstante 
lo anterior, la empresa consideró que la organización sindical no habría cumplido 
con los requisitos y normativas establecidas expresamente en el procedimiento 
de negociación colectiva reglada en el Código del Trabajo, al haber terminado 
la huelga y suscrito la última oferta formulada por la empresa, no siendo esto 
último posible. A mayor abundamiento, la empresa argumentó que no podría 
dar por terminada la huelga, mientras la Dirección del Trabajo no se pronunciara 
específicamente sobre dicha situación, ante una consulta realizada a dicho 
Servicio.

Por otra parte, el sindicato refutó el argumento esgrimido por la empresa, 
señalando que se trataba de una posición inexplicable, pues durante la huelga 
o cuando ésta terminase, es la organización sindical quien decide que acción 
tomar, no correspondiendo en ningún caso a la empresa determinar si la 
huelga se ha depuesto o no. Asimismo, la organización sindical expresó que la 
decisión de suscribir la última oferta del empleador se encuentra enmarcada 
en el procedimiento de negociación colectiva reglada regulado expresamente 
en el Libro IV del Código del Trabajo, en el cual se permitiría acordar la misma, 
constituyendo el instrumento colectivo propuesto por la empresa, aceptado 
y firmado por la organización sindical bajo mandato expreso de la mayoría 
absoluta de su asamblea.

IV. Causa RIT O-2753-2018 del Primer Juzgado de Letras 
del Trabajo de Santiago

En la presente demanda, el Sindicato de Tripulantes de Cabina de la Empresa 
Lanexpress (T.A.S.A.), indicó que el término de la huelga dispuesta por dicha 
organización era legal y se ajustaba a la legislación, por cuanto:
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La huelga está reconocida como un derecho de los trabajadores, en 
el artículo 19 Nº16 de la Constitución, que si bien la prohíbe respecto 
de determinados trabajadores, tanto la doctrina como la Excma. Corte 
Suprema, han estimado que supone reconocerla para el resto de los 
trabajadores. También ha quedado reconocida expresamente en la 
reciente reforma al Código del Trabajo, que en su art. 345 señala que 
‘la huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los 
trabajadores’.

Toda regulación del Código del Trabajo deja en claro que la huelga debe 
ser aprobada por los trabajadores, en votación secreta y ante ministro de 
fe. Lo mismo señala cuando deben pronunciarse sobre una nueva oferta 
de la empresa, en que radica en la asamblea la decisión de mantener o 
deponer la huelga.

Es inaceptable la pretensión de la empresa de determinar por su cuenta 
que la huelga continúa. Es un grave atentado a la autonomía sindical, 
principio transversal de la libertad sindical, reconocido en la norma 
constitucional del artículo 19 Nº198.

Como es posible advertir, el Sindicato de Tripulantes de Cabina de la Empresa 
Lanexpress (T.A.S.A.), concluyó que, dado que la huelga es un derecho que se 
ejerce de forma colectiva por todos los socios de una organización sindical y, en 
el mismo sentido, ante la figura de una nueva oferta del empleador, según se 
establece en el artículo 356 del Código del Trabajo, es el propio sindicato quien 
también de forma colectiva tomaría la decisión de mantener o deponer la huelga, 
resultaba lógico que en cualquier momento de la huelga la organización sindical 
de forma colectiva pudiere terminar la huelga suscribiendo la última oferta del 
empleador.

Conforme argumenta la mencionada organización sindical, la empresa 
Transporte Aéreo S.A., objetó la tesis del sindicato reclamante, señalando que 
la suscripción de la última oferta de forma colectiva una vez hecha efectiva la 
huelga no se condice con las reglas vigentes en materia de negociación colectiva. 
Así, la contestación de la demanda sobre este asunto señala:

Como bien sabe S.S., una de las modificaciones que introdujo la reforma 
laboral fue precisamente la supresión de la vigencia permanente de la 
última oferta del empleador. En la actual regulación, la última oferta se 
agota con su votación en la asamblea sindical. Votada y aceptada, se 
transforma en el instrumento colectivo. Votada y rechazada, caduca, salvo 

8	 Expediente causa RIT O-2753-2018 del 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. 
Demanda. p. 6.
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para efectos de la reincorporación individual por expresa disposición 
legal.

Cosa distinta ocurre con el así llamado ‘piso mínimo’, figura introducida 
por la misma reforma, que ha de estar contenido en la contestación 
al proyecto de negociación. Es este piso mínimo el que ahora tiene 
vigencia permanente.

Asimismo, es distinta la situación de las técnicamente llamadas ‘nuevas 
ofertas’, que un empleador puede formular en períodos específicos una 
vez iniciada la huelga9 (El subrayado es propio).

En el mismo sentido, la Compañía sostuvo que la facultad conferida al 
sindicato sería la suscripción del piso de la negociación el cual puede tomarse 
por el sindicato en cualquier momento, incluso una vez hecha efectiva la huelga, 
mas no el acogerse a la última oferta, señalando:

Bajo el nuevo régimen de negociación colectiva, la comisión negociadora 
sindical tiene el derecho de suscribir en cualquier tiempo el piso de la 
negociación, incluso después de votada y hecha efectiva la huelga. A 
tal efecto, bastará que lo comunique por escrito al empleador, en cuyo 
caso se entenderá suscito el instrumento colectivo desde la fecha de la 
comunicación (Art. 342 CT). Por ende, es el piso de la negociación el que 
se mantiene vigente durante el curso de la misma, y para suscribir éste 
es que basta una comunicación escrita al empleador10 (El subrayado es 
propio).

Finalmente, la Empresa tomó como fundamento lo dictaminado por la 
Dirección del Trabajo en su Ordinario Nº2044, de 27 de abril de 2018, el cual 
planteó que las formas de poner término a la negociación colectiva reglada son 
a través de la suscripción del contrato colectivo o bien, por la suscripción del 
piso de la negociación, sin perjuicio de la posibilidad de los trabajadores que se 
encuentren en huelga y decidan reincorporarse individualmente a sus labores en 
las condiciones contenidas en la última oferta. En efecto, dicho ordinario señala:

Sobre la base de los antecedentes señalados, es posible colegir que 
existe una controversia entre las partes respecto a la naturaleza jurídica y 
efectos de la comunicación realizada por el Sindicato individualizado, y si 

9	 Expediente causa RIT O-2753-2018 del 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. 
Contestación. p. 14.

10	 Expediente causa RIT O-2753-2018 del Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. 
Contestación. p. 20.



Héctor Garrido Charme [111]

esta comunicación podría producir el efecto de terminar la negociación 
colectiva y la huelga.

Con todo, en opinión de este Servicio, la comunicación del Sindicato no 
produciría el efecto de poner término a la huelga actualmente vigente, 
toda vez que la última oferta de la empresa de fecha 23 de marzo de 
2018 fue rechazada en su oportunidad por la mayoría absoluta de 
los trabajadores, conforme a la doctrina de este Servicio contenida en 
Dictamen Ord. 0441/0007 de 25.01.201711.

Posteriormente, con fecha 25 de septiembre de 2018, el Primer Juzgado de 
Letras del Trabajo de Santiago tomó en consideración los hechos expuestos por 
la empresa demandada y dictó sentencia rechazando la demanda deducida por 
el Sindicato de Tripulantes de Cabina de la Empresa Lanexpress (T.A.S.A.), según 
las consideraciones que se indican a continuación.

En primer lugar, en lo referido al procedimiento de negociación colectiva 
reglada contenida en el Título IV del Código del Trabajo, de acuerdo a lo 
expresamente estipulado en las disposiciones ahí establecidas respecto de 
las formas de poner término a dicho procedimiento, el Tribunal de instancia 
concluyó:

Lo primero es que se mantiene durante toda la negociación el derecho 
a la suscripción del piso de la negociación, contenido en el artículo 342, 
y que puede hacerse efectivo por la comisión negociadora del sindicato 
incluso después de hecha efectiva la huelga. También que la última 
oferta del empleador se aprueba o se rechaza, que es lo que sucedió en 
el caso, dando lugar a la huelga, y que con posterioridad el empleador 
puede presentar una nueva oferta y someterse a votación. Como se 
advierte, en ninguna de las disposiciones señaladas se tiene que la 
última oferta del empleador sea la que se mantiene vigente, como ha 
estimado –equivocadamente a juicio de esta sentenciadora– el sindicato 
demandante, error que pudo producirse al tenerse en vista la antigua 
legislación, máxime si al inicio de la demanda se afirma que ‘la última 
oferta no ha sido retirada ni dejada sin efecto por la empresa’, en directa 
alusión a la antigua legislación, modificada por la entrada en vigencia 
de la Ley 20.94012.

11	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº2044, de 27 de abril de 2018.
12	 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Causa RIT O-2753-2018, de 25 de septiembre 

de 2018. Considerando 12º.
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En el mismo sentido, el Tribunal entendió que no existe tal supervivencia 
de la última oferta –como planteó la organización sindical– ante la posibilidad 
de reincorporarse individualmente en las condiciones establecidas de la última 
oferta, señalando:

La norma plantea la posibilidad individual precisamente porque la 
entidad colectiva no cuenta con tal facultad, dado que la ley no se la 
otorga expresamente; y que por su parte el Sindicato ha hecho una 
lectura e interpretación errónea de las normas al no considerarlas de su 
conjunto y al excluir de su análisis el artículo 34213.

Finalmente, la sentenciadora diferenció entre los conceptos de última oferta 
según se establece en el artículo 346 del Código del Trabajo y el de la nueva 
oferta, estipulada en el artículo 356, los cuales difieren en cuanto al momento 
en que nacen así como sus efectos al ser rechazados, reforzando su argumento 
contra la pretensión contenida en la demanda, exponiendo:

Como último argumento para desechar la demanda se encuentra la 
existencia tampoco discutida de la existencia de una nueva oferta del 
empleador, posterior a la denominada “última oferta”, con fecha 18 
de abril de 2018, que fue rechazada con fecha 20 de abril de 2018. 
Cabe señalar que dado que la ley actual no establece expresamente la 
subsistencia de la última oferta, la existencia de la nueva oferta viene a 
reforzar todo lo ya razonado, pues sin duda, si la última oferta pervive, 
no se comprende que se vote la nueva oferta y la ley no contemple la 
posibilidad de elegir entre una y otra, que sería lo lógico en la tesis de la 
demandante. La demandante plantea que la nueva oferta es transitoria, 
sin embargo, la norma no lo señala expresamente, y sí determina que 
se trata de un derecho del empleador, y dado que el rechazo provoca 
idénticas consecuencias que el rechazo a la “última oferta”, no logra 
distinguirse el fundamento diferenciador14.

En consecuencia, el Tribunal de instancia entendió que existe una diferencia 
fundamental entre el derecho colectivo que puede ejercer el sindicato con el 
derecho individual que puede ejercer uno de sus socios de forma individual. 
En tal sentido, el hecho de que la organización sindical haya comunicado a la 
empresa su decisión de poner término a la huelga mediante la suscripción de 

13	 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Causa RIT O-2753-2018, de 25 de septiembre 
de 2018. Considerando 13º.

14	 1er Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Causa RIT O-2753-2018, de 25 de septiembre 
de 2018. Considerando 16º.
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la última oferta de manera colectiva, no resultaba procedente, pues legalmente 
debió haber terminado mediante la suscripción de un contrato colectivo o del 
piso de la negociación, lo que no obstaba al derecho subsistente de acogerse 
a la última oferta del empleador, la que en cualquier caso mantendría sólo 
exigibilidad en el plano individual ante el ejercicio del derecho de los trabajadores 
de reincorporarse a sus labores.

V. Causa Rol N°2.652-2018 de la I. Corte de Apelaciones 
de Santiago

Que, respecto de la sentencia del Primer Juzgado de Letras de Santiago, el 
Sindicato de Tripulantes de Cabina de la Empresa Lanexpress (T.A.S.A.) interpuso 
recurso de nulidad por la infracción del artículo 477 inciso primero del Código 
del Trabajo, por cuanto en la sentencia se habrán infringido sustancialmente 
derechos o garantías constitucionales, o aquélla se hubiere dictado con 
infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del 
fallo. En particular, el recurso se funda en que el Tribunal: (i) ha incurrido en 
una interpretación y aplicación errónea de las normas que regulan el proceso 
de negociación colectiva, en particular, en la regulación de la “última oferta”, (ii) 
en las formas en que las partes pueden poner término al proceso de negociación 
colectiva, afectando gravemente los principios de libertad sindical y autonomía 
sindical, y (iii) afecta los principios que informan la negociación colectiva, como 
la buena fe conducente a que las partes eviten conductas que entorpezcan las 
opciones de entendimiento, y se logre una solución justa y pacífica.

Respecto de dicho recurso, la Corte de Apelaciones de Santiago, en causa 
rol Nº2.652-2018, desechó la argumentación de la empresa y del tribunal 
de instancia, en cuanto si bien reconoce que la normativa laboral vigente no 
contempla la posibilidad de que una vez hecha efectiva la huelga, ésta pueda 
terminar por la opción del sindicato de suscribir la última oferta, como sí lo 
hace expresamente respecto de la suscripción del contrato colectivo o piso de la 
negociación, igualmente podrá también terminar si el sindicato tomare la última 
oferta del artículo 346 del Código del Trabajo. En concreto, la Corte señaló:

Que en este entendido, no es noticia que la Constitución Política de 
la República consagra el principio de libertad sindical en el artículo 
19 Nº19, en su esfera positiva y negativa así como el derecho a 
sindicalización y la autonomía colectiva de las organizaciones sindicales 
[…] Esta consagración constitucional lleva aparejado una interpretación 
acorde a la esencia del derecho, mediante una comprensión amplia del 
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mismo, en atención al derecho humano15.

Como es posible advertir, la Corte de Apelaciones de Santiago, determinó 
que, al encontrarse consagrado constitucionalmente el principio de libertad 
sindical y ser, por ende, un derecho fundamental, tanto la negociación colectiva 
como la huelga deben ser mirados de manera amplia, lo cual permite que las 
organizaciones sindicales puedan cumplir sus funciones de manera adecuada 
en post de su rol protector respecto de sus socios. En el mismo sentido, indicó:

Que luego de lo dicho y volviendo a la interrogante planteada, solo cabe 
concluir que por tratarse la huelga de un recurso que la ley consagra a 
los trabajadores, este derecho ostenta como único titular, en este caso, al 
sindicato, quien por lo mismo tiene siempre en sus manos la decisión de 
terminar la huelga y volver a trabajar16.

En el mismo sentido, reiteró su deducción en cuanto a la posibilidad de terminar 
la huelga suscribiendo la última oferta en base a la autonomía sindical, indicando:

Que, en consecuencia, solo puede concluirse la validez y legalidad de la 
determinación del sindicato, sin necesidad de supeditar su decisión de 25 
de abril de 2018 a la aprobación de quienes carecen de la titularidad de ese 
derecho, pues de aceptarse tal posibilidad resultaría contrario al derecho a 
asociación garantizado constitucionalmente, viendo mermado el ejercicio 
en plenitud de las finalidades del ente sindical que de pleno derecho 
representa a sus afiliados en el proceso de negociación colectiva y que a raíz 
de esa misma investidura puede notificar la conclusión de la huelga17.

Por consiguiente, la Corte de Apelaciones de Santiago dispuso que el hecho 
que no exista norma expresa en nuestro Código del Trabajo para poner término 
a la huelga suscribiendo de forma colectiva la última oferta no la transforma en 
una opción prohibida y, en consecuencia, no sería un impedimento para hacerlo 
por cuanto la organización sindical es titular de ese derecho, pudiendo, ejercerlo 
en atención al interés de sus socios conforme lo permite la autonomía y libertad 
sindical, con lo cual –asienta– se obtendría finalmente una solución pacífica al 
conflicto.

15	 I. Corte de Apelaciones de Santiago. Causal Rol Nº2.652-2018, de 02 de julio de 2019. 
Considerando 7º.

16	 I. Corte de Apelaciones de Santiago. Causal Rol Nº2.652-2018, de 02 de julio de 2019. 
Considerando 11º.

17	 I. Corte de Apelaciones de Santiago. Causal rol Nº2.652-2018, de 02 de julio de 2019. 
Considerando 12º.



Héctor Garrido Charme [115]

VI. Implicancias de la sentencia dictada por la I. Corte 
de Apelaciones de Santiago en el término del proceso de 

negociación colectiva reglada

Nuestro Código del Trabajo trata de forma expresa las modalidades legales 
para poner término al procedimiento de negociación colectiva reglada, siendo 
ellos la suscripción del contrato colectivo por ambas partes y el derecho a 
la suscripción del piso de negociación, independiente de la posibilidad de 
la reincorporación individual o “descuelgue”, de cada trabajador socio de la 
organización sindical una vez hecha efectiva la huelga, la cual significará que 
dicho trabajador se reincorporará a sus funciones con los términos ofrecidos en 
la última oferta del empleador.

Por otra parte, nuestra normativa laboral establece en el artículo 356 del 
Código del Trabajo la nueva oferta del empleador, la cual constituye otra forma 
de expresión de la voluntad colectiva de la organización sindical para terminar 
con la huelga, si ésta la acepta por la mayoría absoluta de los trabajadores 
involucrados en la negociación.

En todos estos casos mencionados, se produce término a la huelga debiendo 
los trabajadores socios del sindicato reincorporarse a sus funciones al día 
siguiente de concluida la misma, en su jornada habitual.

No obstante lo anteriormente expuesto, la suscripción del contrato colectivo, 
la suscripción del piso de la negociación, la suscripción de la nueva oferta del 
empleador, o bien, la reincorporación individual de los trabajadores a sus 
funciones, pareciera ser que no son las únicas formas de poner fin al proceso de 
negociación colectiva reglada o de poner término a la huelga, pues de acuerdo 
a la ya analizada sentencia de la I. Corte de Apelaciones de Santiago, razona 
y cambia el criterio, señalando que de acuerdo al derecho de la autonomía y 
libertad sindical que tiene cada organización sindical, en los casos que éstas 
puedan encontrarse ejerciendo su derecho a huelga ésta última podrá terminar 
además de las modalidades legales señaladas mediante el allanamiento 
colectivo a la última oferta del empleador, establecida en el artículo 346 del 
Código del Trabajo.

Con todo, con fecha 27 de abril de 2020, la Excma. Corte Suprema ha 
declarado inadmisible el recurso de unificación de jurisprudencia interpuesto 
en contra de la citada sentencia dictada por la I. Corte de Apelaciones de 
Santiago, deducido por la empresa Transporte Aéreo S.A., que como hemos 
visto en el presente análisis, declara que el término de la huelga acordada por 
la organización sindical que suscribe la última oferta es legal, debido a que la 
situación de hecho que motivó la sentencia impugnada no es comparable con la 
sentencia que dio lugar al fallo involucrado como contraste, pues versan sobre 
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situaciones fácticas distintas que no la hacen homologable a la impugnada para 
los fines de la unificación.

Finalmente, en relación al fondo de lo sentenciado por la I. Corte de 
Apelaciones de Santiago, esto es, permitirle a la organización sindical poner 
término a la huelga mediante la suscripción de la última oferta que establece 
el artículo 346 del Código del Trabajo, nos parece que su análisis no se ajusta a 
derecho al otorgar dicha posibilidad, pues como se ha señalado previamente, 
las formas de poner término a la negociación colectiva o a la huelga son claras 
y se encuentran señaladas expresamente en el Código del Trabajo, como hemos 
advertido. Adoptar cualquier otra medida que no se encuentre reconocida 
expresamente en nuestra legislación para poner término a la huelga, como por 
ejemplo, suscribir la última oferta rechazada por los trabajadores socios de una 
organización sindical, no permite otorgar certeza jurídica a las partes en cuanto 
a cómo proceder en cada una de las etapas de la negociación colectiva reglada, 
quitando además toda relevancia a las alternativas legales que tienen las 
partes como opción para poner fin al proceso de negociación colectiva reglada, 
generando dudas o desconfianza en dicho proceso.
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Análisis de la sentencia recaída en la causa 
RIT O-7412-2018 del Segundo Juzgado De Letras 
del Trabajo de Santiago. Un análisis desde la 

perspectiva normativa de la cláusula tácita del 
contrato de trabajo

Felipe Correa Bravo

Resumen: Uno de los requisitos para la configuración de una cláusula 
tácita en materia laboral es que la obligación que se genera por la misma 
tenga origen en la voluntad de las partes. Es por esto, que habitualmente 
el análisis se sitúa en un plano fáctico, observándose la conducta de las 
partes a través del tiempo. 
Por lo expuesto, en este artículo se analiza la existencia y requisitos de 
tales cláusulas, a partir de un inédito fallo del 2º Juzgado de Letras del 
Trabajo de Santiago del año 2019, que realizando un análisis normativo 
dictaminó la inexistencia de una cláusula tácita en el contrato de 
trabajo, cuando existían antecedentes normativos de por medio. En lo 
fundamental, el fallo estableció que la voluntad de una de las partes de 
la relación contractual no surgió de una voluntad espontánea sino, más 
bien, del cumplimiento de la ley. 
Palabras Clave: contrato de trabajo, cláusulas tácitas, voluntad de 
las partes, consentimiento, reiteración en el tiempo, Ley Nº20.823, 
trabajadores de Hotel, dictámenes Dirección del Trabajo.  
Sumario: I. Introducción. II. Las cláusulas Tácitas en nuestro 
ordenamiento jurídico laboral. III.  Causa RIT O-7412-2018 del 2do 
Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago IV. Causa Rol N°1744-2019 
de la I. Corte de Apelaciones de Santiago. V. Consideraciones finales a 
raíz de la sentencia causa RIT O-7412-2018 del 2do juzgado de letras del 
trabajo de Santiago. 
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I. Introducción

El día 7 de abril del año 2015 entró en vigencia la Ley N°20.823, dicha 
normativa tuvo por objeto mejorar las condiciones laborales y familiares de 
los trabajadores del comercio. Para tales efectos, modificó al artículo 38 inciso 
segundo del Código del Trabajo, estipulando en este mismo que las horas 
trabajadas en días domingo serían remuneradas con un recargo del 30%. 
Asimismo, incorporó el artículo 38 bis al mismo cuerpo legal, estableciendo 
en éste que los trabajadores del N°7 del artículo 38, tendrían derecho a siete 
domingos adicionales de descanso durante cada año de vigencia del contrato. 

Si bien, la norma surgió con la clara intención de fijar su ámbito de aplicación 
exclusivamente en los dependientes del comercio, lo cierto es que en la práctica 
no ocurrió aquello de forma inmediata, ya que, en cuanto la misma entró en 
vigencia, sus efectos se extendieron a otros rubros de la actividad económica, 
y por lo mismo resultó necesaria la intervención de la Dirección del Trabajo, 
quien, a través de diversos dictámenes, terminó circunscribiendo el ámbito de 
aplicación de la norma al sector comercio. 

En efecto, el rubro hotelero tuvo una aplicación de la Ley Nº20.823 en el 
sentido antes descrito, ya que, al momento de entrar en vigencia esta última, los 
beneficios se extendieron en los trabajadores del sector en razón de un primitivo 
dictamen del año 19941. En concreto, la Dirección del Trabajo había establecido 
que los dependientes de hoteles estaban comprendidos dentro del Nº7 del 
artículo 38. Luego, mediante un nuevo dictamen el día 3 de octubre de 20162, la 
entidad administrativa modificó la postura inicialmente sostenida en el año 1994, 
declarando que los trabajadores de hoteles estaban comprendidos en el Nº2 y no 
en el Nº7, por lo que la Ley Nº20.823 no recibía aplicación en este sector.  

El fallo que se analizará en este trabajo (causa RIT O-7412-2018, del Segundo 
Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago) tuvo lugar precisamente en ese periodo 
de indefinición interpretativa considerando que su discusión y tramitación se dio 
en el período que va entre abril de 2015 y octubre de 2016. Así, la discusión 
existente en dicho juicio versó en torno a si los beneficios remuneracionales y de 
descanso que el Hotel Atton el Bosque otorgó a sus dependientes en dicha época, 
basados en la Ley Nº20.823 y en la aplicación de ésta mediando el dictamen 
de 1994 (que –como indicamos– posteriormente fue dejado sin efecto a contar 

1	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº2354/110, de fecha 18 de abril de 1994. 
2	 Dirección del Trabajo. Ordinario Nº4915/76, de fecha 03 de octubre de 2016. El Ordinario 

concluye lo siguiente: “En consecuencia, sobre la base de las disposiciones legales citadas, 
y consideraciones formuladas, cúmpleme informar a Ud. que se acoge parcialmente la 
reconsideración del Dictamen Nº2354/110 de 18.04.1994, en el sentido que todos los 
trabajadores de los establecimientos hoteleros, para los efectos de autorizar su desempeño 
en días domingo o festivos, y la regulación de sus descansos compensatorios, se encuentran 
comprendidos en el numeral 2 del inciso 1º del artículo 38 del Código del Trabajo”.
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de noviembre de 2016) constituían una cláusula tácita del contrato de trabajo. 
En lo fundamental, el tribunal de instancia, resolviendo si cabía establecer la 
existencia de una cláusula tácita donde existían antecedentes normativos de por 
medio, dictaminó su inexistencia, cuestión que posteriormente fue ratificado por 
la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, al rechazar el recurso de nulidad 
presentado por la parte demandante. 

Conforme a lo expuesto, la importancia de la sentencia en comento radica 
en que el análisis de la existencia de las cláusulas tácitas referidas cuando éstas 
surgen de un plano estrictamente normativo, a diferencia de lo que ocurre 
habitualmente, donde la discusión se sitúa en un plano meramente fáctico, toda 
vez que, las denominadas cláusulas tácitas obedecen a los efectos derivados de 
conductas observadas y reiteradas entre las partes obligadas. Por esto, y dado lo 
inédito de este fallo, el presente artículo tiene por objeto dilucidar si el mismo 
circunscribió adecuadamente los requisitos que configuran una cláusula tácita, 
o bien, interpretó las mismas restrictivamente, en desmedro de los trabajadores 
del Hotel Atton el Bosque, lo que en definitiva significará analizar si la sentencia 
tiene fundamentos jurídicos sólidos que la sustenten. 

Para cumplir con el objetivo trazado será necesario revisar, antes que todo, 
los requisitos tanto doctrinales como jurisprudenciales de las cláusulas tácitas. 
Luego, se entrará al análisis de la sentencia, mencionando en este apartado 
las alegaciones y defensas de cada una de las partes, así como también 
el razonamiento jurídico de los tribunales en cada una de las instancias 
donde se discutió la causa. Finalmente, en el último capítulo se establecerán 
consideraciones finales de este fallo, oportunidad en la que nos haremos cargo 
de los fundamentos jurídicos que permitirían sostener la conclusión de la 
sentencia, en torno a la inexistencia de una cláusula tácita. 

II. Las cláusulas tácitas en nuestro ordenamiento 
jurídico laboral   

El contrato de trabajo, por definición, corresponde a un acto jurídico bilateral 
de carácter consensual, toda vez que, para nacer a la vida jurídica requiere 
únicamente del acuerdo de voluntades3. Y es que el requisito de escrituración 
del mismo únicamente constituye una solemnidad por vía de prueba, lo que 
significa que no se requiere para que el mismo nazca a la vida jurídica4. En 
efecto, el artículo 9 del Código del Trabajo dispone a este respecto: 

3	 En general, la mayoría de la dogmática jurídica entiende que el contrato de trabajo es 
consensual, sin embargo, parte de la doctrina ha sugerido que el contrato de trabajo, en la 
práctica, es solemne (Humeres, 2009: 118).

4	 Macchiavelllo, 1986: 131
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El contrato de trabajo es consensual, deberá constar por escrito en los 
plazos a que se refiere el inciso siguiente, y firmarse por ambas partes en 
dos ejemplares, quedando uno en poder de cada contratante.

A raíz de la consensualidad y la bilateralidad del contrato de trabajo, es que 
en nuestro ordenamiento jurídico laboral han tenido cabida las denominadas 
“cláusulas tácitas”. Estas últimas consisten fundamentalmente en que la relación 
laboral no sólo está constituida por aquello que expresamente se estipula en 
el respectivo contrato, sino que también por las estipulaciones que aún sin 
expresarse las partes consienten, al menos tácitamente, en la medida que 
cumplan con determinados requisitos: se traten de comportamientos habituales 
y reiterados en el tiempo. Con todo, vale la pena la prevención que una cláusula 
tácita no se trata simplemente de beneficios que no se escrituran, ya que, si bien 
esto constituye una de las características de la mismas, lo definitorio y relevante 
para identificar una de ellas es que las partes consientan libre y espontáneamente 
en que los mismos formen parte de la relación laboral, pues dado el carácter 
bilateral del contrato de trabajo, la autonomía de la voluntad adquiere total 
prevalencia. 

Respecto de sus elementos, tanto la doctrina como la jurisprudencia, 
administrativa5 y judicial, coinciden en que para estar en presencia de una 
cláusula tácita es necesario que se cumplan los siguientes requisitos: 

a)	 Voluntad de las partes, es decir, que sea un acto voluntario y consciente 
de las partes en orden a generar una nueva obligación.   

b)	 Que el beneficio u obligación que se pacta, se reitere en el tiempo de 
forma permanente. 

c)	 Que no diga relación con materias de orden público o en que en el 
legislador ha establecido una formalidad para la existencia o modificación 
de la estipulación.

Particularmente, respecto al primero de los requisitos, el profesor Sergio 
Gamonal ha precisado que la generación de una obligación permite diferenciar 
de forma clara una cláusula tácita de una regla de conducta6, ya que estas 

5	 Dirección del Trabajo. Ordinario N°2739/218, de 5 de julio de 2000. 
6	 La regla de conducta es aquella construcción doctrinaria que permite que la práctica de las 

partes, en el marco de una relación de trabajo, pueda modificar una cláusula existente en 
el contrato de trabajo. Sobre este tema, la Dirección del Trabajo ha concluido: “Al respecto, 
no apareciendo claramente definida en la especie cual ha sido la intención de las partes al 
convenir la cláusula que nos ocupa […], recurrir a otros elementos de interpretación de los 
contratos, y específicamente, a la norma que al efecto se contiene en el inciso final del artículo 
1564 del Código Civil. Conforme al precepto legal citado, que doctrinalmente responde a 
la teoría denominada ‘regla de conducta’, un contrato puede ser interpretado por la forma 
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últimas simplemente: “precisa o fija el alcance de una cláusula determinada del 
contrato, ya existente, al tenor de la aplicación que las partes han hecho de la 
misma, mientras que en la cláusula tácita se complementa o modifica un contrato, 
incorporando una nueva obligación” 7. En el mismo sentido, existe uniformidad 
en   la reciente jurisprudencia emanada de los Tribunales Superiores de Justicia, 
de otorgarle relevancia al consentimiento de las partes en torno a generar una 
nueva obligación para establecer la existencia de una cláusula tácita y con ello 
diferenciarla de una mera liberalidad del empleador. Así, un fallo del Primer 
Juzgado de Letras del Trabajo del año 2014 que fijó dicho criterio, se ha reiterado 
durante el tiempo, llegando incluso a ser expresamente citado en sentencias 
posteriores8.  En efecto, la comentada sentencia del año 2014, dispuso que: 

Además de consensual, el contrato de trabajo individual es bilateral. 
Por lo tanto, los hechos reveladores de la conducta, capaces de revelar 
un consentimiento tácito, deben de ser de aquellos que posibiliten 
entender que ambas partes –trabajador y empleador– han consentido 
en la modificación contractual no formalizada. En efecto, al margen de 
su carácter implícito –que dicho sea de paso sólo importa la ausencia de 
escrituración– lo relevante es que, aun tratándose de una estipulación de 
esa índole, para que tenga lugar es preciso un acuerdo de voluntades y 
uno que se logra entre las partes que litigan9 (El subrayado es propio). 

Por lo anterior y existiendo claridad respecto al consentimiento de las 
partes en las cláusulas tácitas, el fallo que se comenta en el presente trabajo 
debía analizar si existió ese consentimiento en beneficios que se otorgaron en 
conformidad a la interpretación de autoridad de una ley; de manera que, en 
los capítulos siguientes, el análisis se centrará fundamentalmente en señalar la 
forma como fue resuelta la interrogante antes señalada.  

como las partes lo han entendido y ejecutado, en términos tales que tal aplicación puede 
legalmente llegar a suprimir, modificar o complementar cláusulas expresas de un contrato, es 
decir, la manera como las partes han cumplido reiteradamente en el tiempo una determinada 
estipulación puede modificar o complementar el acuerdo que ella contenía” (Dirección del 
Trabajo. Dictamen N°4929/272 de 19 de agosto de 1997).

7	  Gamonal y Guidi, 2015: 118 y siguientes. 
8	  Primer Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Causa RIT T-631-2016, de 06 de octubre de 

2016. Considerando 8º. En el mismo sentido: Ilustrísima I. de Apelaciones de Puerto Montt. 
Causa Rol Nº174-2016, de 03 de enero de 2017. 

9	  Segundo Juzgado de letras de Santiago. Causa RIT O-1220-2013, de 16 de abril de 2014. 
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III. Causa RIT O-7412-2018 del Segundo juzgado de letras 
del trabajo de Santiago

Con fecha 30 de octubre de 2018, el Sindicato del Hotel Atton el Bosque 
interpuso ante el Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago una 
demanda en contra del Hotel Atton el Bosque, fundando la misma en un 
incumplimiento de los contratos de trabajo de los socios de dicho sindicato a raíz 
de la aplicación de la Ley Nº20.823. 

Particularmente, consignan en su líbelo que, con la entrada en vigencia 
de dicha norma en abril del 201510, el empleador otorgó los beneficios de la 
misma a los trabajadores del hotel, fundado en que un antiguo dictamen de 
la Dirección del Trabajo del año 1994 había situado a los mismos dentro de la 
hipótesis del artículo 38 Nº7 del Código del Trabajo, y por lo mismo, aun cuando 
la ley que entraba en vigencia tenía como objeto los trabajadores del sector 
comercio, igualmente resultaba aplicable en el rubro hotelero.  

Seguidamente, enunciaron que ese beneficio fue otorgado por el empleador 
de forma continua hasta noviembre del año 2016, es decir, durante 18 meses. La 
cesación en su otorgamiento, como se indicó, se produjo en virtud del dictamen 
Nº4915/016 de fecha 3 de octubre de 2016, mediante el cual la Dirección del 
Trabajo realizó un cambio de criterio a lo que inicialmente había sostenido hace 
22 años atrás, declarando ahora que los trabajadores de hoteles se encontraban 
comprendidos dentro del Nº2 del artículo 38, y en consecuencia, lo establecido 
a partir de la Ley Nº20.823 no resultaba aplicable a los trabajadores del hotel. 

En cuanto al fondo de su alegación, mencionó que en la especie se habría 
verificado un incumplimiento contractual atendida la existencia de una cláusula 
tácita en la aplicación de la Ley Nº20.823, ya que, en su apreciación, concurrían los 
tres requisitos mencionados en el capítulo anterior. Argumentó –el sindicato– que 
existió voluntad de las partes en aplicar la misma, lo que unido a: (i) el tiempo 
transcurrido, esto es, la subsistencia de esa práctica por 18 meses; y (ii) al no tratarse 
de materias de orden público, hacía indudable la existencia de una cláusula tácita. 
Así construyó el demandante su argumento principal, sosteniendo:

Hay voluntad de las partes, ya que el empleador conocía cabalmente 
el beneficio que estaba otorgando, empezando incluso a darlo por 
su propia voluntad en abril de 2015, sin que pueda argumentar 
desconocimiento o vicio del consentimiento. Este punto será tratado 
con mayor profundidad más adelante en esta presentación. Por su 

10	 En lo fundamental, dicha norma contempló como beneficios: (i) recargo de un 30% sobre las 
horas trabajadas los días domingos y (ii) siete domingos adicionales de descanso durante 
cada año de vigencia del contrato de trabajo para los trabajadores comprendidos dentro del 
artículo 38 Nº7 del Código del Trabajo.



[124] Análisis de la sentencia recaída en la causa RIT O-7412-2018 Felipe Correa Bravo [125]

parte los trabajadores individualmente considerados también conocían 
cabalmente la modificación del contrato, aceptándolo sin oposición, por 
lo que se configura la voluntad para dar origen a una cláusula tácita. 

Finalmente, concluyó su demanda señalando que la empresa no podría 
defenderse argumentando que existió un error de derecho en la aplicación de 
la norma, toda vez que, un error de este tipo no vicia el consentimiento11. Por lo 
demás, señalaron que existió plena libertad en conceder los beneficios de la Ley 
Nº20.823, y qué aun cuando se sostenga que se hizo en virtud de los dictámenes 
de la Dirección del Trabajo, esta entidad no tiene facultades para realizar una 
interpretación vinculante de la norma jurídica, por lo que es claro que la causa 
para su otorgamiento fue la voluntad de las partes. 

Contestando la demanda, Atton el Bosque SpA adoptó una defensa de fondo, 
toda vez que, no negó los supuestos fácticos de las alegaciones del sindicato. 
En efecto, reconoció que durante el período comprendido entre abril de 2015 y 
noviembre de 2016 otorgó a sus trabajadores los beneficios de la Ley Nº20.823, 
y que a contar de esta última fecha dejó de hacerlo, mas argumentó que esto no 
se trataba de una conducta arbitraria, sino que ocurrió por el cambio de criterio 
de la Dirección del Trabajo, que en octubre de 2016 resolvió que los trabajadores 
de hoteles estaban comprendidos dentro del artículo 38 Nº2 del Código del 
Trabajo, y no en el N°7 como originalmente se había resuelto en el año 1994. 
Así, la teoría del caso de la demandada consistió en enunciar que mientras se 
mantuvieron los beneficios se desplegó una conducta de buena fe, afianzada en 
la convicción de estar cumpliendo con la normativa, por lo que no se verificaba: 
(i) clausula tácita y menos aún (ii) error de derecho. 

Sobre la inexistencia de cláusula tácita se argumentó que la misma 
no concurría, porque, conforme a los propios requisitos doctrinales y 
jurisprudenciales, era menester que existiera voluntad de las partes, lo que no 
ocurrió en la especie. Ahondó en este punto señalando que no resultaba verosímil 
establecer voluntad de las partes en un hecho que tuvo como presupuesto 
cumplir con la normativa, la cual además se encontraba respaldada por lo resuelto 
por la Dirección del Trabajo desde el año 1994. Respecto a esto último, añadió 
que es relevante si se considera que dicha entidad administrativa, junto con las 
funciones de interpretación de las leyes del trabajo que le fueron encomendadas 
por el Decreto con Fuerza de Ley Nº2 de 1967, tiene facultad sancionatoria ante 
incumplimiento de normas en virtud del artículo 505 del Código del Trabajo, lo 
que sin duda tuvo presente la empresa al momento de conceder los beneficios 
que venimos analizando. En definitiva, la empresa con su actuar no sólo buscó 
cumplir con la ley, sino que también evitar verse expuesta a sanciones. 
11	 Ello fluye de lo dispuesto en el artículo 1452 del Código Civil que sostiene lo siguiente: “El 

error sobre un punto de derecho no vicia el consentimiento”.
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Respecto a la inexistencia de error de derecho, la alegación se dio en el mismo 
plano de lo reseñado en el párrafo anterior, en el sentido de que no cabía hablar 
de error de derecho cuando lo único verificable fue una conducta que buscaba 
apegarse estrictamente a la norma. Y por lo mismo –concluyó– no se advertía 
ninguno de los presupuestos que configuran el error de derecho, a saber: (i) 
desconocimiento de lo que dice la norma, (ii) desconocimiento de que la norma 
existe o (iii) desconocimiento de la vigencia de la misma12.

Con fecha 29 de mayo de 2019, el Segundo Juzgado de Letras del Trabajo 
de Santiago dictó sentencia en la causa rechazando la demanda. El sentenciador, 
teniendo presente los elementos constitutivos de tales cláusulas y conforme a los 
antecedentes del proceso, concluyó que aun cuando existió una reiteración de 
una conducta –consistente en la entrega de los beneficios remuneracionales y de 
descanso de la Ley Nº20.823– durante 18 meses, no existió voluntad concurrente 
de las partes en la entrega de los mismos, o si lo prefieren acuerdo de voluntades, 
cuestión que obsta a establecer la existencia de una cláusula tácita.  

La resolución sostuvo que la inexistencia de voluntad ocurre porque la 
conducta de la empresa tuvo como antecedente el cumplimiento de la ley, por lo 
que no se trató de un acto libre y espontáneo. Agregó la sentencia que prueba de 
ello es que la fecha de inicio en la entrega de beneficios coincide plenamente con 
la entrada en vigencia de la norma, mientras que el cese de aquéllos aconteció 
al momento del cambio de criterio establecido por la Dirección del Trabajo en 
dictamen de octubre de 2016. En el fondo, a juicio del tribunal, era claro que 
la conducta de la demandada tuvo por objeto ajustarse plenamente a la ley sin 
existir por tanto un acto unilateral y arbitrario de la empresa de quitar beneficio a 
los trabajadores. Expresamente, en su considerando décimo, el tribunal sostuvo: 

En este escenario, el elemento en estudio relativo a la voluntad, esta 
sentenciadora estima que no se verifica, por cuanto, la demandada no 
ha acordado con los trabajadores modificar los contratos incorporando 
beneficios en sus contratos de trabajo en forma tácita, solo ha velado por 
el cumplimiento de la ley, es decir falta la voluntad, o bien, el acuerdo de 
voluntades entre las partes litigantes, la demandada solo ha considerado 
la ley, y por ende no se puede estimar que nació una cláusula tacita en el 
caso concreto. Las actuaciones de la demandada a la luz de lo que se viene 
razonando, no eran libres y espontaneas, por lo que no se puede concluir 
que haya operado su voluntad en orden a obligarse con los trabajadores 
en forma tácita, si no que sus conductas estaban condicionadas por la 
ley vigente y las interpretaciones efectuadas por la Dirección del Trabajo, 

12	 Cabe notar, igualmente, que de haber existido error de derecho el mismo no recae en Hoteles 
Atton sino que, más bien, en la Inspección del Trabajo que, preliminarmente, interpretó la 
norma, para después, reconsiderar la doctrina el año 2016.
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que tiene su causa en el DFL N° 2 de 1967 que en su artículo 1° letra b), 
que precisamente faculta a dicha entidad para fijar de oficio o a petición 
de parte por medio de dictámenes el sentido y alcance de las leyes del 
trabajo. Lo que fue acatado por la demandada como se viene diciendo, 
y quien se observa que ha actuado acorde lo que establece el artículo 
1546 del Código Civil, es decir de buena fe13.

 
Finalmente, otra consideración importante del fallo fue que sostuvo que 

una cláusula tácita también puede significar la pérdida de un beneficio para 
los trabajadores, lo que se genera cuando no existe oposición del trabajador al 
momento de dejar de otorgar o pagar en forma reiterada. En ese sentido, de la 
sentencia se infiere que aún cuando en la especie considerásemos que se generó 
una cláusula tácita, la misma ya no se encontraría vigente ni sería reclamable por 
los trabajadores del hotel, pues no existió oposición de su parte en un período de 
dos años, esto es: desde el cese de los beneficios hasta la fecha de interposición 
de la demanda. 

IV. Recurso de nulidad. Rol Nº1744-2019 de la Ilustre 
Corte de Apelaciones de Santiago

Contra la sentencia de grado la parte demandante interpuso recurso de 
nulidad, solicitando que la sentencia se anulara y seguidamente se dictara la 
correspondiente sentencia de reemplazo.  Fundó el mismo en las causales de 
nulidad establecidas en (i) el artículo 477, en lo referente a infracción de ley con 
relación al artículo 9 del Código del Trabajo y (ii) 478 letra c del mismo cuerpo 
legal, las que interpuso de forma conjunta. 

Desarrolló ambas causales en el mismo apartado de su escrito, sosteniendo, 
antes que todo, que en el fallo de instancia fue un hecho establecido la 
entrega de los beneficios de la Ley Nº20.823 durante un período de 18 meses. 
Seguidamente, agregó que el sentenciador a raíz de dicho hecho yerra en su 
conclusión, pues en la resolución sostuvo que la entrega de los mismos ocurrió 
por el cumplimiento que realizó la demandada de los dictámenes de la Dirección 
del Trabajo en circunstancias que, a su juicio, la entrega ocurrió por el acuerdo de 
voluntades de las partes en virtud de los antecedentes de hecho y de derecho 
aplicadas al caso, configurándose de esta forma derechos adquiridos para los 
trabajadores durante dicho período. 

13	 Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago. Causa RIT O-7412-2018, de 29 de mayo 
de 2019. Considerando 10º.
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Su argumentación se condujo en el sentido de que no era posible sujetar 
los beneficios entregados por la empresa a la existencia de dictámenes de la 
Dirección del Trabajo ya que ello significaría sostener que los mismos son 
obligatorios de cumplir por los particulares, lo cual era erróneo, pues ante un 
pronunciamiento de la entidad administrativa las partes siempre tienen la 
posibilidad de impugnar el mismo, ya sea por vía administrativa o judicial. Al 
mismo tiempo, enunció que establecer la obligatoriedad (de los dictámenes) 
implicaría dotar de facultades reglamentarias a la Dirección del Trabajo para 
regular la aplicación de leyes, lo que pugnaría con lo consagrado en el artículo 
38 de la Constitución. 

Por lo expuesto, sostuvo el recurrente que el hecho de que la empresa 
hubiese otorgado y luego dejado sin efecto los beneficios consagrados en 
el artículo 38 y artículo 38 bis, ambos del Código del Trabajo acudiendo a los 
dictámenes de la Dirección del Trabajo no era argumento para negar la existencia 
de voluntad de las partes en la entrega de esos beneficios. En efecto, en relación 
al primitivo dictamen del año 1994, señaló que este sólo fue un antecedente más 
que las partes tuvieron en cuenta para acordar la aplicación de la Ley Nº20.823, 
mientras que al último dictamen (octubre de 2016) no puede otorgársele la 
fuerza para alterar derechos ya constituidos, pues simplemente se trata de una 
interpretación de normas y no había razón para que las partes modificaren su 
conducta y, con esto, la aplicación que se venía dando de forma permanente y 
sostenida, complementando así los contratos de trabajo. 

Con fecha 05 de diciembre de 2019, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de 
Santiago dictó sentencia rechazando el recurso de nulidad, y en consecuencia, 
confirmó el fallo de instancia en todas sus partes. Este rechazo, sin embargo, se 
fundó en defectos formales del recurso, tales como (i) interposición conjunta 
de causales que al ser ambas de fondo y perseguir fines similares no debieron 
desarrollarse de esta forma, (ii) argumentación conjunta de ambas, (iii) petitorio 
que no es concreto, (iv) omisión de señalar la infracción de ley de las normas 
decisoria litis como el artículo 38 y 38 bis del Código del Trabajo, etc. 

Sin perjuicio de lo anterior, una consideración importante de la sentencia 
emanada de la Ilustrísima Corte de Apelaciones, es que señaló que en este caso 
la discusión versaba sobre la interpretación de una cláusula contractual, lo que es 
una cuestión de hecho y por ende en ningún caso la sentencia que establece la 
correcta interpretación de la misma es revisable mediante un recurso de nulidad. 
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V. Consideraciones finales a raíz de la sentencia causa 
RIT O-7412-2018 del Segundo Juzgado de Letras del 

Trabajo de Santiago

En el segundo capítulo de este artículo reseñamos que lo que debía resolver 
el fallo mencionado era en torno a sí se configuraba una cláusula tácita en 
asuntos regulados por la ley, cuestión que en definitiva significaba establecer 
si existió o se verificó voluntad de las partes en ellos.  Luego, en el apartado III 
y IV pudimos dar cuenta que la respuesta a dicha pregunta dada por el tribunal 
de primera instancia, y luego confirmado por la Ilustrísima Corte de Apelaciones, 
fue en sentido negativo, toda vez que, la conclusión fue que no existió voluntad 
atendido los antecedentes normativos emanados de la Ley Nº20.823 y de los 
dictámenes de la Dirección del Trabajo. Si bien el fallo es claro y lógico en su 
análisis, no desarrolla mayormente argumentos jurídicos de índole normativo 
para fundar su resolución, de ahí que resulte pertinente preguntarse: ¿qué 
fundamentos normativos permiten sostener el fallo? 

Como punto de partida, para responder a dicha pregunta resulta pertinente 
acudir a la teoría de las fuentes de las obligaciones consagradas en nuestro 
Código Civil, atendido que el primer requisito para comenzar siquiera a analizar 
si existe una cláusula tácita es la existencia de una obligación. En lo pertinente, 
el artículo 1437 del mencionado cuerpo legal reconoce como fuentes de las 
obligaciones (i) un acuerdo de voluntades que se materializa a través de un 
contrato, (ii) cuasicontrato, (iii) delito, (iv) cuasidelito y (v) Ley, disponiendo 
expresamente que: 
     

Las obligaciones nacen, ya del concurso real de las voluntades de dos 
o más personas, como los contratos o convenciones; ya de un hecho 
voluntario de la persona que se obliga, como en la aceptación de una 
herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un 
hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos 
y cuasidelitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y los 
hijos sujetos a patria potestad.

Por lo anterior, puede señalarse que, a la luz de la normativa civil, la sentencia 
encuentra respaldo jurídico, ya que, bajo la óptica de las fuentes de las obligaciones 
en el Código Civil el legislador estableció diferenciadamente las que nacen por 
voluntad de las partes y las que tienen su origen en la ley, subentendiéndose en 
consecuencia que donde existe intervención del legislador no hay voluntad de 
las partes en torno a crear una obligación. Dicha conclusión, es compartida por el 
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profesor Enrique Barros14, quien al realizar críticas a la clasificación clásica de las 
obligaciones sostiene que las fuentes podrían reducirse sólo a dos, a saber (i) ley 
y (ii) contrato, precisando que la atribución del legislador para crear obligaciones 
vendría dada por la Constitución Política de la República, mientras que la de las 
partes por el artículo 1545 del Código Civil. De esta manera, prima facie, en el 
artículo 1437 antes citado y la interpretación doctrinal del mismo se advierte la 
distinción que hizo suya la sentencia. 

Sumado a lo anterior, y desde la óptica laboral también resulta procedente 
que, en materia de cláusulas tácitas, se interpreten las mismas circunscribiendo 
y acotándolas a aquellos casos donde existió plena autonomía de la voluntad 
para pactar obligaciones sin antecedentes normativos de por medio. Y es que 
no podemos perder de vista que el contrato de trabajo es uno de carácter 
dirigido, lo que significa que el campo de intervención para las partes se 
encuentra acotado a aquellas materias donde el legislador no intervino15. En 
ese sentido, considerar que existió voluntad en aspectos que el legislador reguló, 
torna ilógica la característica de contrato dirigido, llevando ello al absurdo de 
establecer que existió autonomía de la voluntad en asuntos regulados por ley, 
resultando problemático en el entendido de que podría pactarse obligaciones 
aún en materias ya resueltas por la norma laboral. Junto con ello, no delimitar 
adecuadamente la actuación de las partes con lo preceptuado por el legislador 
implica desconocer la conceptualización y alcances de la autonomía de la 
voluntad, que ha sido definida como aquella: 

Doctrina de filosofía jurídica según la cual toda obligación reposa     
esencialmente sobre la voluntad de las partes. Esta es, a la vez, la fuente y 
medida de los derechos y de las obligaciones que el contrato produce 16.

Asimismo, otra conclusión lógica que establece el fallo que venimos 
analizando es la congruencia entre las disposiciones normativas y lo resuelto 
por la Dirección del Trabajo. Esto, ya que prácticamente eleva al carácter de ley 
los pronunciamientos de dicho ente administrativo, siendo un antecedente 
relevante a la hora de rechazar la existencia de una cláusula tácita, pues en 
concepto del tribunal la conducta de la empresa fue únicamente ajustarse a lo 

14	 Barros, 1991. 
15	 Sobre el contrato dirigido, Arturo Alessandri señala: “Es precisamente en este sentido que 

se orienta la tendencia legislativa actual. Para emplear una expresión feliz de Josserand, 
vivimos hoy día bajo el régimen del contrato dirigido, es decir, del contrato reglamentado y 
fiscalizado por los poderes públicos en su formación, ejecución y duración. A un régimen de 
economía dirigida no puede convenir sino un contrato dirigido; de lo contrario, aquélla no 
podría marchar. Los contratos son los vehículos jurídicos de la circulación y distribución de las 
riquezas” (Alessandri, 2009: 13).

16	 López, 1998: 233.
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que había resuelto el ente administrativo. Esta conclusión del fallo se sostiene 
por la propia estructura del sistema laboral chileno, donde se busca la aplicación 
uniforme de la normativa por los destinarios de ellas, consagrando incluso un 
recurso de unificación de jurisprudencia para aquellos casos donde existen 
interpretaciones disímiles de los tribunales. Así, resulta óptimo que las partes 
deban obligatoriamente someterse a lo resuelto por la entidad administrativa, y 
que a diferencia de lo que sostuvo la parte demandante en su recurso de nulidad 
que los pronunciamientos son simplemente “un antecedente más”, les otorguen 
a estos el carácter de ser verdaderamente una limitación a la autonomía de la 
voluntad, que no es posible soslayar. 

A mayor abundamiento, no podemos perder de vista la labor que a lo largo 
de los años ha desempeñado la Dirección del Trabajo mediante sus dictámenes, 
pues a través de ellos no solo ha fijado el sentido y alcance de las leyes, sino 
que también ha resuelto vacíos normativos17, por lo que reducir su alcance a un 
antecedente que las partes pueden tomar o no, parece contraintuitivo y carente 
de sentido jurídico. 

En definitiva, conforme a lo expuesto y contrariamente a lo que podría 
pensarse de que la sentencia emanada de la controversia entre el sindicato 
del Hotel Atton el Bosque y el Hotel restringió arbitrariamente el campo de 
intervención de las cláusulas tácitas, lo cierto es que la misma se encuentra 
respaldada por antecedentes jurídicos que la sustentan. Y en ese sentido, a 
partir de dicho pronunciamiento, al analizar la existencia de una cláusula tácita, 
seguidamente al observar en torno a sí existe una obligación generada por las 
partes, será menester verificar la inexistencia de antecedentes normativos en 
dicha obligación. 

      

17	 Lizama, 1998: 77.
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Análisis de la sentencia recaída en causa Rol 
1681-2019 de la I. Corte de Apelaciones de 

Santiago: el plazo de presunción establecido 
en el artículo 508 de Código del Trabajo para 

interponer una reconsideración Administrativa es 
de días hábiles administrativos

Palmira Massiel Valdivia Baeza

Resumen:  El artículo 508 del Código del Trabajo establece una 
presunción legal de seis días hábiles para que las notificaciones que 
realiza la Dirección del Trabajo se entiendan realizadas, sin determinar 
si estos seis días hábiles corresponden a días hábiles administrativos o 
judiciales, afectando con ello la seguridad y certeza jurídica en relación a 
la forma en que deben contabilizarse los plazos en esta materia. En este 
sentido, la Corte de Apelaciones de San Miguel, conociendo del recurso 
de protección Rol de Ingreso N°1.681-2019, zanja esta discusión, 
estableciendo que el plazo indicado en el artículo 508 del Código del 
Trabajo, cuando se trata de reconsideraciones administrativas de multa, 
corresponde a un plazo de días hábiles administrativos.
Palabras Clave: derecho administrativo sancionador, reconsideración 
administrativa de multa, reclamación judicial de multa, días hábiles 
administrativos, días hábiles judiciales, notificación de multa, 
actuaciones administrativas, facultades sancionatorias de la Dirección 
del Trabajo.
Sumario:  I. Introducción. II. Impugnación de las actuaciones 
administrativas que establecen la aplicación de multas III. Recurso 
de Protección. Causa Rol N°1681-2019 Corte de Apelaciones de San 
Miguel. IV. Conclusiones 
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I. Introducción

No es nueva la discusión en relación a si los plazos que establece el Código del 
Trabajo relativos a la interposición de una reclamación judicial o reconsideración 
administrativa de multa deben ser considerados como días corridos, hábiles 
judiciales o hábiles administrativos, siendo la determinación de uno u otro 
fundamental para efectos de otorgar la debida certeza jurídica a las actuaciones 
de las partes frente a los actos del organismo administrativo1.

En este sentido, asume especial relevancia aquella información que se 
desprende del fallo de la Ilustre Corte de Apelaciones de San Miguel, el cual 
conociendo del recurso de protección rol de ingreso N°1.681-2019, estableció, 
en términos generales, que la Inspección Comunal del Trabajo del Maipo, incurrió 
en un acto arbitrario e ilegal que afectó la garantía establecida en el artículo 
19 N°2 de la Constitución Política de la República de la empresa Watt’s S.A. al 
rechazar por extemporánea la reclamación administrativa de multa presentada 
por aquélla, concluyendo que el plazo contenido en el artículo 508 del Código 
del Trabajo (presunción del plazo para contar la notificación) en relación a la 
presentación de una reconsideración administrativa de multa, es un plazo de 
días hábiles administrativos. 

En el presente trabajo, se analizará en detalle este fallo, con la finalidad 
de recoger cuales fueron los fundamentos utilizados por las partes y aquéllos 
considerados por la I. Corte de Apelaciones de San Miguel, los que, confirmados 
por la Excma. Corte Suprema, vienen a zanjar un tema del que poco se había 
discutido, como es el de la determinación de a qué tipo de plazo corresponde 
aquel recogido en el artículo 508 del Código del Trabajo.

II.  impugnación de las actuaciones administrativas que 
establecen la aplicación de multas

El artículo 505 del Código del Trabajo establece que: “La fiscalización del 
cumplimiento de la legislación laboral y de su interpretación corresponde a la 
Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios 
administrativos en virtud de las leyes que los rigen”. 

De la referida norma se desprende que la Dirección del Trabajo posee una 
facultad interpretativa y una facultad sancionatoria, materializándose la primera 
de ellas mediante la dictación de dictámenes tendientes a fijar el sentido y el 

1	 Los días corridos son contabilizados de lunes a domingo, los días hábiles judiciales 
son contabilizados de lunes a sábado, por último, los días hábiles administrativos son 
contabilizados de lunes a viernes.
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alcance las normas laborales2, siendo por otro lado, la facultad sancionatoria 
aquella que se ejerce mediante la realización de fiscalizaciones y la aplicación 
de sanciones administrativas3 a los distintos órganos que incumplen con lo 
establecido por la legislación laboral, en un procedimiento que se encuentra 
definido por la misma Dirección del Trabajo y cuyas sanciones se encuentran 
específicamente reguladas por nuestro legislador.

Estas sanciones administrativas, las cuales pueden ser cursadas por el 
inspector del trabajo o por el funcionario que al efecto se estime pertinente, se 
establecen de forma especial, o bien, por aplicación supletoria de lo establecido 
en el artículo 506 del Código del Trabajo el cual señala que: “Las infracciones a 
este Código y sus leyes complementarias, que no tengan señalada una sanción 
especial, serán sancionados de conformidad a lo dispuesto en los incisos 
siguientes, según la gravedad de la infracción”, indicando a continuación una 
serie de multas específicas y otras determinadas en atención al tamaño de la 
empresa sancionada.

Respecto de estas multas, se han regulado en los artículos 503 y 512 del 
Código del Trabajo, dos procedimientos de impugnación. El primero de ellos 
correspondiente a la reclamación judicial de multa y el segundo correspondiente 
a la reconsideración administrativa de multa.

Para la reclamación judicial de multa, el legislador ha establecido dos 
hipótesis de procedencia: (i) aquella que se interpone en contra de la resolución 
que aplica una multa administrativa y (ii) aquella que se interpone en contra 
de la resolución que se pronuncia respecto de la reconsideración administrativa 
de multa. Estableciendo un plazo común de 15 días hábiles judiciales para la 
interposición de la referida reclamación ante el Juzgado de Letras del Trabajo 
competente, plazo el cual comienza a regir una vez notificadas las respectivas 
resoluciones.

El Código del Trabajo establece, además, en su artículo 512, el procedimiento 
de reconsideración administrativo de multa, el cual se materializa mediante un 
requerimiento fundado y escrito tendiente a que el Director del Trabajo: (i) deje 
sin efecto la multa por haber incurrido en su aplicación mediando un manifiesto 
error de hecho; (ii) o bien, rebaje la multa cuando se acredite fehacientemente 
haber dado íntegro cumplimiento a las disposiciones que motivaron la aplicación 
de la sanción. Esta reconsideración se realiza a solicitud del interesado, la cual 
debe presentarse en el plazo de 30 días de notificada la resolución y ante el 
mismo organismo que cursó la sanción. 

2	 Para un acabo estudio acabo sobre el tema ver Lizama, 1998. 
3	 Las sanciones administrativas son: “actos que emanan de un órgano de la Administración, que 

se aplica previo procedimiento administrativo y mediante actos administrativos” (Cordero, 
2014: 401).
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Interesante resulta señalar, que respecto de este plazo de 30 días, el legislador 
omite indicar si éste corresponde a un plazo de días corridos, o bien, si se trata de 
un plazo de días hábiles judiciales o administrativos, omisión que generó graves 
problemas por cuanto no se tenía certeza de cuál era la fecha exacta en la que 
vencía el plazo para la interposición de esos requerimientos. Sin embargo, para la 
Dirección del Trabajo, ese plazo –en un principio– correspondía a días corridos4, 
para, finalmente, llegar a la conclusión pacífica de que el mismo correspondía a 
un plazo de días hábiles administrativos, esto es, de aquellos que se cuentan de 
lunes a viernes excluyendo los festivos5.

Por otra parte, los artículos 503 y 512 del Código del Trabajo, establecen que 
los plazos para la interposición de las respectivas impugnaciones se contabilizan 
desde la fecha de su notificación, la cual para todos los efectos se entiende 
realizada de acuerdo a lo establecido en el artículo 508 del Código del Trabajo:

Las notificaciones que realice la Dirección del Trabajo se podrán efectuar 
por carta certificada, dirigida al domicilio que las partes hayan fijado 
en el contrato de trabajo, en el instrumento colectivo o proyecto de 
instrumento cuando se trate de actuaciones relativas a la Art. 1º, Nº 9 
negociación colectiva, al que aparezca de los antecedentes propios de 
la actuación de que se trate o que conste en los registros propios de la 
mencionada Dirección. 

La notificación se entenderá practicada al sexto día hábil contado desde 
la fecha de su recepción por la oficina de Correos respectiva, de lo que 
deberá dejarse constancia por escrito (El subrayado es propio).

4	 Por Dictamen N°227/6, de 20 de enero de 2015, la Dirección del Trabajo dispuso lo siguiente: 
“Del análisis conjunto de las disposiciones legales anotadas, se colige que cuando el afectado 
no haya reclamado judicialmente de la multa de conformidad con el inciso 3º del artículo 503, 
recién mencionado, o cuando tratándose de una micro o pequeña empresa, no se hubiese 
solicitado la sustitución de la multa de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 506 ter, del texto 
legal en estudio, el interesado podrá, dentro del plazo de 30 días, contados desde la notificación 
de la resolución de multa, solicitar la reconsideración de la misma ante el Director del Trabajo, 
quien estará facultado para dejar sin efecto o rebajar, en su caso, las multas impuestas por 
funcionarios de su dependencia, cuando aparezca de manifiesto que se ha incurrido en un 
error de hecho en su aplicación o se acredite fehacientemente que el afectado ha dado íntegro 
cumplimiento a las disposiciones legales, convencionales o arbitrales, cuya infracción motivó 
la sanción”.

5	 La jurisprudencia judicial de la materia ha entendido que, al tratarse de un procedimiento 
administrativo, resulta aplicable, supletoriamente, el artículo 25 de la Ley Nº19.880 sobre 
bases de los procedimientos administrativos que establece que los plazos de días para 
procedimientos administrativos son de días hábiles administrativos, entendiéndose por 
inhábiles los días sábados, domingos y festivos (E. Corte Suprema. Causa rol N°23.996, de 
6 de noviembre de 2014. En ese mismo sentido, I. Corte de Apelaciones de Chillán. Causa 
rol Nº172-2016, de fecha 29 de febrero de 2016. Así también, E. Corte Suprema. Causa rol 
N°4015-2015, de 28 de abril de 2015).
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Como puede derivarse del inciso segundo de esta norma, el legislador 
estableció una presunción legal de cuando se entenderá notificada una actuación 
administrativa: al 6º día hábil desde la fecha de recepción en la oficina de Correos 
respectiva. Sin embargo –manteniendo la misma omisión ya advertida en los 
plazos para impugnar los actos administrativos– no establece si dicho plazo es 
hábil administrativo o hábil judicial. 

III. Recurso de protección. Causa rol 1.681-2019 de la I. 
Corte de Apelaciones de San Miguel 

1. Antecedentes del recurso de protección

Con fecha 20 de noviembre de 2018, la Inspección Comunal del Trabajo 
del Maipo (en adelante “ICT del Maipo” o la “recurrida”) cursó una multa a la 
empresa Watt’s S.A  (en adelante e indistintamente la “empresa” o la “recurrente”) 
mediante resolución de multa N°3042/18/193. El fundamento de ésta se fijó 
en tres supuestas infracciones: la primera, por contravenir lo preceptuado en el 
artículo 177 del Código del Trabajo; la segunda por infracción de los artículos 
31 y 32 del Decreto con Fuerza de Ley N°2 del Ministerio del Trabajo y Previsión 
Social; y la última por infracción del artículo 33 del Código del Trabajo.

La referida multa fue depositada en la oficina de Correos de Chile con fecha 
21 de noviembre de 2018, no existiendo respecto de esta fecha controversia 
alguna.

La empresa, haciendo uso del derecho a impugnar contenido en el artículo 
512 del Código del Trabajo presentó con fecha 14 de enero de 2020 una 
reconsideración administrativa de multa ante ICT del Maipo, solicitud que fue 
rechazada por motivos formales. En específico, por no haber dado cumplimiento 
al plazo contenido en la preceptiva, sosteniendo –la ICT del Maipo– que aquélla 
no habría sido presentada dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la 
fecha de su notificación.

Para realizar esta afirmación, la ICT del Maipo contabilizó el plazo contenido 
en el artículo 508 del Código del Trabajo como días hábiles judiciales, mientras 
que aquel contemplado en el artículo 512 del Código del Trabajo como días 
hábiles administrativos. Por tanto y de acuerdo a su cálculo, habiéndose realizado 
el depósito en Correos de Chile con fecha 21 de noviembre de 2018 y realizada 
la presentación de la reconsideración administrativa con fecha 14 de enero de 
2019, ésta fue presentada de forma extemporánea.
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2. Recurso de protección ante la I. Corte de Apelaciones de San Miguel y 
argumentos esgrimidos

Watt’s S.A. interpuso ante la I. Corte de Apelaciones de San Miguel un 
recurso de protección (ingresa bajo rol N° 1.681-2019) solicitando se dejase sin 
efecto la resolución de la ICT del Maipo al haber incurrido en un acto arbitrario 
e ilegal al determinar la extemporaneidad de la reconsideración y, con esto, 
vulneró la garantía establecida en el artículo 19 N°2 de la Constitución Política 
de la República, esto es, la igualdad ante la ley. El razonamiento tras el recurso 
aludió a que la reconsideración administrativa fue presentada dentro de plazo, 
de modo que al ser declarada extemporánea en circunstancias que no lo era se 
estaría afectando su derecho a la igualdad ante la ley, argumentando que los 
artículos 508 y 512 del Código del Trabajo consagran plazos de días hábiles 
administrativos. 

La recurrente formuló como base de su argumentación jurídica que el plazo 
establecido en el artículo 508 del Código del Trabajo es un plazo de días hábiles 
administrativos, sosteniendo para tales efectos que:

a)	 Existe una aplicación supletoria de la Ley N° 19.880 “Sobre las bases 
los procedimientos administrativos” la cual, en su artículo 25, establece 
que los plazos de días para procedimientos administrativos son de días 
administrativos, esto es considerando como inhábiles los días sábados, 
domingos y festivos.

b)	 Existe jurisprudencia la cual hace referencia a que: (i) los plazos 
establecidos en el artículo 508 y 512 del Código del Trabajo de días 
hábiles se computan conforme el artículo 25 de la ley 19.8806 y (ii) El 
plazo contemplado en el artículo 508 del Código del Trabajo forma parte 
de la etapa final de un procedimiento administrativo de modo que el 
mismo debe computarse de acuerdo a lo que establece la ley 19.8807.

Asimismo, y en relación al plazo de 30 días establecido en el artículo 
512 del Código del Trabajo, señaló, que este correspondía a un plazo de días 
hábiles administrativos según lo dispuesto por la abundante jurisprudencia 
administrativa y judicial sobre la materia8.

6	 Juzgado de Letras del Trabajo de Concepción. Causa RIT I-112-2014, de 13 de enero de 2015. 
En ese mismo sentido, Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta. Causa RIT I-51-2014, de 
25 de septiembre de 2014.

7	 I. Corte de Apelaciones de Antofagasta. Causa rol N°82-2013, de 24 de julio de 2013.
8	 E. Corte Suprema. Causa rol N°23.996, de 6 de noviembre de 2014. En ese mismo sentido, I. 

Corte de Apelaciones de Chillán. Causa rol Nº172-2016, de fecha 29 de febrero de 2016. Así 
también, E. Corte Suprema. Causa rol N°4015-2015, de 28 de abril de 2015.
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En resumen, lo que planteó la recurrente es que, habiéndose depositado la 
resolución de la ICT del Maipo con fecha 21 de noviembre de 2018 en las oficinas 
de Correos de Chile y tomando en consideración los plazos establecidos en los 
artículos 508 y 512 del Código del Trabajo como de días hábiles administrativos, 
el plazo para la interposición de la reclamación administrativa de multa vencía 
el día 14 de enero de 2019, siendo, por tanto, su presentación dentro de plazo 
e incurriendo la recurrida, consecuencialmente, en un acto arbitrario e ilegal 
afectando con ello su derecho constitucional a la igualdad ante la ley.

Al ser requerida la ICT del Maipo para informar respecto de lo planteado en 
el referido recurso de protección, ésta lo evacuó señalando, en primer lugar, 
una defensa formal apelando a la falta de competencia material en un intento 
por sacar de la esfera de conocimiento de la Corte de Apelaciones el referido 
recurso, considerando que la recurrente utilizó el recurso de protección como un 
sustituto procesal de acciones judiciales específicas, desconociendo la existencia 
de procedimientos especiales que permiten reclamar, y argumentando, que en 
su criterio lo recurrido no es un verdadero derecho fundamental que se pueda 
proteger mediante el referido recurso de protección.

Continuó su exposición con un resumen de los hechos que dieron origen a 
la declaración de extemporaneidad de la reclamación, con indicación de que la 
recurrente fue notificada con fecha 28 de noviembre de 2018; que la multa fue 
depositada con fecha 21 de noviembre 2018 en oficinas de Correos de Chile y 
que la reconsideración de presentó con fecha 14 de enero de 2019, con lo cual 
se incumple con el requisito de admisibilidad establecido en el artículo 512 del 
Código del Trabajo, elementos definitorios para no dar tramitación a la misma 
por ser evidentemente extemporánea.

En relación a la forma de contabilizar el plazo establecido en el artículo 508 
del Código del Trabajo y la afirmación realizada por la recurrente en el sentido 
de que el mismo corresponde a un plazo de días hábiles administrativos por 
aplicación supletoria del artículo 25 de la Ley N° 19.880, la ICT del Maipo difirió y 
señaló que el referido plazo es un plazo de días hábiles judiciales, argumentando:

a)	 Debe realizarse un análisis armónico de los artículos 435 inciso 3° y 
432 del Código del Trabajo. En este sentido, la recurrida sostiene que el 
artículo 435 inciso 3° indica que los plazos contenidos en el Código del 
Trabajo se suspenden los días feriados, mas no los días sábados, y que el 
artículo 432 del mismo cuerpo legal, establece la aplicación supletoria 
de los libros I y II del Código de Procedimiento Civil, el cual contiene 
dentro de sus normas al artículo 66 que establece que “los términos 
de días que establece el presente Código, se entenderán suspendidos 
durante los feriados, salvo que el tribunal por motivos justificados haya 
dispuesto expresamente lo contrario”, llevándolos a concluir que todos 
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estos artículos llevan a la conclusión unívoca de que el plazo establecido 
en el artículo 508 del Código del Trabajo es un plazo de días hábiles y, en 
esa condición, solo se suspende los días feriados.

b)	 En relación con la aplicación supletoria de la Ley N° 19.880, señaló 
que la misma no es aplicable al caso en comento, por cuanto existe 
un procedimiento especial regulado por el legislador en la materia no 
existiendo en definitiva ninguna norma que suplir, siendo en el caso 
particular aplicable el procedimiento especial determinado por las 
normas de los artículos 435 inciso 3° y 432 del Código del Trabajo, esto 
en virtud del principio de especialidad.

Finalmente, la ICT del Maipo entregó una serie de argumentos en relación 
con la supuesta falta de requisitos constitucionales para su interposición, como 
son, por ejemplo: el hecho de que la Inspección del Trabajo es competente para 
dictar la resolución recurrida; a la ausencia de arbitrariedad en la actuación de 
la Inspección; y a la inexistencia de amenaza, privación o perturbación a las 
garantías de la recurrente.

Según se puede observar, el quid del asunto se traducía en si la presunción 
contenida en el artículo 508 del Código del Trabajo correspondía a días hábiles 
judiciales o días hábiles administrativos. En concreto, la parte recurrente entendió que 
la presunción era de días hábiles administrativos, lo que tenía como consecuencia 
que su presentación había sido interpuesta dentro de plazo. Sin embargo, la ICT del 
Maipo, como quedó de manifiesto, discrepó de dicha interpretación sosteniendo 
que el plazo consagrado en el artículo 508 del Código del Trabajo era de días hábiles 
judiciales siendo, por tanto, extemporánea la presentación.

3. Fallo del recurso de protección. Causa rol N°1.681-2019 de la I. Corte de 
Apelaciones de San Miguel

En vista de los argumentos presentados, con fecha 11 de abril de 2019 la 
Corte de Apelaciones de San Miguel acogió (sin costas) el recurso de protección 
interpuesto por la empresa Watt´s S.A. al considerar que la actuación de esta última 
constituyó un acto ilegal  al negarse a tramitar el recurso que le fue presentado 
dentro de plazo por la recurrente, afectando con ello la garantía constitucional de 
igualdad ante la ley consagrada en el artículo 19 N°2 de la Constitución Política 
de la República. Como consecuencia de lo anterior, la referida Corte dejó sin 
efecto el ordinario N°155 de fecha 12 de febrero de 2020, que establecía que 
la reclamación de multa se había interpuesto de forma extemporánea por la 
recurrente, ordenando a la Inspección a admitir a tramitación la reconsideración 
administrativa objeto de este pronunciamiento.
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La sentencia de la Corte de Apelaciones de San Miguel resolvió el tema 
concluyendo que tanto el artículo 508 del Código del Trabajo como el artículo 512 
del Código del Trabajo se encuentran sujetos al mismo estatuto procedimental, 
debiéndose contabilizar el plazo en ambos como días hábiles administrativos. Al 
respecto, la sentencia concluyó:
 

Que, primeramente, conviene tener en cuenta que, según lo ha 
reconocido la jurisprudencia reiterada de los tribunales superiores, 
el plazo de treinta días a que se refiere el artículo 512 del Código del 
Trabajo para presentar la solicitud de reconsideración ante la Inspección 
del Trabajo se compone de días hábiles, no corridos, como lo sostiene 
la recurrida, entendiéndose por inhábiles los días sábado, domingo y 
festivos. A modo ejemplar, puede citarse las sentencias de la Excma. 
Corte Suprema N° 3537-2012, N° 704-2015, N° 4015-2015, 18.432-
2016; Rol 16.942-2016; Rol 17.522-2016; Rol 16.288-2016, N° 46.541-
2016, N° 20.569-2018 y N° 23.259-2018, así como las de esta Corte de 
Apelaciones N° 3086-2016, N° 5965-2017, N° 3203-2018 y 6533-2018. 

En efecto, se trata de un recurso presentado en la etapa administrativa, de 
manera que, al no existir norma expresa que establezca lo contrario en el 
Código del Trabajo, debe aplicarse en forma supletoria el artículo 25 de 
la ley 19.880 que se refiere al cómputo de los plazos del procedimiento 
administrativo en los términos apuntados en el párrafo precedente. 
Al existir un plazo “especial” como es el contenido en la predicha ley 
respecto a los procedimientos administrativos, éste prima por sobre las 
normas de carácter general comprendidas en el Código Civil. 

Pues bien, a la luz de lo señalado por la Corte de Apelaciones, resulta 
manifiesto y concluir que el término de seis días hábiles concerniente 
a la presunción contenida en la parte final del artículo 508 del Código 
del Trabajo, se encuentra sujeto al mismo estatuto que el plazo para 
presentar la solicitud reconsideración prevista en el artículo 512 del 
referido ordenamiento, por responder a los mismos fundamentos y 
estatuto normativo aplicable9.

De lo fallado por la Corte de Apelaciones y de los argumentos que fueron 
vertidos en el proceso por ambas partes, es posible colegir que lo que realizó la 
Corte de Apelaciones supuso una distinción en la aplicación de la norma objeto del 
conflicto, esto es, si el artículo 508 del Código del Trabajo es aplicado en materia de 
reconsideración de multa o si es aplicado en una reclamación judicial. Así las cosas, 

9	 I. Corte de Apelaciones de San Miguel. Causa rol N°1681-2019, de 11 de abril de 2019. 
Considerando 7º. 
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en una reconsideración administrativa, teniendo en consideración que el inciso 
primero del artículo 512 del Código del Trabajo establece un plazo de 30 días hábiles 
administrativos para su presentación, el plazo de 6 días establecido en el artículo 
508 del Código del Trabajo debe ser también de días hábiles administrativos. Por 
el contrario, tratándose de una reclamación judicial de multa, en que los artículos 
503 e inciso segundo del 512 del Código del Trabajo establecen un plazo de 15 
días hábiles judiciales para su interposición, el plazo de 6 días que indica el artículo 
508 del mismo cuerpo legal seguirá la misma forma de contabilización, esto es, de 
lunes a sábado sin considerar los feriados.

4. Recurso de apelación ante la Excma. Corte Suprema. Causa rol N°10.714-
2019

Fallado el presente recurso, la ICT del Maipo interpuso para ante la Corte 
Suprema un recurso de apelación en contra de la sentencia que acogió el 
recurso de protección fundado en los argumentos ya esgrimidos referentes a 
que el plazo establecido en el artículo 508 del Código del Trabajo es un plazo 
judicial y no uno administrativo como estableció la Corte de Apelaciones de 
San Miguel. En ese sentido –sostuvo la apelante– al establecer que se trata 
de un plazo administrativo se habría desnaturalizado la norma, por cuanto la 
misma se ha aplicado en concordancia al hecho de ser de días hábiles judiciales; 
manteniendo la estructura y argumentos vertidos en el informe entregado a la 
Corte de Apelaciones.

Interesante resulta en este escrito de apelación la referencia que hace la ICT 
del Maipo a una serie de fallos de la Corte Suprema como son las causas roles: N° 
12.575-2018; N° 35704-2017; N°10301-2017; N° 95092-2016; N° 87734-2016; 
y N° 101.23-2011, respecto de los cuales solo recoge un extracto de lo establecido 
en la sentencia causa Rol 10.123-2011, la cual da cuenta que el tribunal para 
efectos de realizar el cálculo del plazo de una reclamación de multa incluye los 
días sábado, pero sin que la misma se refiera precisamente al tema en discusión. 
En relación a las otras sentencias señaladas, estas no fueron desarrolladas por la 
apelante, pero de un análisis de éstas se puede recoger que apuntan a establecer lo 
mismo que la sentencia transcrita, sin que ninguna de ellas sea lo suficientemente 
precisa en el sentido de determinar que el plazo contenido en el artículo 508 del 
Código del Trabajo sea uno de días hábiles judiciales.

Conocidos estos antecedentes por la Corte Suprema, esta desestimó el 
recurso de apelación confirmando la sentencia de fecha 11 de abril de 2019, 
con lo cual se afianzó el criterio de que el plazo establecido en el artículo 508 
del Código del Trabajo, cuando se trata de reconsideraciones administrativas de 
multa, debe considerarse como de días hábiles administrativos10.
10	  E. Corte Suprema. Causa rol N°10.714-2019, de 22 de mayo de 2019.
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IV. Conclusiones

La comentada sentencia generó una nueva doctrina en relación a la forma en 
que deben contabilizarse los plazos establecidos en el artículo 508 del Código 
del Trabajo, al establecer que “el término de seis días hábiles concerniente a la 
presunción contenida en la parte final del artículo 508 del Código del Trabajo, 
se encuentra sujeto al mismo estatuto que el plazo para presentar la solicitud 
reconsideración prevista en el artículo 512 del referido ordenamiento”11. En 
dicho sentido, la lectura lleva a desencadenar la forma de contabilización del 
plazo con la naturaleza de la acción ejecutada por el agraviado, esto es, que en 
el caso que la impugnación se efectuare mediante reclamación judicial de multa 
el plazo será de días hábiles judiciales y, en caso de que la vía escogida fuere 
la administrativa, el plazo será de días hábiles administrativos, ciñéndose a lo 
prescrito en la Ley N° 19.880.

Lo fallado por la Corte de Apelaciones de San Miguel es desde todo punto de 
vista relevante, dando lugar incluso a una reconsideración de doctrina por parte 
de la propia Dirección del Trabajo, la cual se tradujo en el Dictamen N°253/1, de 
14 de enero de 2020, concluyendo este Servicio lo siguiente: 

En lo que respecto al plazo establecido en el artículo 508 del Código 
del Trabajo, en virtud del cual las notificaciones que realice la Dirección 
del Trabajo se entenderán practicadas al sexto día hábil contado desde 
la fecha de recepción de la carta certificada por la oficina de Correos, al 
igual que las normas de los artículos 506 ter y 512, si bien se trata de una 
disposición contenida en el Título final del Libro V del Código del Trabajo, 
denominado ‘De la Fiscalización, de las sanciones y de la prescripción’, en 
este caso el legislador laboral ha establecido expresamente la naturaleza 
de dicho plazo como de día hábil, por lo que se debe determinar si se 
trata de un día procesal o administrativo.

Al efecto, cabe señalar que la notificación es una actuación, en este caso, 
de la administración que guarda relación directa con un procedimiento 
de carácter administrativo, vale decir, con una ritualidad conducente 
a la emisión de actos administrativos que contienen declaraciones de 
voluntad realizadas en el ejercicio de una potestad pública, que generará 
una serie de efectos jurídicos en el marco de dicho procedimiento, por 
lo que una interpretación sistemática, a la luz de lo expuesto en este 
informe, permite concluir que el plazo contemplado en el artículo 508 
del Código del Trabajo es de días hábiles administrativos, vale decir, se 

11	  I. Corte de Apelaciones de San Miguel. Causa rol N°1.681-2019, de 11 de abril de 2019.
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contabiliza de lunes a viernes, siendo inhábiles los días sábado, domingo 
y festivos12 (El subrayado es propio).

Finalmente, creemos necesario destacar que lo fallado en este caso por 
nuestros Tribunales Superiores de Justicia otorga a los procesos de impugnación 
de actuaciones administrativas un mayor grado de especificidad, siendo la 
misma fundamental para la obtención de certeza y seguridad jurídica requerida 
para este tipo de actuaciones.

12	  Dirección del Trabajo. Dictamen N°253/1, de 14 de enero de 2020.
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Resumen: La acción constitucional (artículo 20 de la Constitución Política 
del Estado) intentada por el Sindicato de Empresa Isapre San Lorenzo, 
objeta el Ordinario N°333 de 21 de junio de 2018 emanado de la 
Inspección Provincial del Trabajo de Chañaral, que dispuso la suspensión 
del inicio del proceso de negociación colectiva, por entender aplicable, 
en la especie, lo dispuesto en el inciso 5° del artículo 360 del Código 
del Trabajo, en tanto se encuentren pendientes los recursos jerárquicos 
deducidos en contra de la resolución que califica los Servicios Mínimos 
y Equipos de Emergencia de la Empresa Clínica San Lorenzo Limitada. 
Palabras Clave: Recurso de Protección, servicios mínimos y equipos 
de emergencia, derecho fundamental, suspensión de la negociación 
colectiva reglada, Dirección del Trabajo. 
Sumario:  I. Introducción. II. Regulación de los Servicios Mínimos y 
Equipos de Emergencia. III. Sentencia Rol 154-2018 de la Ilustrísima 
Corte de Apelaciones de Copiapó. IV. Sentencia Rol 29.423-2018 de la 
Excelentísima Corte Suprema. V. Conclusiones. 

I. Introducción

Antes de la entrada en vigencia de la Ley N° 20.940, que vino a modernizar 
el sistema de relaciones laborales y, en particular, el proceso de negociación 
colectiva, no fueron pocos los autores que hicieron el ejercicio de elucubrar cuáles 
iban a ser los choques o puntos conflictivos de esta reforma con los derechos 
fundamentales que rigen las relaciones laborales a nivel colectivo. Es así, como 
siendo solo un proyecto de ley, ésta propició un arduo y prolífero debate sobre 
las consecuencias prácticas que la nueva normativa iba a tener en los distintos 
ámbitos del derecho del trabajo. 
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Luego, una vez pasado cuatro trámites constitucionales dentro del proceso de 
aprobación del proyecto de ley, con fecha 6 de abril del 2016 se interpuso por un 
grupo de senadores y diputados un requerimiento de inconstitucionalidad ante 
el Tribunal Constitucional, con el objeto de impugnar el referido proyecto, por 
considerar que éste, en la regulación que proponía sobre temas como “titularidad 
sindical, extensión de beneficios, acceso a las plantillas de remuneraciones 
y sindicatos interempresa1, vulneraba todos o al menos la mayoría de los 
derechos constitucionales que rigen las relaciones laborales a nivel colectivo. 

Esta parte del proceso de aprobación de la Ley N° 20.940, que se inicia 
con el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, llevó a 
que más personas se abocarán a escribir sobre las implicancias y eventuales 
consecuencias que esta nueva normativa iba a tener en la práctica, buscando 
vaticinar de qué forma el derecho colectivo del trabajo, de eminente naturaleza 
negocial, iba a encontrar su equilibrio entre las nuevas instituciones que estaban 
ad portas de materializarse (instituciones como los servicios mínimos y equipos 
de emergencia, la equidad de género, el piso mínimo de la negociación y la 
titularidad sindical, entre otros), llegando, en su mayoría, a la conclusión de que 
los cambios incorporados por la reforma no iban a modificar sustancialmente la 
forma en la que se desenvuelven los actores a nivel colectivo laboral en nuestro 
país, toda vez que los procesos de solución de conflictos seguirían siendo 
altamente tecnificados2.

Ahora bien, para hacer cualquier análisis de los puntos conflictivos y sus 
implicancias en el desarrollo de la negociación colectiva, no se debe perder 
de vista la finalidad buscada con la reforma, la que está consagrada en el 
mensaje presidencial N°1055-362, de fecha 29 de diciembre del 2014, boletín 
N° 9835-13 según el cual, lo que se pretendía era: “modernizar el sistema de 
relaciones laborales, buscando el desarrollo de las relaciones laborales modernas, 
justas y equilibradas entre las partes, en las que predominen el dialogo, y el 
acuerdo, combinando objetivos de equidad, eficiencia y productividad”, es decir, 
“modernizar las relaciones de trabajo, y permitir el ejercicio pleno de los derechos 
económicos, sociales y culturales, entre los que se encuentran las libertades 
sindicales con fines redistributivos’. En este sentido, la negociación colectiva era 
concebida como ‘un instrumento clave para promover la no discriminación y la 
igualdad”3. 

Específicamente, dentro de las modificaciones efectuadas en materia de 
negociación colectiva por la Ley N° 20.940, lo relativo a los servicios mínimos 
y equipos de emergencia no es un tema pacifico a nivel teórico ni práctico, lo 
que ha significado que, desde su entrada en vigencia, la Dirección del Trabajo al 

1	  Humeres y Halpern, 2017: 38.
2	  Humeres y Halpern, 2017: 41.
3	  Humeres y Halpern, 2017: 17.
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solucionar problemas prácticos derivados de su aplicación haya debido delimitar 
su contenido y sus consecuencias en el desarrollo del proceso de negociación 
colectiva reglada. 

Según lo anterior, el presente trabajo tiene por objeto dilucidar, en primer 
término, cuáles son los elementos propios de “los servicios mínimos y equipos 
de emergencia” y sus consecuencias en el desarrollo del proceso de negociación 
colectiva reglada en base a la legislación vigente y las resoluciones administrativas 
dictadas por la Dirección del Trabajo. 

En concreto, se analizará el inciso 5º del artículo 360 del Código del Trabajo 
en relación a las consecuencias de la falta de calificación de servicios mínimos 
y equipos de emergencia y su consecuencia frente al inicio de un proceso de 
negociación colectiva. Esto, a la luz de la sentencia dictada por la Ilustrísima Corte 
de Apelaciones de Copiapó al resolver recurso de protección rol N° 154-2018, de 
fecha 05 de noviembre de 2018 y luego, lo dictaminado por la Corte Suprema al 
fallar el recurso de apelación en causa rol N° 29.432-2018, que dejó sin efecto 
los resuelto en primera instancia por la Corte de Apelaciones. 

Para dicho cometido, se seguirá el siguiente esquema de trabajo. En primer 
lugar, se analizará la institución jurídica de los servicios mínimos y equipos 
de emergencia, y su relación con el proceso de negociación colectiva reglada. 
En segundo lugar, se desarrollarán los antecedentes relativos a la acción de 
protección rol N° 154-2018 de la Corte de Apelaciones de Copiapó. En tercer 
lugar, se analizará lo dispuesto por el Tribunal Supremo de nuestro país al resolver 
el recurso de apelación interpuesto por la Inspección Provincial del Trabajo de 
Chañaral. Por último y, en cuarto lugar, se enunciarán ciertas conclusiones de los 
fallos que han sido objeto del presente análisis.  

La importancia de este ensayo radica, en cuanto al fondo de la materia 
estudiada, la procedencia de suspender la negociación colectiva reglada en los 
casos en que no estén calificados los servicios mínimos en la empresa, esto, 
tomando en consideración la interpretación normativa que hizo la Corte de 
Apelaciones en su sentencia. Y , por otro lado, en lo relativo a la forma siguiendo 
lo resuelto por la Corte Suprema al conocer del recurso de apelación interpuesto, 
consideración esta última de gran relevancia práctica ya que cuestiona la 
posibilidad de impugnar un acto de autoridad administrativa mediante la acción 
de protección (artículo 20 de la Constitución) cuando no existe un derecho 
indubitado del actor. 
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II. Regulación de los Servicios Mínimos y Equipos de 
Emergencia (arts. 359, 360 y 361 del Código del Trabajo)

Dentro de los límites al derecho a huelga encontramos los denominados 
“servicios mínimos”, institución jurídica mediante la cual se pretende por el 
legislador reducir las implicancias de la paralización total de las actividades de la 
empresa, por lo que se busca determinar un contingente mínimo del personal 
sindicalizado destinado a cumplir las siguientes funciones en caso de huelga: 

protección de bienes corporales e instalaciones de la empresa y 
prevención de accidentes y daños ambientales o sanitarios; o bien, 
pongan en riesgo el funcionamiento de la empresa cuando se trate 
de prestación de servicios de utilidad pública o se deban atender 
necesidades básicas de la población, incluidas las relacionadas con la 
vida, la seguridad o la salud de las personas4. 

De acuerdo con el Código del Trabajo (artículo 360) tales “servicios mínimos” 
deben ser calificados, en primer término, en conjunto por la empresa con el (los) 
sindicato(s), o a falta de este acuerdo, mediante la intervención de la autoridad 
administrativa.

Para ese efecto, el empleador, en uso de sus facultades de administración, 
deberá proponer al o a los sindicatos existentes en la empresa, la identificación 
de los servicios mínimos que deberían ser atendidos durante la huelga y las 
competencias profesionales o técnicas de los trabajadores que conformarían 
los equipos de emergencia a cargo de tal atención. El empleador deberá remitir 
una copia de su propuesta a la Inspección del Trabajo y presentarla a la (a las) 
organización(es) sindical(es) con una anticipación de, a lo menos, 180 días al 
vencimiento del instrumento colectivo vigente. Por su parte, el sindicato tendrá 
un plazo de 15 días para responder la propuesta formulada por el empleador. 
Podrá hacerlo en forma separada o en conjunto con los demás sindicatos 
emplazados, si los hubiere. Las partes tendrán un plazo de 30 días contados 
desde la proposición del empleador para alcanzar un acuerdo de calificación, 
y que, en caso de éxito en dicho proceso, deberán firmar un acta en la que se 
establecerán los servicios mínimos y los equipos de emergencia acordados en 
caso de huelga, y una copia de la misma deberá ser registrada en la Inspección 
del Trabajo dentro de los 5 días siguientes a su suscripción. 

Si no hubiese acuerdo entre el empleador y el (los) sindicato(s), o este 
no involucra a todas las organizaciones sindicales presentes en la empresa, 
cualquiera de las partes podrá requerir la intervención de la Dirección Regional 

4	  El artículo 360 del Código del Trabajo.
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del Trabajo para que éste efectúe la calificación. La resolución fundada del 
Director Regional del Trabajo que califique los servicios mínimos y los equipos de 
emergencia de la empresa deberá ser notificada a las partes dentro de los cinco 
días siguientes a su emisión y sólo será reclamable ante el Director del Trabajo.

Calificados que sean esos servicios mínimos, éstos importarán una restricción 
(legal) al ejercicio al derecho a huelga, toda vez que ante su inicio efectivo el 
(los) sindicato(s) tendrán la obligación de proveer al empleador del personal 
necesario para atenderlos que, para estos efectos, recibirán el nombre de equipos 
de emergencia. 

En otras palabras, los servicios mínimos no tienen por objeto permitir 
un normal funcionamiento de la empresa durante la huelga, sino que evitar 
perjuicios o daños adicionales que pueda sufrir el empleador en sus bienes e 
instalaciones, o bien afectar a la propia comunidad.

Sin perjuicio que la calificación de los servicios mínimos y los equipos de 
emergencia debe efectuarse respecto de cada empresa, ya sea por acuerdo de 
las partes o por resolución fundada emitida por la autoridad administrativa, 
la normativa obliga al Director del Trabajo, en el mes de abril de cada año, a 
publicar los estándares técnicos de carácter general que han servido de base para 
efectuar tal calificación.

El Código del Trabajo (art. 361) regula la conformación de los equipos de 
emergencia durante el proceso de negociación colectiva en cuanto al número 
e identidad de los trabajadores del sindicato que deberán integrarlo durante la 
huelga. Para este efecto, el empleador en su respuesta al proyecto de contrato 
colectivo deberá proponer a la comisión negociadora sindical, en forma 
específica, la identificación del personal afiliado al sindicato que deberá ser parte 
del equipo de emergencia. 

La comisión negociadora sindical deberá responder a la propuesta del 
empleador dentro del plazo de 48 horas. La falta de respuesta dentro del plazo 
se entiende como aceptación, esto es, como expresión de voluntad presunta del 
sindicato (art. 361 inciso 2°).

Si la comisión negociadora sindical se negare expresamente a la conformación 
del equipo de emergencia del modo solicitado por el empleador, o bien, hubiere 
discrepancia respecto del número o identidad de los trabajadores del sindicato 
que deben ser parte del referido equipo, el empleador deberá solicitar un 
pronunciamiento a la Inspección del Trabajo dentro del plazo de 5 días contados 
desde la respuesta del sindicato. En este caso, la Inspección del Trabajo tendrá 
un plazo de 10 días para resolver el requerimiento del empleador. La resolución 
será notificada al correo electrónico designado por las partes y en contra de ella 
sólo procederá el recurso de reposición ante la misma Inspección que resolvió el 
requerimiento.
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Si el sindicato incumple los servicios mínimos acordados o resueltos 
(calificados) por la Dirección de Trabajo y no proveyera el equipo de emergencia 
durante la huelga, la ley permite al empleador adoptar las medidas necesarias 
para atender los servicios mínimos, incluyendo la contratación de esos servicios 
con terceros. De este modo, el empleador podría otorgar la atención con 
trabajadores contratados directamente o a través de una empresa con la que 
se celebra un contrato civil o comercial, efectuando una suerte de reemplazo 
de los huelguistas, con un límite legal: estas medidas no podrán involucrar a 
un número superior de trabajadores del equipo de emergencia que no hayan 
sido proveídos por el sindicato, salvo que la Inspección del Trabajo autorice 
fundadamente un número distinto.

Como se desprende de todo expuesto, los servicios mínimos son una clara 
limitación legal al derecho a huelga de los trabajadores sindicalizados, que 
pretende evitar la concurrencia de riesgos o daños, fuese a la empresa o a 
terceros, cuando tal fuere la consecuencia de paralizar determinados servicios 
o actividades. En este sentido, toca determinar la necesidad de que los servicios 
mínimos estén calificados en la empresa antes del inicio de una negociación 
colectiva reglada. 

III. Sentencia Rol 154-2018 de la Ilustrísima Corte 
de Apelaciones de Copiapó que acogió recurso de 

protección interpuesto por el Sindicato de Empresa 
Isapre San Lorenzo

La primera sentencia que se analiza en el presente trabajo se pronuncia sobre 
la acción de protección deducida por el Sindicato de Empresa Isapre San Lorenzo. 
Mediante esta acción constitucional, la organización sindical buscaba dejar sin 
efecto la resolución Nº 333 de 21 de junio de 2018 dictada por la Inspección 
Provincial del Trabajo de Chañaral, que declaró la suspensión del inicio de la 
negociación colectiva ya que a la fecha en que ésta debía iniciarse, el Director 
Nacional del Trabajo aún no había resuelto los recursos jerárquicos interpuestos 
por la empresa y por el sindicato tendientes a impugnar la resolución de la 
emitida por la Dirección Regional. En concreto, los antecedentes de la causa son 
los siguientes:  

[…] el ultimo contrato colectivo expiraba el 31 de julio de 2018, por lo 
que con fecha 14 de junio de 2018 su organización presentó proyecto 
de contrato, representando a sus 73 socios, pero el empleador Clínica 
San Lorenzo, con fecha 18 de junio de 2018 recurrió́ ante la Inspección 
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Provincial del Trabajo de Chañaral, para que se dejara sin efecto esa 
presentación, amparado en la falta de resolución de calificación de 
servicios mínimos por la Dirección del Trabajo, emitiéndose, entonces, 
el acto impugnado, Ordinario Nº333, de fecha 21 de Junio de 2018, que 
derechamente suspende el proceso de negociación colectiva5. 

Los argumentos en que la organización sindical se ampara para fundar su 
acción de protección consisten en que la norma que regula los servicios mínimos 
en nuestra legislación (artículo 360 inciso 5º del Código del Trabajo), sólo 
plantea la posibilidad de suspensión del inicio de la negociación colectiva previo 
a la calificación de los servicios mínimos y equipos de emergencia en los casos 
en que no exista sindicato y sólo a raíz del requerimiento del empleador, que 
deberá efectuar dentro de los 15 días siguientes desde que es informado de la 
constitución de esa organización. En términos concretos, el argumento principal 
para impugnar el acto de autoridad por parte del sindicato fue el siguiente: 

Acerca de la calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia, 
refiere que tal como establece el artículo 360 del Código del Trabajo, 
según modificación introducida por la Ley N° 20.940 -que transcribe- es 
una limitación al ejercicio del derecho a huelga y es esa norma la que 
ha sido errónea, arbitraria e ilegalmente interpretada por la recurrida, 
en el ordinario impugnado, pues la ley ha consagrado la suspensión del 
proceso de negociación colectiva reglado en sus normas permanentes, 
única y exclusivamente en la hipótesis que no exista sindicato, según el 
inciso quinto del citado artículo 360 del Código del Trabajo, el que indica 
expresamente que: “En caso que no exista sindicato en la empresa, el 
empleador deberá formular su propuesta dentro de los quince días 
siguientes a la comunicación de la constitución del sindicato efectuada 
de conformidad al artículo 225 de este Código, plazo durante el cual 
no podrá́ iniciar la negociación colectiva. Habiéndose formulado el 
requerimiento por parte del empleador, tampoco se podrá́ iniciar la 
negociación colectiva en tanto no estén calificados los servicios mínimos 
y equipos de emergencia”. 

De lo anterior concluye que al no resultar aplicable en la especie la única 
hipótesis en la que el legislador estableció́ la suspensión del proceso de 
negociación colectiva, como consecuencia de la ausencia de calificación 
de los servicios mínimos, la autoridad recurrida, ha abusado de sus 
facultades y con ello vulnera el derecho a negociar colectivamente a 
la organización recurrente y sus 73 socios, e igualmente se afecta el 
derecho de autonomía sindical6.

5	 Expediente rol N° 154-2018 Ilustrísima Corte de Apelaciones de Copiapó. Sentencia. p. 2.
6	  Ibid. p. 4.
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Por su parte, la Inspección Provincial del Trabajo de Chañaral, evacuando 
el informe respectivo, señaló en relación al fondo de la controversia, que su 
interpretación de la norma responde a un examen armónico de la legislación 
en materia de servicios mínimos y equipos de emergencia y, agregó que, con la 
suspensión del inicio de la negociación colectiva reglada no se afecta derecho 
fundamental alguno, ya que la única consecuencia es la prórroga del plazo de 
vigencia del actual instrumento colectivo, quedando, de esta forma, indemnes 
los derechos sindicales que la organización alega vulnerados por el acto de la 
autoridad administrativa. Así las cosas, la Inspección Provincial del Trabajo de 
Chañaral señaló expresamente que: 

mediante ordinario N° 333 de fecha 21 de junio de 2018, informó al 
Sindicato de Empresa Isapre San Lorenzo, la suspensión del inicio 
del proceso de negociación colectiva por encontrarse pendiente la 
resolución que califica los servicios mínimos y equipos de emergencia 
de la empresa, debido a la interposición de los recursos jerárquicos, en 
conformidad a lo contemplado en el artículo 360 del Código del Trabajo, 
que en su inciso 1º dispone: “Los servicios mínimos y los equipos de 
emergencia deberán ser calificados antes del inicio de la negociación 
colectiva.” y su inciso 11° señala: “La resolución que emita la Dirección 
Regional del Trabajo calificando los servicios mínimos y los equipos 
de emergencia de la empresa deberá́ ser fundada y emitida dentro de 
los cuarenta y cinco días siguientes al requerimiento. Esta resolución 
deberá́ ser notificada a las partes dentro de los cinco días siguientes a su 
emisión y sólo será́ reclamable ante el Director Nacional del Trabajo7(El 
destacado es propio).

Finalmente, la Inspección Provincial del Trabajo concluyó su argumentación 
indicando que: 

En razón de lo anterior, afirma que si bien se ha producido una demora 
para resolver el recurso jerárquico, y consecuentemente se encuentra 
suspendido el proceso de negociación colectiva, como consecuencia del 
proceso de calificación de servicios mínimos y equipos de emergencia, 
esta demora no produce las vulneraciones a las garantías que señala 
la actora, puesto que de conformidad con lo dispuesto en Ord. N° 
1563/038 de fecha 07 de Abril de 2017, dictado por la Dirección del 
Trabajo, en relación a los Dictámenes N°5337/91 y 5346/92 ambos 
del 28 de Octubre de 2016, se han resguardado los derechos de los 
trabajadores, toda vez que se prorrogan los efectos del contrato colectivo 

7	 Ibid. p. 7.
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que esté por vencer, hasta que la resolución de calificación de servicios 
mínimos se encuentre ejecutoriada8.

Que, con fecha 05 de noviembre de 2018, y estimando procedente lo 
esgrimido por la organización sindical, la Corte de Apelaciones de Copiapó dictó 
sentencia acogiendo en todas sus partes el recurso de protección, esto, en base 
a una interpretación restrictiva de la norma contenida en el artículo 360 inciso 
5º del Código del Trabajo. En efecto, la Corte de Apelaciones consideró que toda 
norma que venga a limitar los efectos del derecho a huelga o de cualquier otro 
derecho fundamental, debe ser interpretada restrictivamente y, en el ámbito 
laboral, se debe acoger la interpretación que otorgue una mayor protección al 
trabajador. Los argumentos concretos de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de 
Copiapó para acoger el recurso se resumen en el considerando DÉCIMO de su 
sentencia: 

DÉCIMO: Que en este orden de ideas, se colige, que la autoridad 
recurrida, al extender la aplicación de la norma que la faculta a 
suspender el proceso de negociación colectiva reglado en sus normas 
permanentes, única y exclusivamente en la hipótesis que no exista 
sindicato, según el inciso quinto del citado artículo 360 del Código del 
Trabajo, al caso sub lite, caracterizado por la existencia de un sindicato 
con contrato colectivo vigente, constituido legalmente desde el año 
2002, perturba y vulnera ilegal y arbitrariamente el legítimo ejercicio 
de las garantías establecidas en los N°16, y No 19 del artículo 19 de la 
Constitución Política de la República, a saber el derecho a la negociación 
colectiva y la autonomía sindical, respectivamente, en razón a que el 
legislador efectuó́ dicha disquisición, no siendo potestad de la recurrida 
asilarse en una excepción no contemplada en la legislación laboral para 
la situación de marras9.

Así las cosas, la Corte de Apelaciones de Copiapó consideró que, en el caso 
analizado, la suspensión del inicio de la negociación colectiva reglada mediante 
Resolución Nº 333 de la Inspección Provincial del Trabajo de Chañaral, constituyó 
un acto ilegitimo y vulnerario de la libertad sindical y en particular, del derecho 
a la negociación colectiva, por lo que ordenó dejar sin efectos el acto recurrido 
y proseguir con la negociación colectiva aun cuando no estén calificados los 
servicios mínimos y equipos de emergencia de la Isapre San Lorenzo mediante 
resolución ejecutoriada. 

8	 Ibid. p. 7.
9	 Ibid. p. 16.
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IV. Sentencia Rol Nº 29.423 – 2018 de 21 de marzo de 2019 
de la Excelentísima Corte Suprema 

En este punto, cabe hacer mención a lo exhaustiva que fue la Inspección 
Provincial del Trabajo de Chañaral para defender su postura en relación a la 
interpretación de la norma contenida en el inciso 5º del artículo 360 del Código 
del Trabajo y así fundar su recurso de apelación. En este orden, la Inspección 
Provincial insistió en que procede la suspensión de la negociación colectiva, por 
las siguientes razones de naturaleza normativas:  

El inciso 1º del artículo 360 del Código del Trabajo es categórico al 
señalar que los servicios mínimos y equipos de emergencia “deberán”, 
ser calificados antes del inicio de la negociación colectiva, por lo 
que no existe duda alguna que la norma en comento establece una 
obligación perentoria, en el sentido que no se podrá iniciar el proceso 
de negociación colectiva, mientras no se haya resuelto el requerimiento 
de calificación de servicios y equipos de emergencia, sin hacer distinción 
alguna si en la empresa existe o no constituido un sindicato. 

Es más, el inciso 5º del mismo artículo 360, no hace más que repetir 
y reafirmar lo señalado en el inciso primero referido, al señalar que 
“tampoco” podrá iniciarse el proceso de negociación colectiva, sin estar 
calificados los servicios mínimos y equipos de emergencia, es decir, la 
norma señala expresamente que en el inciso primero un deber general 
que obliga a que los servicios mínimos deben estar calificados antes del 
inicio de la negociación, y en el caso que no exista sindicato, señala que 
tampoco se podrá iniciar dicha negociación10.

La Corte Suprema conociendo del recurso de apelación, hizo un análisis formal 
sobre la procedencia de impugnar el acto administrativo de la Inspección del 
Trabajo mediante una acción de protección, llegando a la siguiente conclusión:  

CUARTO: Que al respecto se debe tener presente que el acto contra 
el que se recurre, fue dictado por la Inspección Provincial del Trabajo 
competente, en el ejercicio de sus atribuciones y respetando las 
formalidades que establece la ley, las que por lo demás no han sido 
objeto de reparo alguno, y de conformidad a lo dispuesto en Ordinario de 
la Dirección del Trabajo N° 1563/038 de 7 de abril de 2017, en relación a 
los Dictámenes N° 5337/91 y 5346/92 ambos de fecha 28 de octubre de 
2016. Por consiguiente, en virtud de las facultades interpretativas que la 

10	 E. Corte Suprema. Causa rol N° 29.423-2018. Recurso de apelación. p.4.
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ley le confiere a ese Servicio, establecidas en la letra a) del artículo 1 y b) 
del artículo 5° del D.F.L. N°3 del año 1967, Ley Orgánica Constitucional 
de la Dirección del Trabajo. 

QUINTO: Que, como consecuencia de lo anterior, el recurrente no 
aparece apoyado en un derecho indubitado que pueda verse afectado 
por el acto contra el cual recurre y que sea susceptible de resguardo 
mediante medidas protectoras urgentes, lo que hace improcedente 
pronunciarse sobre las contravenciones normativas que denuncia, 
toda vez que lo contrario importaría, entonces, emitir una sentencia 
meramente declarativa, circunstancia que, como se ha indicado, no se 
aviene con los fines propios asignados a la presente vía conservativa, 
ajenos a las meras decisiones declarativas. 

SEXTO: Que, por consiguiente, no se satisfacen las exigencias previstas 
en el artículo 20 de la Constitución Política de la República para acceder 
a la cautela pedida, por lo que el recurso debe ser desestimado, como 
se decidirá́, sin perjuicio que la asociación recurrente pueda ejercer las 
acciones de reclamación que franquea la ley contra el acto recurrido, 
ante el Tribunal competente de conformidad a lo previsto en el artículo 
399 y siguientes del Código del Trabajo11.

Tal criterio llevó a la Excma. Corte Suprema a acoger el recurso de apelación 
intentado por la Inspección Provincial del Trabajo, revocando la sentencia de 
primer grado que invalidó el acto administrativo impugnado. Sin embargo, 
como advierte la misma Corte al fallar este caso, no se trata –ni se podría tratar– 
de un análisis sobre los presupuestos normativos, sino que únicamente versó 
sobre una corrección formal.

VI. Conclusiones

Del presente análisis es posible extraer conclusiones de fondo y forma de 
la institución jurídica de los servicios mínimos y equipos de emergencia, así 
como de los procedimientos legales que disponen tanto la empresa como los 
sindicatos para su calificación.  

En primer término, en cuanto al contenido jurídico de la norma, no cabe duda 
de que los servicios mínimos son una limitación a los efectos de la huelga y que, 
como tales, deben aplicarse de forma restrictiva y siempre buscando no afectar el 
derecho a huelga en su esencia, permitiendo que esta medida sirva a su objetivo 

11	  Ibid. p.2.
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como forma más elemental de presión de los trabajadores sindicalizados para 
lograr un acuerdo satisfactorio en el marco de una negociación colectiva reglada. 
Sin embargo, en el ámbito colectivo, y sobre todo cuando la limitación al derecho 
fundamental está establecida por la propia ley, el sentenciador debe intentar 
lograr con su fallo un equilibrio (ponderación) razonable entre las pretensiones 
de la organización sindical y la empresa, evitando inclinar de forma desmedida 
su postura en favor de la organización sindical ya que, en el plano colectivo, la 
brecha de poder que originalmente existe entre empleadores y trabajadores se 
ve reducida por las propias herramientas, atributos y derechos que informan a la 
libertad sindical. 

Así las cosas, en el caso analizado, la Corte de Apelaciones, en primera 
instancia, desconoció de plano los argumentos normativos de la Inspección 
Provincial del Trabajo por considerar que la interpretación propuesta por dicho 
servicio causaba una evidente desprotección de los trabajadores sindicalizados, 
sin tener una real certeza de las implicancias que tenía, en el caso concreto, 
la suspensión del inicio de la negociación colectiva mientras no estuvieren 
calificados los servicios mínimos de la empresa por resolución ejecutoriada de 
la Dirección del Trabajo. 

Desde el punto de vista formal, lo resuelto por la Corte Suprema es una 
clara respuesta al fenómeno conocido como “hipertrofia” de los alcances de la 
acción de protección; vía que, sobre todo en materia laboral desde la reforma 
introducida por la Ley Nº20.940, se ha empleado de forma recurrente, tanto por 
los sindicatos y empleadores, para detener actos de autoridad sin que exista 
certeza de que el derecho cuya protección se reclama es o ha sido objeto de 
una controversia jurídica. En el caso planteado, al no ser un hecho pacifico la 
procedencia de suspender el inicio de la negociación colectiva cuando no están 
calificados los servicios mínimos de la empresa, no existiría, en consecuencia, un 
derecho indubitado de parte del sindicato para proseguir con la negociación pese 
a la falta de calificación, por lo que no se cumple con el supuesto fundamental 
para la interposición de la acción de protección que consiste en que el recurrente 
debe sufrir la afectación o amenaza a un derecho indubitado. 

Ahora bien, tal criterio no es más que la reiteración de un modo de concebir 
la acción de protección y los límites en los que ésta opera sobre actos de la 
administración, más aún en sede laboral. Así, a esta misma conclusión ha llegado 
la Corte Suprema en casos en que lo que se ha discutido la procedencia o no 
de una negociación colectiva reglada con grupos negociadores y la eventual 
afectación que con ello se provocaría al derecho de libertad sindical de las 
organizaciones, en particular, a la titularidad sindical. Al igual que en el caso 
analizado, la Corte Suprema ha sido tajante al señalar que para que prospere 
un recurso de apelación en tales circunstancias, es preciso que el derecho que 
se pretende proteger no sea objeto de una controversia interpretativa, ya que, 
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en ese caso, no estaríamos ante un derecho indubitado, obligando a la Cortes, 
en el marco de un recurso de protección, a pronunciar una sentencia declarativa. 

Ahora bien, habiendo analizado lo resuelto por la Corte de Apelaciones en 
primera instancia y por la Corte Suprema en su sentencia definitiva, es evidente 
que la duda sobre si procede la suspensión de la negociación colectiva mientras 
no estén calificados los servicios mínimos persiste y esto se debe a que los 
Tribunales Superiores de Justicia, con justa razón, han querido, presumiblemente, 
evitar profundizar en la constitucionalidad de aquellas normas que, incorporadas 
por la Ley Nº20.940, vienen a limitar los derechos que integran la libertad 
sindical, optando por soluciones formales que permiten resolver el problema 
que se somete a su conocimiento sin pasar a llevar facultades del constituyente.         

Así las cosas, queda pendiente la pregunta de si los servicios mínimos deben 
estar calificados antes del inicio de la negociación colectiva. Para este autor la 
respuesta es evidente, pues resulta de toda lógica suspender la negociación 
colectiva mientras esté pendiente su calificación, ya que de lo contrario –de seguir 
con el proceso de negociación sin que esté definida la dotación necesaria para 
evitar los daños o perjuicios a que se refiere el artículo 359 del Código del Trabajo 
en caso de huelga– esta norma no tendría razón de ser en el ordenamiento 
jurídico. Estaríamos frente a una norma vacía toda vez que su aplicación depende 
de la existencia de una huelga, derecho que sólo procede en el contexto de una 
negociación colectiva reglada.  

Conforme lo propuesto podemos concluir que para que tenga sentido 
la regulación de los servicios mínimos y equipos de emergencia en nuestra 
legislación resulta imprescindible que éstos se encuentren previamente 
calificados ante el inicio de la negociación colectiva y, ante el caso que esa 
calificación no se hubiere aún definido, debiere suspenderse ese proceso ante 
cualquier supuesto. Cualquier otra interpretación de la norma que suponga 
la continuación de la negociación colectiva en tales circunstancias supone 
desconocer la finalidad de la norma e, incluso peor, obviar y desconocer de 
forma alarmante los bienes jurídicos que se pretenden proteger con esta figura. 
La invitación será, entonces, perfeccionar su alcance, los lineamientos técnicos e 
incluso la intervención de la Administración de ese proceso de calificación, mas 
no mediante interpretación que, a nuestro juicio, no pretenderían sino llevar 
derechamente llevar la regla al desuso. 
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Lizama Abogados, con el objeto de efectuar un aporte a la discusión 
jurídica, a contar del año 2019 realiza anualmente una publicación con 
temáticas relevantes dentro de su quehacer profesional.  

La primera obra fue el libro “Recopilación de fallos judiciales en materia 
laboral del año 2018” que tuvo por objeto analizar diferentes sentencias 
relevantes que se dictaron durante ese año, exponiéndose no solo los 
antecedentes del caso, sino particularmente la forma en que los tribunales 
superiores de justicia y el Tribunal Constitucional decidieron distintos 
asuntos controvertidos. 

La presente obra, sin embargo, se diferencia del anterior por dos cuestiones 
fundamentales. En primer lugar, por el hecho de que no solamente se 
analizan sentencias judiciales, sino que también proyectos de ley que 
hubieren ingresado a trámite legislativo durante el 2019. Y, en segundo 
término, porque tiene un objetivo más ambicioso que la anterior versión 
y, por ello, se analizan críticamente las sentencias y proyectos de leyes, 
complementando su contenido con doctrina y jurisprudencia. 

Lizama Abogados es un estudio jurídico dedicado al Derecho del Trabajo 
que fue fundado por Luis Lizama Portal el año 2006. Desde dicho año 
hasta la fecha se ha dedicado a temas laborales y previsionales, prestando 
servicios de asesoría jurídica, capacitación, litigios laborales y negociación 
colectiva a empresas. Las publicaciones especializadas Chambers & 
Partners, Who’s Who Legal, Latin Lawyer, The Legal 500, Best Lawyers 
y Leadings Lawyers han reconocido a Lizama Abogados y a Luis Lizama 
Portal como líderes en la prestación de servicios jurídicos de Derecho del 
Trabajo y la Seguridad Social en Chile.

An
ua

ri
o 

La
bo

ral
 

20
19

Portada.indd   1 22-06-20   12:27




